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I N T R o D u e e I o N 

L0s más altos valores universales que sustentan la vida so­

cial del Hombre, se encuentran consolidados por un ordenamiento 

jurídico normativo que a través del Estado es aplicado. 

Al Estado corresponde la ineludible obligación de preservar 

el bienestar de los gobernados, así en el orden interno como en 

el externo, en el orden público como en el privado, en lo polí­

tico y en lo económico; en fin es el custodio de la seguridad 

sociopolítica y cultural de su pueblo. 

Para cumplir esta tarea es imprescindible la conjugación de 

los elementos tradicionales del propio Estado, sometidos bajo 

el imperio de la Ley, pa-r-a que de esta ma-nera surja a la rea-li­

dad la abstractividad de la justicia, de la libertad y de la 

paz. 

En el orden penal, la doctrina confiere al Estado el reco­

nocimiento del poder de castigar a quienes transgreden las nor­

mas jurídicas establecidas, dejando en los anales de la histo­

ria las épocas de la venganza privada, de la delación de la re­

latividad punitiva, que constituyen los albores de la institu­

cionalidad gubernamental. 

Surge así del caudal de la sabiduría helénica de la antigua 

Roma, una institución que al correr del tiempo alcanzaría un 

preeminente sitio en la vida jur Ídica de la humanidad: El Mi­

nisterio Público, cuya existencia en México fué pletórica de 
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vicisitudes, transitando, al igual que en el Antiguo Continen­

te, del Poder Judicial al Ejecutivo antes de quedar instituído 

en la Ley fundamental de 1917. 

Es el Ministerio Público una de las más nobles Institucio­

nes, que tiene encomendada la tutela de los intereses de la co­

lectividad y la permanente vigilancia del cumplimiento de la 

Ley; no obstante esta sublime misión, ha sido objeto de innume­

rables censuras, debido a los abusos de poder en que han incu­

rrido aquellos, que defraudando la confianza que se les deposi­

tó, desvirtuaron el significado de la Representación Social. 

Con la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal, los legisladores evidencian su anhelo de 

enaltecer la imagen del Ministerio Público, como auténtico ba­

luarte a la seguridad de la colectividad. 

Todos estos razonamientos me han impulsado a hacer un exa­

men tanto de la Institución del Ministerio Público, como de la 

Ley que lo rige, para conocer sus alcances y su positividad, 

llegando a la conclusión de que todo intento de evolución y de 

regulación que se haga, tendiente a una buena Administración de 

Justicia, estará supeditada a las limitaciones de la condición 

humana, que parece flaquear en una época de devaluación moral. 

Mi pretensión, al elaborar el presente estudio, fué buscar 

que todos aquellos que habiendo leído las presentes líneas re­

flexionen sobre el contenido de las mismas, para que no olviden 

sus ideales universitarios tendientes a la transformación de la 

comunidad. 
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a.- ASPECTOS HISTORICOS DE LA INSTITUCION DEL MINISTERIO PUBLI­

CO. 

La historia evolutiva del hombre en sociedad transcurre pa­

ralela a la transformación de sus instituciones jurídicas por­

que es obvio que el fundamento de la convivencia social es el 

orden jurídico normativo, que por rudimentario que sea la ga­

rantiza, al propio tiempo que la regula. 

Sin embargo, la subjetividad del derecho hubiera permaneci­

do incólume si la comunidad no hubiese concedido un ente que lo 

aplicara, dándole positividad, siendo así como surgió el Estado 

par a encarg a-rse de est-a fune i-ón v-i ta-1. 

Es por ello que si el Estado tiene encomendada la vigilan­

cia del exacto cumplimiento del derecho para salvaguardar las 

relaciones humanas, posee el deber y el poder de reprimir, aún 

por medios coactivos, las transgresiones a la Ley reconociéndo­

sele por tanto la facultad para juzgar a los gobernados e impo­

nerles las penas correlativas. A esta atribución, los trata­

distas del derecho le han denominado "juspuniendi", o poder de 

castigar. 

Ahora bien, dentro de la organización estatal, atendiendo a 

la teoría de la división de poderes, cada uno de éstos tiene 

funciones específicas, de donde se deriva el problema de la co­

rrespondencia de la acción persecutoria de los delitos que, mi­

rando el derecho antiguo, era asignada originalmente al Poder 
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Judicial, situación que prevaleció por mucho tiempo, hasta que 

estudiosos del derecho advirtieron tal anomalía, aduciendo en 

encendidas polémicas que, en esas circunstancias, el juzgador 

detentaba dos funciones: la de decir el derecho (atributo e-

sencial del Poder Judicial), y la de aplicarlo (facultad propia 

del Poder Ejecutivo). 

Relevantes juristas abordaron el tema, tratando de resolver 

la cuestión de los elementos de la litis, tanto en lo civil co­

mo en lo criminal, pero primordialmente en éste Último conclu­

yendo que era imprescindible crear una institución independien­

te del Poder Judicial, pero en íntima relación con él, para la 

buena administración de la justicia y que, por otra parte, no 

saliera de la esfera Gubernamental. 

La institución así concebida se avocaría a la investigación 

y persecución de los delitos, poniendo en movimiento al órgano 

jurisdiccional, y además actuaría como parte en el juicio res­

pectivo, como tutelar de la sociedad ofendida, velando por el 

estricto cumplimiento de la ley hasta sus Últimos extremos, 

quedando el juez constreñido a su función específica, con lo 

cual se garantizaba su absoluta imparcialidad. 

De esta manera, el organismo de nueva instauración que hoy co­

nocemos como Ministerio Público, transitó del Poder Judicial al 

Administrativo, teniendo su justificación en la propia teoría 

de la división de poderes, a la que claramente contravenía. 

En México, fué manifiesto el fenómeno que acabamos de ob­

servar, debido a la dominación española, que implantó diversas 
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instituciones, algunas de las cuales perduraron aún después de 

la Independencia. Una de ellas lo fué la fiscalía antecedente 

directo del Ministerio Público, que actuaba con una personali­

dad híbrida y dependiente del Poder Judicial, tal como lo con­

signaba la Legislación Mexicana, y tardó bastante tiempo en de­

sembarazarse del yugo jurídico ibero, para estructurar su pro­

pia organización legal. 

La promulgación de la Constitución Política Federal de 1917 

institucionalizó al Ministerio Público, determinándolo como un 

organismo integral y autónomo cuya misión sería la persecución 

de los delitos, con independencia absoluta del Poder Judicial. 

Con ello la Ley Suprema de la Unión dictaminó sin lugar a du­

das, la naturaleza jurídica del Ministerio Público, estable­

ciendQ en $Y ªrtíºulo 21: 

"La imposición de las penas es propia y exclusiva de la au­

toridad judicial. La persecución de los delitos incumbe al Mi­

nisterio Público y a la policía judicial, la cual estará bajo 

la autoridad y mando inmediato de áquel .•• "(l) 

Como podemos ver, el Derecho Penal, a través de sus dife­

rentes etapas evolutivas, ha prescrito la venganza privada y 

deslindado la venganza divina, convalidando en el Estado la 

función punitiva para salvaguardar el orden jurídico y las re­

laciones sociales, de lo que se desprende que la persecución de 

los delitos es una función social que concierne al Estado y no 

(1). Constitución Política 
Sexagécima Edición. 
1977. Página, 17. 

de los Estados Unidos Mexicanos. 
Editorial Porrúa, S.A. México, 
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al particular. Y siendo el Ministerio Público el representante 

de los grandes valores morales, sociales y materiales del Esta­

do, en él recae esta atribución. 

En esto estriba el fundamento del Ministerio Público como 

órgano del Estado (representante de la sociedad y del derecho 

que lo rige), encomendándosele por tanto la custodia del orden 

social. 

Ahora bien, para poder precisar la naturaleza jurídica del 

Ministerio Público, debemos atender a los criterios formal y 

rnater ial respecto de las funciones que desempeña. Así vemos 

que desde el punto de vista formal el Ministerio Público es un 

órgano dependiente del Poder Ejecutivo por mandato expreso de 

la ley y, por tanto, las funciones que desarrolla son formal­

mente administrativas. 

Sin embargo, al examinar el carácter material de las fun­

ciones del Ministerio Público, habremos de analizar los elemen­

tos esenciales de la función administrativa, para observar si 

la actividad del órgano de referencia cumple con tales requisi­

tos. 

Suele ser definida la función administrativa, corno la rea­

lizada por el Estado bajo un orden jurídico, y que consiste en 

la ejecución de actos materiales o de actos que determinan si­

tuaciones jurídicas para casos individuales, de donde se des­

prenden tres elementos fundamentales de dicha función, a saber: 
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a). - Se realiza bajo un orden jurídico.- El principio de 

legalidad ( 2 ) norma este primer elemento, supuesto que el Es­

tado, a través de sus órganos, debe 0ctuar de conformidad a una 

disposición general anteriormente dictada. 

b) Limitación de los efectos que produce.- Las conse-

cuencias del acto administrativo se caracterizan por ser con­

cretas e individuales. 

c) .- La función administrativa, además de que se realiza a 

través de actos jurídicos, también se desarrolla mediante actos 

materiales. 

Para deslindar aún más los caracteres de la función admi­

nistrativa, consideramos pertinente distinguirla de las otras 

dos funciones gubernamentales y asentar las afinidades que tie­

ne con éstas. 

Mediante la función administrativa se realizan los actos 

materiales, lo que no ocurre con la función legislativa; por 

virtud de la función administrativa se determinan situaciones 

jurídicas para casos individuales, contrariamente a las situa­

ciones que crea la función legislativa, las cuales son genera­

les, abstractas e impersonales. Ambas funciones coinciden en 

que se efectúan bajo un orden jurídico. 

(2), El principio de Legalidad consiste en que es impresindi­
ble para que exista un delito que exista previamente una 
ley que sancione ese ilícito. 
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Respecto a la función jurisdiccional, la administrativa 

guarda las siguientes diferencias: la primera requiere como 

medio para que se dé, la preexistencia de un conflicto, por es­

tar basada en actos-condición, mientras en la segunda represen­

ta una actividad ininterrumpida que puede prevenir conflictos a 

través de medidas de policía; la función jurisdiccional tiene 

como fin resolver una situación de controversia para establecer 

el orden jurídico, en cambio la administrativa no tiene ese 

fin, sino el de asegurar la existencia y mantenimiento del Es­

tado, mediante la vigilancia que ejerce para el cumplimiento de 

la ley, de donde se observan dos aspectos que la revisten y que 

son el de Poder Político y el de Poder Administrativo. Las a­

finidades que estas dos funciones poseen entre sí, consisten en 

que ambas se efectuan bajo un orden jurídico y determinan si­

tuaciones jurídicas para casos individuales. 

Trasladados estos elementos a las características de las 

funciones ·que le son atribuídas al Ministerio Público, o sea 

las de velar los intereses del Estado, persecución de los deli­

tos, las de asesoría jurídica del Gobierno y la de vigilancia 

del respeto a la legalidad, vemos que todas ellas son de índole 

administrativa, pues están realizadas bajo un orden jur Ídico 

normativo, cuyos efectos son concretos e individualizados, amén 

de que se efectúan mediante actos jurídicos y, fundamentalmen­

te, aún cuando coadyuvan al establecimiento del orden jurídico, 

no es esa su finalidad, sino la de asegurar la existencia y 

mantenimiento del Estado, velando por el exacto cumplimiento de 

la ley. 
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A fin de dar claridad a lo antes expuesto y para evitar 

cualquier indicio de confusión que se prestara a una interpre­

tación errónea que pudiera asimilar a la función administrativa 

con la jurisdiccional, es conveniente señalar los elementos que 

caracterizan al acto jurídico administrativo para distinguirlo 

de los realizados por los otros órganos, y para lo cual me 

guiaré en lo expuesto por el maestro Andrés Serra Rojas: 

Dichos elementos son: 

a) El Sujeto. - Por ser un acto jurídico, éste debe ser e­

fectuado por quien tiene aptitud legal para ello, esto es, que 

tenga competencia, la cual sirve de límite el órgano para que 

únicamente realice o deje de realizar lo que expresamente le 

¡:>ermita la ley ¡::ior ende, el sujeto del acto jurídico adminis­

trativo es el órgano de la administración que lo verifica. 

b) La Voluntad.- Atendiendo igualmente a la juricidad del 

acto administrativo, debe estar formado por una voluntad libre­

mente manifestada,. sin vicios de error, dolo, mala fe o violen­

cia. 

Pudiera presentarse en este punto algún conflicto que impi­

diera la libre manifestación de la voluntud, tratándose de 

cuerpos colegiados, pero normalmente existen disposiciones que 

regulan la forma de decisión de éstos órganos. 

c) El Objeto.- En todo acto, el objeto debe ser determi­

nado o determinable, posible y lícito. La licitud del acto ad­

ministrativo, por referirse a un órgano estatal, no sólo impli-
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ca que éste no se encuentre prohibido por la ley, sino que ade­

más esté expresamente autor izado por ella, excepto cuando la 

autoridad administrativa detente una facultad discrecional para 

elegir y determinar dicho objeto, debiendo en éste Último caso, 

no obstante, cuidar de no contrariar ni perturbar al servicio 

público, de no infringir las normas jurídicas, ni ser incon­

gruente con la funci6n administrativa. 

Sin embargo, en estos caracteres no encontramos notas es­

pecíficas que distingan el acto administrativo, del jur isdic­

cional y del legislativo, toda vez que el objeto de éstos Últi­

mos también debe ser determinada o determinable, posible o lÍ-

cito. A este respecto debemos advertir que en el acto adminis-

trativo su objeto es concreto o individualizado y tiende en to­

do caso al mantenimiento del orden público y la continuidad del 

sérv-icio publico, además de que no deriva de una sitüacrón con­

trovertida preexiste, a pesar de ser un acto jurídico, y tra­

tándose de actos materiales la distinción es aún más notoria, 

pues éstos no corresponden a la esfera de la función legislati­

va ni a la jurisdiccional. 

d) El Motivo. - Es el antecedente que provoca el acto ad-

ministrativo. En otro término, es el conjunto de situaciones 

preestablecidas en la ley como hipótesis genérica u abstracta, 

cuya concretización produce la situación administrativa. Por 

ello se dice que un acto administrativo estará legalmente moti­

vado, cuando se ha comprobado la existencia objetiva de losan­

tecedentes prevístos por la ley. 
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También en este caso lo expuesto es aplicable a los actos 

realizados mediante las otras dos funciones gubernamentales, 

pero las situaciones que los motivan son de distinta naturaleza 

que las de los actos administrativos, ya que en éstos se con­

templan hipótesis íntimamente vinculadas con su finalidad ya 

indicada; es decir, dichas situaciones comprenden estados de 

necesidad relativos a la preservación del orden público y de 

los servicios que se deben a la colectividad. 

e) La Finalidad. - Cuatro son las reglas aportadas en re­

lación a la finalidad del acto administrativo: 

1.- Debe perseguir un interés general; 

2.- No ha de contravenir a la ley¡ 

3.- Además de lícito y de interés general, el fin seguido 

debe entrar en la competencia del agente que realiza 

el acto; 

4.- Para cumplir con la finalidad, ha de aplicarse preci­

samente el acto establecido por la ley para cada caso. 

No obstante, estimarnos que la diferencia específica de la 

finalidad del acto administrativo es precisamente la conserva­

ción del orden jurídico y la continuidad de los servicios pú­

blicos. 

f) La Forma.- El elemento externo que reviste el acto ad­

ministrativo, es la forma que cumple todas las condiciones le­

gales que ha de reunir el acto para que surta los efectos jurí­

dicos, de manera que, la ausencia de las formalidades legales 

supeditará sus alcances. (3 ) 

(3). SERRA ROJAS, Andrés.- "Derecho Administrativo". Tercera 
Edición. Editorial Porrúa, S.A. 1981. Págs. de la 257 
a la 27 3. 
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Aplicados todos estos elementos a los actos mediante los 

cuales el Ministerio Público ejercita su función, observamos 

que existe coincidencia en ellos y que por ende corresponden al 

área del Derecho Administrativo; pero además, el órgano en men­

ción, por su situación que guarda dentro del Estado con rela­

ción al Poder Ejecutivo del que forma parte, y con relación 

también a los demás Poderes, se le puede apreciar bajo el as­

pecto político, ya que realiza fundamentalmente actos necesa­

rios a la existencia y mantenimiento del propio Estado, a tra­

vés de la vigilancia del cumplimiento del orden jurídico esta­

blecido. 

Sentado que los actos del Ministerio Público, son de Índole 

político-administrativo, la esencia y razón de su naturaleza 

jurídica como órgano dependiente del Poder Ejecutivo, puede 

fundamentarse doctrinalmente en las palabras de Siracusa "El E­

jecutivo está encargado de conservar el orden, de vigilar la 

seguridad pública, de asegurar a todo ciudadano su libertad en 

el ejercicio de sus derechos, en suma, a él compete velar por 

la plena ejecución de la Ley". 
141 

Como corolario, podemos afirmar relativamente, que el Mi­

nisterio Público tiene una finalidad política, mediante la cual 

el Poder Ejecutivo, del que depende, actúa como contrapeso del 

Poder Judicial y, por otra parte, la función persecutoria de 

los delitos (que primordialmente interesa al tema de éste tra­

bajo), la realiza a través de los actos de naturaleza adminis-

(4). SIRACUSA, citado por CASTRO V., Juventino.- "El Ministe­
rio Público en México". Tercera Edición Editorial Porrú­
a, S.A. México, 1976, Pag. 39. 
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trativa, tanto formal como materialmente; formalmente porque es 

un órgano subordinado del Poder Ejecutivo, y materialmente, 

porque la investigación y persecuci~n de los delitos, incluyen­

do el ejercicio de la acción penal es diferente de la función 

que el juez ejecuta. Lo anterior tiene vigencia para todas las 

demás funciones inherentes del propio Ministerio Público. 

Llegamos así a la conclusión de que, de acuerdo a su natu­

raleza jurídica, el Ministerio Público es un órgano administra­

tivo tanto en lo formal como en lo material, dependiente del 

Poder Ejecutivo. 
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b.- FRANCIA 

Interesa el estudio del Ministerio Público en Francia por 

ser el país en donde nació esta Institución siendo una de las 

mejores creaciones del genio francés y muy especialmente por el 

influjo determinante que ejercitó la legislación y la doctrina 

francesa en la institución en el continente europeo, habiendo 

sus características constituído un tipo de procedimiento pre­

ventivo contra puesto al sistema inglés y americano. 

En el año de 1302 ( 5 ) se instituyeron las atribuciones del 

antiguo Procurador y abogado del rey como una magistratura en­

cargada de los negocios judiciales de la corona, en virtud de 

que con anterioridad, únicamente actuaba en forma particular en 

lo Qonc~rni~nte a los negocios del monarca. "El período de la 

acusación estatal tiene su origen en las transformaciones del 

orden político y social introducidas en Francia al triunfo de 

la revolución de 1793 y se funda en una nueva concepción jurí­

dico-filosófica; las leyes expedidas por la Asamblea Constitu­

yente sin duda alguna el antecedente directo del Ministerio Pú­

blico". ( 6 ) 

Nos sigue diciendo el autor citado con anterioridad que las 

funciones que se le asignaron al Ministerio Público en Francia, 

fueron las de requerimiento y de acción. Al principio el Mi­

nisterio Público francés estaba dividido en dos secciones: una 

para los negocios civiles y otra para los negocios penales, que 

correspondían según las disposiciones de la Asamblea Constitu­

yente, al comisario del gobierno o al acusador público. 

(5). 

(6). 

CASTRO v., Juventino.­
co". Tercera Edición. 
1980. 

"El 
Pág. 

Ministerio Público en Méxi-
5 Editorial Porrúa, México 

GONZALEZ BUSTAMANTE, 
Procesal Mexicano". 

Juan José. -
Editorial 

"Principios de 
Porrúa, S.A. 

Derecho 
México. 
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Se dice que la instituci6n del Ministerio Público naci6 en 

la época de la Monarquía y t6mese como punto de partida de la 

moderna instituci6n, la célebre oLctenanza de Luis XIV de 

1670. ( 7 ) El Ministerio Público Francés, tenía a su cargo: 

la acci6n penal, perseguir en nombre del Estado, ante la juris­

dicci6n penal, a los responsables de un delito; intervenir en 

el período de ejecuci6n de sentencia y representar a los inca­

pacitados, a los hijos naturales y a los ausentes como se puede 

observar, existe similitud de tunciones entre el Ministerio Pú­

blico Francés y el actual en nuestro país; pero no pas6 direc­

tamente de ~rancia a México, sino que tuvo un camino largo y 

sinuoso nuestra Instituci6n del Ministerio Público, tal como la 

conocemos ahora. 

(7). CASTRO V., Juventino.- Op. cit., Página 5. 
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c.- ESPAÑA. 

El licenciado Guillermo Colín Sánchez, afirma que "Los li­

neamientos generales del Ministerio Público Francés, fueron to­

mados por el Derecho Espafiol moderno, el cual ya desde la época 

del "Fuero Juzgo", había establecido una magistratura especial 

con facultades para actuar ante los tribunales cuando no hu~ie­

ra un interesado que acusara al delincuente, pero éste funcio­

nario era más bien un mandatario particular del rey, er: cuya 

actuaci6n representaba al monarca". 
(8) 

En la novísima recopilación, Libro V, título 

reglamentaron las funciones del Ministerio Fiscal. 

reinado de Felipe II, se establecen dos fiscales: 

XVII( 9 ) 

Durante 

se 

el 

uno para ac-

tuar en los juicios civiles y otro para los criminales. Los 

fiscales se encargaban de perseguir a quienes cometían infrac­

ciones relacionadas con el pago de la contribución fiscal, mul-

ta o toda pena de confiscación: posteriormente el procurador 

fiscal formó parte de la "real Audiencia", interviniendo a fa­

vor de las causas públicas y en aquellos negocios en que tuvie­

ra interés la corona, protegia a los indicios, tanto en materia 

civil como en criminal. Otro Fiscal actuaba así misrr;o defen-

diendo la jurisdicci6n y el patrimonio de la Hacienda Real y 

también integraba el Tribunal de la inquisici6n. 

(8). COLIN SANCHEZ, Guillermo.- "Derecho Mexicano de Procedi­
mientos Penales". Tomo I, Editorial Porrúa, S.A. México 
1977. Pag. 98. 

(9). AYARAUGARAY, Carlos A.- "El Ministerio Público". Edito­
rial J. Latovamex, Cía. Editoris Librería Nacional. Pág. 
270. Buenos Aires, 1928. 
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d. - EVOLUCION HISTORICA DE LA INS'rITUCION DEL MINISTERIO PUBLI­

CO EN MEXICO. 

En México tenemos antecedentes del Ministerio Público, con­

siderando que entre los aztecas también estaba presente el de­

lito y se castigaba a los delincuentes con penas bastante seve­

ras; el "Tlatoani" fué un funcionario de gran relevancia en el 

Derecho Azteca; representaba a la divinidad y gozaba de la li­

bertad para disponer de la vida humana a su arbitrio. (lO) 

Entre sus facultades destaca la importancia de acusar y 

perseguir a los delincuentes, que generalmente delegaba a jue­

ces, quien auxiliado por alguaciles y otros funcionarios se en­

cargaba de perseguir y aprehender a los delincuntes. 

eon la colonización, la organización de los azteea-s desapa­

reció, lo que trajo consigo la desorganización, ya que interve­

nían en la persecución de los delitos todo tipo de autoridades, 

invadiendo jurisdicciones, lo cual fué un verdadero caos. 

Las leyes de indias quisieron remediar ese estado de cosas 

que establecía la obligación de respetar las normas jurídicas 

de los indios, su gobierno, policía, usos y costumbres, siempre 

y cuando no contraveniesen el derecho de los españoles. 

La persecusión del delito se encomendó a varias autoridades 

como el Virrey, los Gobernadores, las Capitanías Genera.les, los 

Corregidores y muchas otras autoridades; estas autoridades eran 

(10), COLIN SANCHEZ, Guillermo.- Op. cit., Página 97. 
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las que desempeñaban ese papel en la administración pública y 

eran designados o nombrados mediante influencias políticas, sin 

darle ingerencia a los indios. Fué tal la situación de los go­

bernadores en aquel entonces, que las autoridades expidieron 

una cédula real en la que se ordenaba que se hiciera una selec­

ción de indios para que ocuparan puestos de alguaciles, jueces, 

escribanos, ministros y en general los nombramientos que en ese 

entonces ocupaban los españoles y se especificaba que podían 

administrar la justicia de acuerdo con las costumbres y usos de 

su vida. Tod esto aconteció a mediados del siglo XVI. 

Los indios electos actuaban en las causas criminales a­

prehendiendo e investigando todo dentro de su jurisdicción, 

salvo los casos en los que se suponía la pena de muerte, pues 

esto, según la Cédula Real antes dicha, se les prohibía esa 

funci-ón, activid-ad que era exclusiva de las A1:1diencias y Gober­

nadores. 

En los inicios del siglo XVI, ya funcionaba el fiscal; per­

sona importada del Derecho Español, quien era el representante 

de la sociedad ofendida por los delitos; más tarde este elemen­

to formó parte de la Audiencia y era quien llevaba la voz acu­

satoria en los juicios; también actuaba otro fiscal en el ramo 

civil. 

En éste pasaje podemos observar la posibilidad de que estos 

fiscales (del ramo civil y del ramo penal), fueron tomados de 

Francia. 
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En esta época, los Oidores eran los que realizaban las ave­

riguaciones, desde el inicio del ilícito hasta la sentencia; 

con esto podemos afirmar que los Oidores como cuerpo como con­

junto, con el antecedente de la Policía Judicial actual. 

Del año de 1560 hasta el movimiento de Independencia, no 

tenemos datos de lo que aconteció en ese lapso, respecto a lo 

que estamos estudiando; pero creemos que todo siguió idéntico, 

pues si hubiera habido alguna modificación a lo establecido, la 

historia al respecto hubiera registrado esos hechos; tan es 

así, que la Constitución de 1814 reconoció la existencia de los 

fiscales, quienes eran designados por el Poder Legislativo, 

siendo propuestos por el Ejecutivo y duraban en su cargo cuatro 

años. 

Más adelante, diez años después en 1824, (ll) el fiscal 

formaba parte de la Suprema Corte de Justicia, así quedó esta­

blecido también en las Leyes Constitucionales de 1836 (l 2 ) y 

en las bases Orgánicas del 12 de octubre de 1843 solamente un 

dato aportaron, y fué que el fiscal sería inamovible. 

Más tarde, estando Santa Anna como jefe del ejecutivo, en 

el año de 1853, (l 3 ) se dispuso la creación de un Procurador 

General de la Nación con rango de Ministro de la Suprema Corte; 

esta creación fué con el fin de velar por los problemas que se 

sucitasen en la Hacienda del Estado, este personaje sería nom­

brado por el Presidente y podía ser removido por el mismo. 

Siendo este el antecedente del artículo 102 Constitucional ac­

tual, que establece similitud de conceptos. 

(11). CASTRO V., Juventino.- Op. Cit., Página 6. 
(12). Ibidem., Página 7. 
(13). Ibidem., Página 7 
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En el año de 1855, (l 4 ) siendo presidente Comonfort, los 

fiscales tienen ingerencia para actuar en los asuntos federales 

y dos años después, se les da la misma categoría que a los Mi­

nistros de la Suprema Corte. En este proyecto, se menciona al 

Ministerio Público, para que defendiera a la sociedad víctima 

de los delitos, pero no llegó a crearse por que se pensaba en 

ese tiempo, que ninguna autoridad podía substituir al ofendido 

para perseguir el delito, ya porque este derecho no podía pa­

sarse a ninguna otra persona, ya porque se pensaba también que 

al hacer esto (promover la instancia por el Ministerio Públi­

co), retardaría la acción de la justicia. 

En 1880 y 1894, (l 5 ) afies de la entrada en vigor de los 

Códigos de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, ya 

se concibió el Ministerio Público, quien tenía entre sus fun­

ciones, auxiliar a la administración de justicia; también la 

policía judicial está mencionada en esos Códigos, cuya función 

sería la investigación del delito y la función de pruebas. 

A comienzo de este siglo, en mayo; hubo una reforma consti­

tucional en la cual, en su artículo 91, se establecía que los 

funcionarios del Ministerio Público y el Procurador que ha de 

presidirlo, serían nombrados por el Ejecutivo. 

Con esta reforma constitucional de 1900, se dió a entender 

que el Ministerio Público todavía le hacía falta algo que no se 

veía, pero se sentía: un aditamento, una ley que lo organiza-

(14). CASTRO v., Juventino.- Op. cit., Página 7 
(15). Ibidem., Página 8. 
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ra, que le atribuyera funciones, que le diera naturaleza jurí­

dica y así, en el año de 1903, se expide la Ley Orgánica, que; 

inspirándose en la institución francesa, le otorga personalidad 

en el juicio, dándole el carácter de parte. 

Esta Ley de 1903 (l 6 ) constituyó un cambio tan brusco, que 

rompió con la realidad que se estaba gestando; el sistema in­

quisitorio siguió observándose y el Ministerio Público continuó 

en la rutina de organismo auxiliar de los órganos de Justicia. 

Y llegó el año clave del Ministerio Público, 1917; año en que 

quedó plasmada su naturaleza jurídica, como si fuera el año que 

terminara su período de prueba. Fué en 1916, con la exposición 

de motivos presentada por don Venustiano Carranza ante el con­

greso constituyente, en donde se estableció que: "Las leyes 

vigentes, tanto en el orden federal, como en el común, han a­

doptado la Institución del Ministerio Público, pero tal adop­

ción ha sido nominal porque la functón asignada a los represen­

tantes de aquel, tiene carácter meramente decorativo para la 

recta y pronta administración de justicia. Los jueces mexica­

nos han sido, durante el período corrido desde la consumación 

de la Independencia hasta hoy, iguales a los jueces de la época 

colonial: ellos son los encargados de averiguar los delitos y 

buscar las pruebas, a cuyo efecto siempre se han considerado 

autorizados a emprender verdaderos asaltos contra los reos, pa­

ra obligarlos a confesar, lo que sin lugar a duda desnaturaliza 

las funciones de la judicatura. La sociedad entera recuerda 

horrorizada los atentados cometidos por los jueces que, ansio­

sos de renombre, veían con positiva fricción que llegase a sus 

manos un proceso que les permitiera desplegar un sistema com­

pleto de opresión, en muchos casos contra la tranquilidad y el 

(16). CASTRO v., Juventino.- Op. cit., Página 8. 
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honor de la familia no respetando en sus inquisiciones ni las 

barreras mismas que terminantemente establecía la Ley. La mis­

ma organización del Ministerio Público, a la vez que evitará 

ese sistema procesal tan vicioso, restituyendo a los jueces to­

da la respetabilidad de la magistratura, dará al Ministerio P6-

blico toda la importancia que le corresponde dejando exclusiva­

mente a su cargo la presecución de los delitos, la busca de los 

elementos de convicción, que ya no se hará por procedimientos 

atentatatorios y reprobados y la aprehensiónde delincuen-

t II 

es. (17) 

(17). CASTRO V., Juventino.- Op. cit., Página 109. 
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a. - LA INSTITUCION DEL MINISTERIO PUBLICO EN EL DISTRITO FEDE­

RAL. 

Una alta misi6n tiene encomendada la Inscituci6n del Minis-

terio Público: Velar por el respeto a la legalidad; en otros 

términos, cuidar porque, en el juego de las acciones humanas, 

se acate siempre el orden jurídico establecido, tanto por go­

bernantes como por gobernados. 

Debido a ello, es secundaria la forma en que se han nombra­

do los funcionarios del Ministerio Público, así como su carác­

ter de inamovilidad o movilidad, pues a pesar de que en estos 

renglones existen diferencias, en el Derecho comparado, hay in­

negablemente coincidencia de fondo en lo referente a las fun­

ciones que la Institución debe desarrollar, a saber: 

a) Velar por los intereses del Estado¡ 

b) Ejercer la acción penal ante los tribunales, cuando 

juzque debido conforme a la ley; 

c) Desempeñar las funciones del Consejo Jurídico del Go­

bierno, y 

d) Vigilar, en general, por el respeto a la legalidad por 

parte de los funcionarios públicos, con la obligación 

de poner en movimiento los órganos jurisdiccionales 

para hacer que exijan las responsabilidades de orden 

civil o penal en que incurran en el ejercicio de un 

cargo oficial. 

Si el Ministerio Público es el defensor de las normas lega­

les sobre las cuales la sociedad tiene inmediato interés en su 
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observancia; si su actitud se encamina a acusar siempre que e­

xista un interés social lesionado, es decir cuando sea vulnera­

do un precepto legal afectándose a la sociedad, debe decirse 

sin "hip~rbole" que el Ministerio P6blico, es el representante 

genuino de la sociedad y del orden jurídico que la regula, de 

aquí que haya sido abolida la venganza privada y que la exclu­

sividad del Ministerio P6blico para desempeñar la acción perse­

cutoria de los delitos, ejercitando acción penal cuando legal­

mente proceda, tenga justificación social y jurídica. 

El órgano que ocupa nuestra atención, como representante 

social, desarrolla en materia criminal dos funciones específi­

cas: La persecución de los delitos, que se _bifurca en una ac­

tividad investigadora y en el ejercicio de la acción penal, y 

1ª g~ pªrte en el proceso. 

Para realizar la primera de las funciones mencionadas, el 

Ministerio P6blico tiene bajo su mando inmediato a la Policía 

Judicial, (l8} y toda la obra que ejecuta en la investigación 

de actos reputados como delictuosos, hasta lograr comprobar el 

cuerpo del delito y la presunta responsabilidad del sujeto ac­

tivo, constituye la averiguación previa, que culmina con el e­

jercicio de la acción penal, poniendo en movimiento al órgano 

jurisdiccional. 

"HIPERBOLE".- Figura que consiste en 
excesivamente la verdad 
habla. 

(18). Artículo 21 Constitucional. 

aumentar 
de aquello 

o disminuir 
de que se 
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En el período de averiguación previa, el Ministerio Público 

se encarga de recibir las denuncias y querellas, practica in­

vestigaciones para la consecución de pruebas de la existencia 

de los elementos materiales de los delitos y de la responsabi­

lidad de los particulares, para que en caso de ser procedente, 

ejercite la acción penal. 
119

) 

Corno ya lo indicamos, para el desempeño de esta tarea el 

Ministerio Público tiene bajo su autoridad a la Policía Judi­

cial, y a todos los funcionarios y empleados que intervienen 

corno auxiliares en la indagación de los hechos delictuosos, a­

portando conocimientos técnicos y científicos en las especiali­

dades que el caso requiera. 

Por otra parte, el ejercicio de la acción pe11al, del cu_al 

es titular único el Ministerio Público, reviste un terna de ma­

yúscula importancia desde el punto de vista social y jurídico, 

pues avanzados tratadistas han advertido una inquietante dislo­

cación entre el espíritu de la ley, su positividad, y la situa­

ción real que escapa de su regulación, o más bien dicho, que o­

rigina la propia ley, al dar la exclusividad de ese ejercicio 

al Órgano que nos ocupa. 

Basten para confirmar esta observación, los conceptos ver­

tidos por eminentes juristas que han abordado este punto. 

Por su parte Ortolán indica que "la exclusividad de la ac­

ción penal otorgada a esta Magistratura trae consigo el peligro 

de arbitrariedades irremediables ... Lo más grave es que confor-

(19). CASTRO v., Juventino.- Op. cit., Página 10. 



• 26 • 

me a nuestros sistemas esa arbitrariedad no tiene remedio algu­

no. Se ha creado dueño el Ministerio Público y sobre todo due­

ño exclusivo, de la acción penal. Si el agente respectivo no 

acusa al final de la instrucción o si desde un principio no da 

curso a la denuncia de los ofendidos, cuando mucho revisará esa 

negativa (y eso no siempre) el Procurador de Justicia; pero una 

vez confirmada por éste, no queda absolutamente ningún recur­

so. El ofendido no puede lograr ya a este respecto ninguna a­

veriguación ni persecución penal y tendrá que limitarse a lo 

sumo, a ejercitar su derecho de indemnización sin grandes posi­

bilidades ni apoyo alguno. Ahora bien: pretende reducir a la 

parte ofendida únicamente a la acción de indemnización del per­

juicio reducido; considerarla como extraña e incompetente en 

cuanto a la demanda de castigo, y cerrarle la puerta con res­

p~cto a ese particular, no es conforme, ni a la realidad de los 

hechos ni a la naturaleza del corazón humano, ni a la justa me-

dida de los derechos. Más que individualmente otro, tiene un 

interés legítimo en ver que el castigo alcanza al que contra 

ella ha cometido un delito; independientemente del resarcimien­

to del perjuicio, y rechazando todo idea de venganza privada, 

hay una satisfacción de moral y de justicia que es la debida, y 

que por consiguiente debe tener el derecho de reclamar. Otro 

tanto diríamos con respecto a aquellos que, constituyendo vio­

laciones de derecho público tiene por naturaleza un carácter 

suficiente para dar origen a lo que los romanos llamaban una 

acción o una acusación populares. En esa especie de delitos, 

el interés individual que cada ciudadano tiene en la represión; 

hasta para darle el derecho de pedirla. Es una garantía seria 

de las investigaciones de la participación activa en caso de 

necesidad, de los ciudadanos". ( 2 0) 

(20). ORTOLAN.- "Tratado de Derecho Penal", Tomo II. Págs. 80 
y 81 citado por ACERO, Julio.- "Procedimiento Penal". 
Sexta Edición. Editorial José M. Cajica Jr., s.s. Pue­
bla, Pue. México 1968. Pág. 37. 



• 27 • 

En el mismo sentido el maestro González Bustamante conside­

ra "que es inadmisible que se confíe el 6rgano que promueve la 

acci6n penal decidir libremente si la ejercita o si se desiste 

de ella, cuando lo estime conveniente". ( 2l) Por su parte Zu­

barán Campany afirma que en México existe un "Ministerio Públi­

co deformado, omnipotente, monstruoso, que se pretende que esté 

fuera y por encima de la Ley; un Ministerio Público que desna­

turaliza el principio; 'donde no hay acusador no hay juez' con 

la arrogancia de que el acusador será siempre él y cuando quie­

ra hacerlo". ( 22 ) Machorro Narvaez entiende que si a través 

del artículo 21 Constitucional se busc6 garantizar imparciali­

dad en favor del inculpado, no es posible investir al Ministe­

rio Público de facultades omnipotentes en la investigación den­

tro de la averiguaci6n previa ya que se desplazaría solamente 

al problema del juez abusador, al Ministerio Público abusa-

(23) 

Los criterios expuestos dejan ver la necesidad imperiosa de 

establecer un control legal sobre la actividad del Ministerio 

Público, que vaya más allá de la simple responsabilidad oficial 

contra la omisi6n del ejercicio de la acci6n penal, cuando di­

cha misi6n sea evidentemente injusta y contraria a la realidad 

de los hechos. 

(21). ACERO , Julio.- Op. cit., Pág. 39. 
(22). Ibidem.- Pág. 40. 
(23). Ibidem.- Pág. 43. 



• 28 • 

Otros autores van más allá en esta cuesti6n y sostienen que 

de acuerdo al orden jurídico establecido actualmente, es proce­

dente el control Constitucional de la actividad del 6rgano en 

estudio, mediante el juicio de amparo. 

De esta tendencia es Mateos Escobedo, quien nos dice: "Si 

la negligencia o voluntaria abstenci6n del Ministerio Público 

frente a un hecho delictuoso, causa perjuicio en los intereses 

patrimoniales del ofendido, y esa abstenci6n es susceptible de 

considerarse indebida, con perd6n del criterio vigente en la 

Primera Sala se debe creer que sí da materia a una controvercia 

Constitucional, independientemente de que también la proporcio­

ne para instaurar un juicio de responsabilidad que mire a la 

autoridad omisa y no a los derechos del damnificado. Y es que 

la abstenci6n produce dos violaciones, la del derecho social de 

c-a-stiga-r , •-que -d a--mater-i-a -a- un- -ju-i-c-i-o-d e -r-espo ns ab-i-1--id a a '--,- -Y- -1-a­

d el derecho que el ofendido tiene a la reparaci6n del daño, 

violaci6n ésta que debe ser materia de un control jurisdiccio­

nal de índole constitucional". 
1241 

Según el referido artículo 21 de la Ley Fundamental "la 

persecuci6n de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la 

policía judicial", de donde se observa una lamentable deficien­

cia en la semántica de este precepto, pues hace alusión a la 

acci6n persecutoria como un todo y de la cual forma tan solo 

parte de la acci6n penal. 

(24). ESCOBEDO, MATEOS.- citado por CASTRO v., Juventino en 
Op. cit. Págs. 48 y 49. 
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Sin embargo, estimamos que debe entenderse que la policía 

judicial interviene propiamente en la investigación de los he­

chos punibles, aportando los elementos de convicción que sirvan 

al Ministerio Público, del cual es mero auxiliar, para que éste 

ejecute todos y cada uno de los actos que la atribución perse­

cutoria le requiera en cada caso, incluyendo desde luego el e­

jercicio de la acción penal, cuando proceda, con lo que pudiera 

haber concordancia con el criterio sustentado por la Primera 

Magistratura, respecto a la decantada exclusividad. 

Por otra parte, cabe advertir que el término incumbencia no 

significa exclusividad, sino que entraña competencia obligato­

ria para el Ministerio Público en la persecución de los deli­

tos, de tal forma que siempre que se presente un hecho delic­

tuoso debe intervenir buscando la satisfacción de la pretensión 

-de -j-u-st--i-c-i-a- -pen-a-1-que-- en -i-n-t-e-r-és- -de--1-a- -soci-ed-ad- co-r-r-esponde -a-1 

Estado, encontrándonos por lo tanto ante una atribución obliga­

toria. 

No obstante, es evidente que todo hecho precisa de un aná­

lisis de sus elementos para ser conceptuado delictuoso, consis­

tiendo en ello la tarea investigadora del Mi nis ter io Público, 

incluyendo la apriorística presunta responsabilidad del autor, 

que en su oportunidad podrá convertirse en responsabilidad ple­

na. 

La comprobación de estos elementos da lugar a la acción pe­

nal, cuyo contenido funda y motiva la actividad del órgano ju­

risdiccional, según lo norma el artículo 16 Constitucional. 
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Vemos así que, por un lado, el articule 21 de la Carta Mag­

na comprende una obligaci6n vinculada y, por otra parte, el ar­

tículo 16 del mismo ordenamiento fija las condiciones sobre las 

que el Ministerio Público debe realizar su actividad persecuto­

ria; es decir, que en cuanto exista delito nace para el Minis­

terio Público la obligaci6n de perseguirlo, debiendo primera­

mente comprobar la existencia de sus elementos materiales y la 

presunta responsabilidad del inculpado, como requisitos inelu·· 

dibles para el ejercico de la acci6n penal, mediante la cual 

pondrá en movimiento al 6rgano jurisdiccional, pretendiendo se 

llegue al ideal de la justicia penal, ya sea durante el proceso 

o a su término, a través de la sentencia. 

De conformidad con lo asentado, considerarnos que genérica­

rnente~tanto _ la persecuc!6n de los delit6s_como atribuciones o­

bligatorias, regladas o vinculadas, desde el punto de vista del 

derécho administrativo, con la salvedad de que en sentido es­

tricto, el ejercicio de la acci6n penal será obligatoria desde 

el momento en que reuna las condiciones establecidas por el ar­

tículo 16 Constitucional. 

Con ello se requiere expresar que cuando un hecho presumi­

blemente delictuoso llegue al conocimiento del Ministerio Pú­

blico, éste, en cumplimiento de la atribuci6n persecutoria, de­

be realizar un análisis jurídico que lo conduzca a deslindar si 

se encuentran reunidas las condiciones consagradas en el citado 

artículo 16 Constitucional para, en acatamiento de esa misma o­

bligaci6n, ejercitar la acci6n penal o, en caso contrario, abs­

tenerse de ello. 



Es aquí donde se concentra el conflicto jurídico social de 

que versamos, pues está visto que la exclusividad de la perse­

cución de los delitos que hasta el alto nivel jurisprudenciaJ. 

se le ha conferido al Ministerio Público, origina en ocasiones 

un abuso de esa atribución, cuando el órgano hace un estudio 

tendencioso de los hechos que se le exponen, afectando una evo-

1,1ción de los elementos mencionados, contraria a la realidad y 

notoriamente injusta, absteni~ndose de ejercitar la acción pe­

nal aunque legalmente proceda, hallándonos entonces en presen­

cia de un acto arbitrario. 

Ante esta situación examinaremos ahora las consecuencias 

jurídicas que produce ese acto arbitrario que represente una 

transgresión al mandamiento constitucional consagratorio de la 

-ae-t i-v-id.ad- -per-secH-tor-i-a -de 1-os--de-l-i-t-os. 

Ahora bien, hemos de observar que la Suprema Corte de Jus­

ticia sostiene el criterio de que el Ministerio Público es au­

toridad durante la Averiguación Previa y parte en el proceso, 

desdé que ejercita la acción penal. Aduce que los actos proce­

sales del Ministerio Público no son de autoridad, porque no 

producen, por sí mismos, una situación de derecho, al no estar 

previstos de imperio, sino que su eficacia jurídica depende de 

la resolución judicial, obsequiando o desechando su petición. 

Empero, admite que el Órgano en estudio puede recuperar su ca­

rácter de autoridad, al formular conclusiones inacusatorias y 

desistirse de la acción penal, pues son funciones de imperio. 

Sin profundizar en este punto, consideramos que en sentido 

amplio, el Ministerio Público es autoridad y parte al mismo 
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tiempo durante el proceso penal; es autoridad porque en razón 

de su atribución persecutoria de los delitos representa los in­

tereses de la sociedad y del Estado, siendo titular de la pre­

tensión punitiva o de justicia penal, y es parte, porque sus 

actos están supeditados a la decisión del Órgano jurisdiccio­

nal, excepción hecha del desistimiento de la acción penal o la 

formulación de conclusiones inacusatorias, que producen, que el 

juzgador no pueda rebasar los límites de la acusación. 

Consecuentemente, y en obvio de repeticiones, habremos de 

establecer que los razonamientos expuestos en relación al no e­

jercico de la acción penal, cuando la abstención es indebida, 

son aplicables al desistimiento de esa acción y a la formula­

ción de conclusiones inacusatorias. 

Pasaremos ahora a examinar la función que desarrolla el Mi­

nisterio Público dentro del proceso penal. Primordialmente es 

el órgano oficial de acusación, que debe por lo tanto aportar 

todas las pruebas que sean necesarias para que la presunta res­

ponsabilidad del inculpado se convierta en responsabilidad ple­

na o, eventualmente, se declare la inocencia del procesado, 

Empero, sucede con frecuencia que el Ministerio Público a­

bandona temerariamente esta función y el Órgano· judicial lo 

sustituye fortuitamente, practicando las diligencias que estime 

pertinentes para normar su criterio y dictar su resolución, con 

la cual invade de hecho la esfera de competencia del Ministerio 

Público, lo que constituye una reminiscencia del sistema inqui­

sitorial, formal y legalmente erradicado. 
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Otras de las atribuciones del 6rgano aquí estudiado son el 

poder desistirse de la acci6n penal, formular conclusiones acu­

satorias o inacusatorias y exigir la reparaci6n del daño, tema 

éste que ya fué tratado con antelaci6n. Empero, debernos de de­

jar bien claro, que de ninguna manera tratamos de impugnar las 

prerrogativas del Representante Social, que como parte en el 

proceso puede desistirse de la acci6n penal y debe formular 

conclusiones, pudiendo ser éstas acusatorias o inacusatorias, 

sino que propugnamos porque la legalidad plasmada en nuestra 

Carta Magna sea irrestrictarnente cumplida, deslindándose las 

esferas de competencia de cada 6rgano estatal. 
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b.- ORGANIZACION, ESTRUCTURA Y FUNCIONAMIENTO DE LA PROCURADU­

RIA GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, (1977). 

Advertencia pertinente para la claridad de la exposición de 

éste tema, la constituye la diferencia conceptual que encontra­

mos entre lo que es la Procuraduría General de Justicia y el 

Ministerio Público, acepciones que son comunmente utilizadas 

para denotar una sola institución, por más que resulte extrema­

damente difícil deslindar su semántica. 

En nuestro criterio la Procuraduría es una entidad adminis­

trativa que comprende a la Institución misma del Ministerio Pú­

blico, pero que además incluye a los organ-ismos auxiliares de 

éste para la realización de sus funciones. 

La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 

durante el año de mil novecientos setenta y siete, operó una 

reestructuración orgánica y funcional en todas y cada una de 

las unidades administrativas que la integran, con el fin de en­

tregar a la comunidad el servicio que las leyes ponen a su car­

go. 

Con el acuerdo del señor Licenciado José LÓpez Portillo, 

Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y la dirección del 

señor Licenciado Agustín Alanís Fuentes, Procurador General de 

Justicia del Distrito Federal, se crearon como nuevas unidades 

administrativas, la Oficialía Mayor, la Visitaduría General y 

las Direcciones Generales de Participación Ciudadana y de Orga­

nización y Métodos. 
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Establecida la nueva realiad de la Institución en cuanto a 

sus objetivos, estructura y funciones, el señor Presidente de 

la República presentó una iniciativa de Nueva Ley Orgánica de 

la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, ante 

el Congreso de la Unión, la que mediante el proceso legislativo 

que establece la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, se incorporó como Nueva Ley, al Sistema Jurídico Na-

c:i onal, al publicarse en el Diario Oficial el día quince de di-

ciembre de mil novecientos setenta y siete y entrar en vigor al 

día siguiente. 

La Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal, establece las siguientes atribuciones para 

las unidades administrativas que la forman. 

PROCURADOR GENERAL: 

El titular de la Institución tiene a su cargo el nivel je­

rárquico más alto y en consecuencia la orientación Política y 

la dirección de todas las tareas que corresponden a ésta Depen-

dencia del Gobierno Federal. Recogiendo la postura de la admi-

nistración pública actual en función de la Nueva Filosofía del 

Ministerio Público, al Procurador General se atribuye expresa­

mente en la Ley Orgánica, promover las acciones pertinentes pa­

ra una eficaz procuración de la Justicia en los términos que 

establecen las leyes. 



• 36 • 

SUBPROCURADORES: 

Por delegación discrecional del Procurador General de Jus­

ticia del Distrito Federal, a los subprocuradores corresponde 

la supervisión y control de las actividades técnicas de las di­

versas dependencia que integran la Institución, conforme a una 

división racional del Trabajo congruente con las necesidades de 

servicio a la comunidad. En esa tarea les corresponde resolver 

en caso de no ejercicio de la acción Penal, desistimiento de la 

misma, cambio de la clasificación del delito en las conclusio­

nes acusatorias o en las contrarias a las constancias procesa­

les, y en los demás negocios que acuerde el Procurador. 

G F-I-G-I A-L- MA-YGR-:-

Dentro del marco de reestructuración administrativa de 1.a 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, la Ofi­

cialía Mayor se instituye para atender las necesidades adminis­

trativas de las unidades que integran la Procuraduría y el me­

joramiento de las condiciones económicas, sociales, culturales 

y dentro del personal de la Institución, así como para estable­

cer comunicación con personas ajenas a la Institución. 

VISITADURIA GENERAL: 

La Visitaduría General practica técnica, jurídica y admi­

nistrativamente, visitas a las Mesas y a las Agencia del Minis­

terio P6blico en el Distrito Federal y en las Islas Marías así 
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como en las Agencias del Ministerio Público adscritas a los 

Juzgados y Salas del Tribunal Superior, para que los Visitado­

res en ausencia de quien debe resolver, asuman la intervención 

que les corresponde en su calidad de Agentes del Ministerio Pú­

blico Auxiliares del Procurador; y para que el titular de la 

Institución pueda conocer en forma objetiva las deficiencias en 

la averiguación previa y en los procesos penales, civiles y fa­

miliares, así como las carencias de orden administrativo para 

mejorar los recursos humanos y materiales y hacer realidad la 

procuración de la justicia, Nueva Filosofía del Ministerio Pú­

blico. 

DIRECCION GENERAL DE AGENTES DEL MINISTERIO PUBLICO AUXILIARES 

DEL PRO_CURADORL 

La importancia de las labores que tienen asignadces los A­

gentes del Ministerio Público Auxiliares del Procurador, hace 

necesario 

razón por 

que 

la 

se integren de 

cual la vigente 

manera apropiada y 

Ley Orgánica de la 

sistemática, 

Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal instituye la Dirección 

General de Agentes del Ministerio Público Auxiliares del Procu-

rador. Actualmente los funcionarios de esta unidad administra-

tiva desempeñan mayor número de atribuciones conforme a la Ley 

ya mencionada. 
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DIRECCION GENERAL DE AVERIGUACIONES PREVIAS; 

La Dirección General de Averiguaciones Previas, poniendo en 

ejecución la política de humanización en la aplicación del de­

recho, que orienta permanentemente al Titular de la Institu­

ción, tiene encomendada la integración de las averiguaciones 

previas en el Distrito Federal y en su caso el ejercicio de la 

acción penal ante los órganos jurisdiccionales competentes. 

DIRECCION GENERAL DE CONTROL DE PROCESOS: 

A fin de cumplir con los objetivos de procurar justicia o­

portuna y eficaz conforme a las disposiciones administrativas 

emitidas por el Procurador General de Justicia del Distrito Fe-
-~----~ --- ---------------- - -~ ~- -~-~ 

deral, la Dirección General de Control de Procesos tiene como 

tarea intervenir en los procesos penales para cuidar la adecua­

da aplicación de la ley; así mismo en los negocios de los Ramos 

Civil y Familiar, poniendo especial atención a la protección de 

los incapaces, trámite y resolución de cuestiones civiles y fa­

miliares. 

DIRECCION JURIDICA CONSULTIVA: 

La atención de consultas internas a la Institución no enco­

mendadas a otra Dependencia, el estudio de los problemas sobre 

legislación, reglamentación y elaboración de las disposiciones 

administrativas que acuerda el Procurador General, la atención 

de los juicios de amparo promovido contra las autoridades de la 



• 39 • 

Procuraduría y la representación del Procurador General y de o­

tros funcionarios en juicios que se promueven en su contra y la 

recepción de las manifestaciones de bienes, son las tareas que 

la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Dis­

trito Federal atribuye a la Dirección General Jurídica Consul­

tiva. 

DIRECCION GENERAL DE LA POLICIA JUDICIAL: 

La Dirección General de la Policía Judicial consti tuve el 

primer apoyo que la Constitución Política de los Estaa~s Unidos 

M,~xicanos est.ctb1ec1~ para el Ministerio Público. Co11~ccuente-

mente la Policía Judicial del Distrito Federal, se orienta en 

la misma linea de acciones que el Ministerio P~blico colaboran-

do con una auténtica procuración de justicia para el mejor ser­

vicio de la comunidad. 

DIRECCION GENERAL DE SERVICIOS PERICIALES: 

La Dirección General de Servicios Periciales tiene a su 

cargo, la aplicación de los conocimientos, métodos y técnicas 

de investigación de las ciencias naturales en P' examen del ma­

terial sensible significativo relacionado con un probable hecho 

delictuoso, con el fin de determinar su existencia o reconstru­

írlo, o señalar y precisar la intervención de uno o varios su-

jetos en el mismo. También tiene como función genérica identi-

ficar dactiloscópica, nominal y fotográficamente, mediante re­

trato hablado y forma de proceder, a toda persona presunta res­

ponsable de un delito contra quien se ejercite acción penal. 
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Con objeto c1c asegu r aI le:. ca~. irJati técn 1ca de los d ic támenef; 

periciales emitidos con relación al tránsito de vehículos y~-

gilizar el trámite de las averiguaciones pre9ias corresp0ndien­

tes, el Titular de la Dependencia emitió con fecha 26 de octu­

bre de 1977, el l>.cuerdo que crea 1a Unidad Central de Supervi·· 

sión Técnica de Dictámenes Periciales en materia de ,Tránsito 

Terrestre de vehículos, encargada de aprobar y estudiar y apro­

bar en su caso, la opinión de los peritos de la especialidad. 

Dicha unidad quedó establecida bajo las órdenes directas del 

Titular de la Institución y bajo la supervisión del Director 

General de Servicios Periciales. 

DIRECCION GENERAL DE SERVICIOS SOCIALES: 

La Dirección General de Servicios Sociales, tiene como fi­

nalidad, que la Institución preste en forma Óptima los servi­

cios con que cuenta y que debe a la población del Distrito Fe­

deral, en materia de orientación, asistencia y canalización de 

perso~as que así lo requieren; atención de niños, adolescentes 

y adultos con problemas de conducta y promoción en todas las 

esferas, de bienestar emocional de la comunidad; así como ins­

truir a las personas que necesitan consejo jurídico y carecen 

de recursos económicos. 

DIRECCION GENERAL DE PARTICIPACION CIUDADANA: 

El ejercicio de la función pública tiene por destinatario 

al Pueblo de México, en consecuencia es indispensable obtener 
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su permanente participación para establecer adecuados mecanis­

mos de control, que permitan la correcta dimensión d1= los a­

ciertos y deficiencias de la Procuraduría General de L;usticia 

del Distrito Federal. Esa forma nueva de estructurar las obli-

gaciones de quienes tienen a su cargo el sector "1-,. puoi.1co, cons-

tituye la esencia de la participación ciudadana en las tareas 

de Procuración de Justicia, - ' ª-'- través de Visitadores Volunta-

rios Honorarios, Servicio Social de Pasantes y Peritos Volunta­

rios Honorarios. 

DIRECCION GENERAL DE RELACIONES PUBLICAS Y DIFUSION: 

Importante función de los órganos de la Administración Pú­

blica Federal, es la de informar a los gobernados de las acti-
---- ------------~-

vidades que realizan en cumplimiento a sus atribuciones. En a­

tención a la obligación de informar y al derecho de la colecti­

vidad a ser informada, la Ley Orgánica de la Procuraduría Gene­

ral de Justicia del Distrito Federal en vigor, fortalece los 

recursos de la Dirección General de Relaciones Públicas y Difu­

sión, para difundir adecuadamente la imagen de la Institución. 

DIRECCION GENERAL DE ADMINISTRACION: 

La Dirección General de Administración, se encuentra incor­

porada a la transformación que opera en la Procuraduría General 

de Justicia del Distrito Federal, con el fin de mejorar el ser­

vicio de esta Dependencia de la Administración Pública Federal 

debe a la sociedad, por lo que se ha incrementado y hechó más 
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ági:.es los servicios en maThGr ia df~ rc.~curs(Jt: i1umanos financie··· 

ros y materiales. 

DIRECCION GENERAL DE ORGANIZACION Y METODOS: 

La Dirección General de Organización y Métodos se debe a la 

necesidad de la Institución, de contar con un órgano que insti­

tuya sistemas y procedimientos tendientes al mejoramiento de 

las funciones de la Procuraduría, desarrollo de mecanismos de 

información y asesoramiento de las unidades que la integran, 

para la aplicación de técnicas administrativas, manejo adecuado 

de programas, proposición de manuales, instructivos y demás do­

cumentos necesarios para la orientación del personal, estudio y 

proposición~ programas de trabajo y análisis per~anente de la 

estructura y funcionalidad institucional y desarrollo de los 

controles apropiados que permitan conocer las fases en que se 

encuentran las actividades que se efectuan. 

DIRECCION GENERAL DEL INSTITUTO DE FORMACION PROFESIONAL: 

La Dirección General del Instituto de Formación Profesional 

en la Nueva Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal, recibe la dimensión que le corresponde, 

pues sus actividades se proyectan al personal de la Procuradu­

ría y a los familiares de éste, para conseguir que la formación 

profesional sea mediante los sistemas más adecuados a las nece­

sidades de capacitación y educación. 



Formación Profesional de instalaciones adecuadas a las necesi­

dades de servicio. 



_,_ .. 

wtSTERlO fUlUCO .!U/llOICA 
.UJX.OELP~COll5U..'TM. 

PROCURADURIA GENERAL 

DIRECCIOli 

Gl!N!R,UDE 

MR"au.i.c~ 
fñEVIAS 

SUEffiOClJRADURIA 
PRIMERA 

DE ,JUSTICIA DEL DISTRITO 

PROCURADOR 
G ENFRAL 

,. ________ --- ..., 
I COWS!ilH !HTERIUI. Df: 

:-----::AOMINISTRACION _; 

L ___ {-~~~T;ºs~~:L- - --] 

SUBMOCURAOORIA 
SEGUNDA 

FEDERAL ORGANIGRAMA 1 978. 

OFICIALIA 
MAYOR 

INSTITUTO 
O!!" ,001.1.1.c1cn 



• 44 • 

e. - ANALISIS DE LOS PRINCIPALES ACUERDOS Y CIRCULARES IMPLANTA­

DOS A PARTIR DE 1977. 

Dentro de la Filosofía del Ministerio Público en la procu­

ración de justicia los Acuerdos y Circulares que han sido dic­

tados por el titular de la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal, han sido la clave para lograr un verdadero 

cambio dentro de dicha Institución. 

Primeramente debemos de diferenciar lo que es un Acuerdo y 

una Circular. Un Acuerdo es un acto administrativo externo de 

la Institución mediante el cual se presta un servicio y se tie-

ne relación con los particulares. Una Circular es un acto ad-

ministrativo interno del titular, que ilustra y obliga a los 

____ .inLe~cioLes~en la inte:qLretación y~¡::ilicación de la Ley, sin q~u_e __ _ 

ésta sea modificada, así como tampoco se lesionen derechos de 

terceros. 

Una vez hecha esta breve explicación, pasaremos ahora a co­

nocer los principales acuerdos y circulares dictados por el 

Procurador General de Justicia del Distrito Federal, Licenciado 

Agustín Alanís Fuentes en la Ley Orgánica de Acuerdos y Circu­

lares editada por dicha Institución, los cuales han sido un a­

cierto para la ciudadanía en general y muy especialmente para 

personas que se encuentren involucradas de cualquier manera en 

una Averiguación Previa. 

Dentro de la Ley Orgánica de Acuerdos y Circulares encon­

tramos como una de las principales circulares la C/3/75 la cual 

fue dictada el lo. de marzo de 1975 por el Licenciado Horacio 
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Castellanos Cautiño, Procurador General de Justicia del Distri­

to y Territorios Federales, la cual hace mención a la forma en 

como se pueden expedir copias certificadas de las actuaciones 

del Ministerio PÓblico. 

Posteriormente el 15 de junio de 1976, fue dictado por el 

Licenciado Fernando Narvaez Angulo, Procurador General de Jus­

ticia del Distrito Federal, en esa época, el Acuerdo A/4/76, el 

cual hace referencia a la fijación de garantías para que el 

presunto responsble pueda gozar de libertad, siempre y cuando 

el delito que se haya cometido sea imprudencial y cometido con 

motivo de tránsito de vehículos. Motivo por el cual con apoyo 

en esa disposición se fijaron las causiones que, mediante bi­

llete de depósito de Nacional Financiera, S.A., y segón el de­

lito cometido deberían otorgarse para la obtención del referido 

beneficio. 

Siendo dichas garantías las siguientes: 

a).- De $1,250.00 (UN MIL DOSCIENTOS CINCUENTA PESOS CERO 

CENTAVOS M.N.), por el delito de lesiones descritas en 

la parte segunda del artículo 289 del Código Penal pa­

ra el Distrito Federal. 

b) .- De $2,000.00 (DOS MIL PESOS CERO CENTAVOS M.N.) por el 

delito de lesiones descrito en el artículo 290 del có­

digo Penal para el Distrito Federal. 

c) .- De $3,500.00 (TRES MIL QUINIENTOS PESOS CERO CENTAVOS 

M.N.), por el delito de lesiones descrito en el artí­

culo 291 del mismo Código. 
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d) .- De $6, 500. 00 (SEIS MIL QUINIENTOS PESOS CERO CENTAVOS 

M.N.), por el delito de lesiones descrito en el artí­

culo 292 del mismo código. 

e).- De $6,000.00 (SEIS MIL PESOS CERO CENTAVOS M.N.), por 

el delito de lesiones descrito en artículo 293 del 

mismo Código. 

f) .- De $8,000.00 (OCHO MIL PESOS CERO CENTAVOS M.N.), por 

el delito de HOMICIDIO. 

g).- De un monto igual al avalóo del daño causado, por el 

delito de daño en propiedad ajena. 

Comunmente nos damos cuenta que la clasificación de las le­

siones ocasionadas en las víctimas por algón hecho de tránsito, 

en algunas ocasiones es muy tardada, toda vez que el lesionado 

debe estar en observación por el Médico Legista antes de expe­

dir el certificado correspondiente. Así como también el dicta­

men de avalóo de daños, el cual es rendido por los Peritos de 

Tránsito en Materia Terrestre, debido en muchos de los casos 

por el exceso de trabajo, situaciones que impiden al Agente In­

vestigador del Ministerio PÓblico fijar el monto de +ª cuantía 

de la causión¡ motivo por el cual el día 10 de mayo de 1977, el 

titular de la Institución tuvo a bien dictar el acuerdo 

A/14/77; por medio del cual se facultó al Ministerio Público a 

poner en libertad provisional inmediata al presunto responsable 

de lesiones cometidas por hechos de tránsito, como lo estipula 

el Artículo 271 del Código de Procedimientos Penales para el 
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Distrito Federal, aún sin conocer la clasificación de las mis­

mas, mediante el depósito de la cantidad de $5,000.00 (CINCO 

MIL PESOS CERO CENTAVOS M.N.) No siendo indispensable además 

esperar el dictámen de valuación de daños, ya que el Ministerio 

Público hará una estimación aproximada, con lo que de inmediato 

puede obtener su libertad provisional el presunto responsable 

al depositar la causión correspondiente, evitándose así prolon­

gadas detenciones por el desconocimiento de la clasificación de 

lesi-0nes y avalúo de daños. 

El lo. de julio de 1977 fue dictado el acuerdo A/15/77 el 

cual viene a evitar detenciones indebidas, disponiendo la pues­

ta en libertad del detenido cuando solo exista simple imputa­

ción directa sin apoyo de otros elementos. 

En la misma fecha también fue dictado el acuerdo A/16/77, 

en el que queda establecido el beneficio de Arraigo Domicilia­

rio, el cual procede en delitos de imprudencia cuya pena no ex­

ceda de 5 afias de prisión y en donde el presunto responsable 

permanecerá arraigado en su domicilio en tanto dura la investi­

gación dentro de la Averiguación Previa y se decide si se ejer­

cita o no acción penal en su contra. 

Para la procedencia del Arraigo Domiciliario, es preciso 

que el presuno responsable cumpla con los siguientes requisitos: 

a).- Tenga domicilio fijo en el Distrito Federal, o lo se­

fiale en el mismo para los fines del Arraigo Domicilia­

rio. 
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b) • - No existan datos de que pretende sustraerse a la ac­

ción de la justicia y atienda las Órdenes que dicte el 

Agente del Ministerio Público. 

c).- Cubra la reparación del daño convenido con el presunto 

ofendido ante el Ministerio Público. 

d). - Que tratándose de delitos con motivo del tránsito de 

vehículos el presunto responsable no hubiese abandona­

do al lesionado y no hubiese consumado los hechos en 

estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacien­

tes o substancias psicotrópicas. 

e). - Que quien ejercerá la custodia tenga domicilio en el 

Distrito Federal sea persona de solvencia moral y eco-

nómica suficiente a criterio del Agente Investigador 

del Ministerio Público, de acuerdo con los datos que 

recabe al respecto, y que se solidarice con el conve­

nio a que se refiere el inciso c), en el pago de la 

reparación del daño. 

f). - Que quien ejerce la custodia declare bajo protesta de 

decir verdad que se compromete a presentar al presunto 

responsable ante el Agente Investigador del Ministerio 

Público cada vez que éste así lo resuelva. 

En el caso de que el arraigado, o su custodio, desobedecie­

ran sin causa justa las órdenes del Ministerio Público, se re­

vocará el beneficio del arraigo domiciliario y será remitido 

por la Policía Judicial al lugar ordinario de reclusión. Así 
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mismo, en caso de ejercitarse acción penal en contra del pre­

sunto responsable que se encuentre gozando del arraigo domici­

liario, será presentado por la Policía Judicial ante el Juez 

competente, quien resolverá su situación jurídica. 

Decimos que éste acuerdo es muy importante porque evita que 

únicamente las personas con amplio poder económico disfruten de 

la libertad provisional, pues es común en nuestro medio que e­

xistan personas que su situación económica les impida depositar 

de inmediato cantidades considerables de dinero. 

Posteriormente, el 26 de julio del mismo año, aparece el a­

cuerdo A/19/77, el cual establece la no detención de personas 

que auxilien a un lesionado. 

El 3 de agosto de B~T7~~icular de la Instrtuci~óncficl:Ó 

el acuerdo A/20/77, en el cual se dispone la Prohibición de in­

comunicación y colocación de un aparato telefónico en las gale­

ras de las Agencias Investigadoras del Ministerio Público del 

Distrito Federal. 

Al año siguiente el 7 de febrero de 1978, el Procurador Ge­

neral de Justicia del Distrito Federal, dicta el acuerdo 

A/29/78, en el cual se establece la forma de actuar en el pro­

cedimiento que se tramita por delitos sexuales. 

En ese mismo año el 14 de febrero el Titular de la Institu­

ción amplía el acuerdo que crea el Arraigo Domiciliario dictan­

do el acuerdo A/30/78, el cual autoriza a los presuntos respon­

sables a trasladarse a su lugar de trabajo, debiendo de mani-
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festar la ubicación del mismo dentro del Distrito Federal, te­

léfono, horario y naturaleza de sus labores, siendo menester la 

conformidad del custodio así como la del presunto responsable 

del centro de trabajo. Esta nueva disposición, además de evi-

tar perjuicios innecesario a los involucrados en hechos impru­

denciales, viene a facilitar en forma evidente la posible repa­

ración del daño en caso de resultar procedente. 

El 6 de marzo de 1978, se crea el acuerdo A/31/78 en donde 

se establece que la situación jurídica de personas que se en­

cuentren detenidas deberá quedar resuelta en veinticuatro horas. 

Posteriormente el 27 de marzo del mismo_ año, se crea otro 

acuerdo siendo este el A/33/78, en donde queda establecido el 

retiro de rejas de las Agencias Investigadoras del Ministerio 

Público. 

Meses después el día 3 de mayo de 1978, aparece el acuerdo 

A/34/78, el cual nos habla de la desaparición de galeras de las 

Agencias Investigadoras del Ministerio Público y establecimien­

to de salas de espera. 

El 4 de julio de 1978, se crea otro acuerdo, el A/35/78, 

que suprime la identificación criminal que afecte la dignidad 

humana en delitos por imprudencia. 

Por acuerdo A/39/78, creado el 18 de septiembre de 1978, se 

estableció que los presuntos responsables de delitos impruden­

ciales, cuya pena de libertad no exceda de 5 años de prisión, 

en los casos en que se ejercite acción penal en su contra serán 
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presentados directamente ante el Juez en su despacho y no en­

tregados en los reclusorios, a fin de que puedan ejercitar de 

inmediato las garantías que les otorgan las leyes ya que al ser 

internados en los reclusorios puede esto facilitar irregulari­

d~des para la pronta obtenci6n de sus derechos de libertad pro­

visional. 

El 6 de marzo de 1979, se crea el Acuerdo A/41/79 en donde 

queda establecimiento de una instancia conciliadora y creaci6n 

del Cuerpo de Funcionarios Conciliadores en la procuración de 

justicia. 

El Acuerdo A/50/79 que fue creado el 14 de noviembre de 

1979, establece libertad y además no ejercicio de la acci6n pe-

nal, cuando en la averiguación 12revia se demuestre la leg_Í_t_1_·m_a ______ _ 

defensa o alguna otra de las circunstancias excluyentes de res­

ponsabilidad penal. 

Con posterioridad al acuerdo antes citado, el 7 de julio de 

1980, se crea el acuerdo A/54/80, en el cual queda establecido 

la Libertad Transitoria cuando no es posible que los detenidos 

queden a disposici6n del Organo Jurisdiccional por tratarse de 

días y horas inhábiles, para lo cual deberá de cumplirse con 

los requisitos siguientes: 

1.- Que el detenido acredite tener domicilio en el Distri­

to Federal. 

2.- Que no hubiese pretendido sustraerse a la acci6n de la 

justicia. 
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3.- Que no esté en estado de ebriedad o bajo el influjo de 

estupefacientes o substancias psicotrópicas. 

4. - Que el hecho que se le impute sea de competencia de 

los Juzgados Mixtos de Paz, o siendo de competencia de 

los Juzgados Penales de Primera Instancia se trate de 

un delito imprudencial que tenga prevista una pena que 

no exceda de cinco años de prisión, es decir que pueda 

proceder la libertad bajo causión, ante el órgano ju­

risdiccional. 

5.- Que garantice suficientemente la reparación del daño a 

satisfacción del ofendido, en diligencia formal ante 

---------~el_MinLsJ:e_ri_o_p_ÚhlLc_o_. ______________________ ~ 

El 20 de marzo de 1981 se crea el Acuerdo A/55/81, en donde 

se establece la intervención del Ministerio Público y de la Po­

licía Judicial, en caso de delitos atribuídos a personas repre­

sentantes de "empresas fantasmas", fraccionadoras, constructo­

ras, etc .•• 

En el mismo año pero en el mes de octubre, el día 8 el ti­

tular de Institución dicta un nuevo Acuerdo, siendo éste el 

A/56/81, en donde el inculpado tiene derecho a nombrar defensor 

desde el inicio de la averiguación previa. 

El 12 de enero de 1982, aparece el Acuerdo A/58/82, por me­

dio del cual se crea la Defensoría de Oficio en la Procuración 

de Justicia. 
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Creándose además en la misma fecha el Acuerdo A/59/82, por 

medio del cual se da fin a cárceles privadas y a justicia por 

propia mano en centros comerciales. 

Apareciendo además el 21 de enero del mismo año la Circular 

C/24/82, en donde surge una nueva Organización Sectorial de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 

En la misma fecha anterior aparece también la Circular 

C/25/82, por medio de la cual se establecen las disposiciones 

relativas a la .coordinación del Sector Administrativo de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 

El 29 de junio del año en curso, se crea como Último Acuer-
~~~~~~~~~~· 

do el A/60/82, el que establece la ratificación de denuncias y 

querellas al momento de su presentación y exhorto a los involu­

crados para su conciliación. 
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d.- REFLEXIONES Y APORTACIONES. 

El Ministerio Público como representante de la sociedad de­

be vigilar que la aplicación del derecho impere la justicia y 

se promueva el permanente respeto a la dignidad humana. 

El Ministerio Público debe convertirse en eficaz orientador 

de los procedimientos jurídicos que garanticen el pleno ejerci­

cio de los derechos establecidos a favor de la ciudadanía en 

nuestra Carta Magna y en las leyes que de ella emanan, debiendo 

entenderse que "procurar justicia no significa exclusivamente 

castigar". 

Debe de alentar la participación ciudadana en las tareas de 

verificación y superación de las autoridades del Ministerio PÚ-

blico a fin de constatar el adecuado cumplimiento de su función 

al servicio de la sociedad, despertando así una conciencia cí­

vica de corresponsabilidad de las funciones del gobierno. 

Por lo que es necesario fomentar el desarrollo técnico de 

las funciones de investigación a cargo de la Policía Judicial y 

demás corporaciones de seguridad pública, con el propósito de 

abrir prácticas, que lesionen la integridad física y moral de 

las personas que atentan contra la dignidad ciudadana estable­

ciendo como principio primordial de dichas corporaciones el de 

"investigar para detener y no detener para investigar". 

Por eso la participación de la juventud estudiosa del país, 

en tareas institucionales de las Procuradurías, requiere de ser 

auspiciada a despertar el interés; de incorporarse a la solu-
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ción de los problemas nacionales, a través de servicio social 

de pasantes y abrir la oportunidd de conocer el medio en que 

habrán de desarrollarse las aptitudes profesionales, consti tu­

yendo también un medio para aumentar la reserva de recures hu­

manos en las funciones del Ministerio Público. 

Por eso también se considera conveniente para el servicio 

de la comunidad poner en práctic~ en el ~mbito estatal las me­

didas de protección a la ciudadanía que han probado la eficacia 

en el Distrito Federal, tales como el arraigo domiciliario, la 

libertad causional, la libertad con reservas, instalación de a­

paratos telefónicos en los lugares de detención, el reconoci­

miento cívico por auxilio a lesionado, el control eficiente de 

dictámentes periciales y la resolución responsable y expedita 

de las averiguaciones previas por los Agentes Investigadores 

del Ministerio.Público. 

Considerándose necesaria la estructura administrativa de la 

Procuraduría, en virtud de que se requiere una mejor adecuación 

a las necesiades que impone, el logro de las metas contenidas 

en la Nueva Filosofía del Ministerio Público. 

La formación profesional y técnica de los recursos humanos 

de la Procuraduría debe ser impulsada para asegurar que los be­

neficios de procuración de justicia lleguen con oportunidad y 

eficacia a la comunidad. 

En igual forma es imprescindible que el Procurador General 

de Justicia del Distrito Federal, disponga como requisito el 

título a los Agentes del Ministerio Público, pues de lo contra-
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rio, es atentatorio a los legítimos derechos de los profesio­

nistas de la disciplina jurídica, que constantemente se enrolan 

en las filas de la abogacía, y por tanto es inaceptable que 

sean reemplazados por personas que en la mayoría de estos casos 

no concluyeron su carrera universitaria por ven en la Institu­

ción un modus vivendi. Por éstas mismas consideraciones debe 

exigirse necesariamente el título de Licenciado en Derecho para 

ser Agente del Ministerio Público, sin admitirse siquiera la 

pasantía, la cual sería obligatoria sólo para los Secretarios. 

Complementaria a la consideración anterior, es la reforma 

por adición consistente en que dentro de las atribuciones del 

Procurador se incluya la de cuidar que los funcionarios del Mi­

nisterio Público desempeñen con exactitud los deberes de su 

cargo y proponer al Ejecutio las medidas que estime convenien­

tes para una mejor organización interna, así como someter a la 

consideración del mismo el proyecto de Presupuesto de la Procu­

raduría, pues sabido que ésta dependencia es quizá la más olvi­

dada de los Órganos de la administración, no obstante su reco­

nocida trascendencia para el bienestar social. 

Las funciones específicas encomendadas a la Dirección Gene­

ral de Control de Procesos, son expresamente de carácter minis­

terial, razón por la cual éste Órgano no ha de ser considerado 

como Auxiliar del Ministerio Público, sino como integrante del 

mismo. 

Aún cuando sería improcedente regular en ésta Ley lo refe­

rente a la remuneración del personal, si es factible incluir 

dentro de las atribuciones del Procurador la de someter a la 
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consideración del Ejecutivo el proyecto de presupuesto para la 

Institución, cuidando que las percepciones sean proporcionales 

a la categoría profesional y a las altísimas responsabilidades 

que implica el desempefio de las funciones inherentes al cargo. 
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a.- ANTECEDENTES DE LA LEY ORGANICA (1917 a 1977) 

Desde el punto de vista histórico, el Ministerio Público se 

ha dejado sentir desde tiempos muy remotos, en una forma em­

brionaria al principio, pudiendo afirmarse que tal Institución 

es de derecho natural. 

En los tiempos de la Colonia, el Ministerio Público tenía 

un profundo matiz hispánico, que persistió años después de ha­

ber surgido el México Independiente. 

Durante la Reforma, etapa de transición, de brillante des­

pliegue de las ideas juristas que enmarcan el verdadero naci­

miento jurídico de México, se destaca: 

-------E-P.-l-8-§8, ( 
2 5

) l-a-aE)a-r-i-e--i-éP.-de-l-a-'-' be-y-E)a-r-a-e-l-a-r-i;-e-­

glo de la Administración de Justicia en los Tribunales y Juzga­

dos del Fuero Común". Esta Ley constituye el antecedente mexi­

cano más remoto del Ministerio Público. 

-----En el año de 1865, ( 26 ) aparece la promulgación de la 

"Ley para la Organización del Ministerio Público", esta Ley 

constituye el primer ensayo que establece en México al Ministe­

rio Público. 

(25). "La Procuración de la Justicia, Nueva Filosofía del Mi­
nisterio Público". - Revista Editada por la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal. Pág. 9. 

(26). Ibidem., Página 9. 
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-----En el año de 1869, ( 27 ) aparece la "Ley de Jurados en 

Materia Criminal para el Distrito Federal". El paso de un Mi­

nisterio Público con tradición española al de unc1 Institución 

con características más propias, que todavía se perpetuan en el 

sistema del Ministerio Público. 

Durante la época del Porfiriato, la cual fué de aparente 

calma, de progreso mal canalizado, de cultura elitista, también 

se dieron cambios importantes dentro del Ministerio Público, 

los cuales surgieron a raíz de: 

-----La promulgación en el año de 1880, ( 2 S) de la "Ley de 

Organización de Tribunales del Distrito Federal y del territo­

rio de Baja California". La cual fué expedida el 15 de sep­

tiembre del mismo año, siendo así como se instituye definitiva­

mente en México el Ministerio Público. 

-----En el año de 1900, ( 29 ) para orientar el crecimiento 

de la Institución aparece el "Reglamento del Ministerio Público 

en el Distrito Federal". 

-----Más tarde, estando aún como Presidente Porfirio DÍaz, 

es publicada por Decreto el 17 de diciembre de 1903, ( 3 0) la 

primera "Ley Orgánica del Ministerio Público en el Distrito y 

Territorios Federales". Representando esta Ley un avance admi­

nistrativo congruente con las exigencias de la época. 

(27). Ibidem., Página 9. 
(28). La Procuración de la Justicia, Nueva Filosofía del Minis­

terio Público.- Op. cit., Página 10. 
(29). Ibidem., Página 10. 
(30). La Procuraduría de la Justicia, Nueva Filosofía del Mi­

nisterio Público.- Op. cit., Página 11. 
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-----La promulgación en 1909, (3 l) del "Reglamento del Mi­

nisterio Público del Fuero Común en el Distrito Federal, terri­

torio de Quintana Roo y Partido Norte de Baja California" la 

cual aseguró, en la esfera administrativa, la observancia de la 

Ley Orgánica publicada en 1903. (32 ) 

El influjo de los grandes constituyentes, piedra angular de 

la moderna legislación mexicana, se deja sentir en el Ministe­

rio Público, a través de: 

-----La aparición, en el año de 1917, ( 3 J) de la "Ley de 

y Territorios Federales", que regla­

artículo 73 de la Constitución Polí-

Organización del Distrito 

m~nta la fracción IV, del 

tica de los Estados Unidos Mexicanos. En su contenido se ex-

presó lo relacionado con el Ministerio Público y la Policía Ju­

dicial. 

-----La publicación, también en el año de 1917, del "Pro­

yecto de Ley Orgánica del Ministerio Público del Distrito y Te-

rritorios Federales". Con esto se reformó la organización del 

Ministerio Público, haciéndola congruente con la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor. Esto es, se 

suprimió en su artículo 14 transitorio, la Secretaría de Justi­

cia, que tenía atribuciones en el funcionamiento del Ministerio 

Público. 

(31). Ibidem. Página 11. 
(32). Ibidem. Página 11. 
(33). Ibidem. Página 11. 
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-----En el año de 1919, (34 ) se promulga la segunda "Ley 

Orgánica del Ministerio Público del Distrito y Territorios Fe­

derales". Siendo ~sto el resultado del Proyecto de Ley Orgáni­

ca de 1917 estando como Presidente de la República Don Vcnus­

tiano Carranza. 

Dentro de los 50 años que transcurren de 1924 a 1974, (35 ) 

el Ministerio Público sufre cambios trascendentes, como produc­

to de la evolución de la legislaci6n que le da sentido y que la 

articula a la Constitución y a las Instituciones Revoluciona-

rias. 

Cabe destacar que en esta época: 

-----A finales de 1929, (36 ) se publicó la tercera "Ley 
-----orgánica ae1--MinYstei:io-pú-15Ticc)-ffel-DYstrTEoy-Ter rTt:orTos-Fe ---------------

de r ales", que obedeció a la nueva estructura administrativa del 

Distrito Federal. 

-----En los años de 1931, 1935 y 1946, (37 ) aparecieron 

reformas a la Ley Orgánica arriba citada. 

-----Para el año de 1954, (38 ) se promulga la cuarta "Ley 

Orgánica del Ministerio Público del Distrito y Territorios Fe­

derales". Siendo publicada esta Ley en el "Diario Oficial", el 

31 de diciembre del mismo año, estando como Presidente de la 

República Adolfo Ruiz Cortines. 

(34). Ib1dem., Página ll. 
(35). La Procuración de la Justicia, Nueva Filosofía del Minis-

terio Público.- Op. cit., Página 12. 
(36). Ibidem. Página 12. 
(37). Ibidem., pág. 12 
(38). Ibidem., pág. 12 



• 62 • 

-----El 31 de diciembre de 1971, (
39

) es publicada en el 

"Diario Oficial", la primera "Ley Orqánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito y Territorios Federales", la 

cual se promulga en el año de 1972, estando como Presidente de 

la República el Licenciado Luis Echeverría Alvarez. Siendo es­

ta Ley particularmente importante porque establece que el Mi­

nistrio PÚhlico es una parte de la Procuraduría es el todo que 

la comprende. El resto de las partes de la Procuraduría apoyan 

al Ministerio Público para el ejercico de sus atribuciones y 

funciones. 

-----En el año de 1974, ( 4 0} se reformó el nombre de la 

Ley en vigor, para quedar como "Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal", y se reformaron tam­

bién todos los artículos que hacían referencia a los que fueron 

Territorios Federales de Baja California Sur y Quintana Roo, 

para quedar circunscrita la competencia de la Procuraduría, ex­

clusivamente al Distrito Federal. 

-----En el año de 1977, ( 4 l} se registra una reestructura­

ción a la Ley Orgánica arriba mencionada a fin de realizar de 

la mejor manera las atribuciones y funciones que la Constitu­

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes se­

cundarias le confieren. 

(39). Ibídem., pág. 12 
(40). Ibídem., pág. 12 
(41). Ibídem., Pag. 12 
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b.- REFORMAS A LA LEY ORGANICA (1977). 

La radical transformación ideológica que animaba el nuevo 

espíritu de procuración de justicia, exigió una transformación 

profunda del marco jurídico que normaba al Ministerio Público 

en lo particular y a la Procuradur Íc1 General de Justicia del 

Distrito Federal en su conjunto. 

Trascendental reforma legislativa ha sido la promulgación 

de la vigente Ley Orgánica de la Institución, la cual no se li­

mita a establecer y fundamentar la nueva filosofía en materia 

de procuración de justicia, sino que enumera y define nuevas 

______ func-i-one-s-y-Órganos-que-le--hafr-a-sic::¡nacl0--una-cl-i-mens-i-6n--máfr--p1co-----------­

funda y una más amplia gama de servicios al Ministerio Público, 

aniquilando la vieja imagen de instrumento de persecución y 

consignación. 

Así mismo el marco jurídico, se ha visto enriquecido con 

los Acuerdos y Circulares emitidos por el Titular, quien ha 

conciliado la indispensable eficacia que debe entrañar la labor 

de la Procuraduría , con el respeto irrestricto a los derechos 

fundamentales de las personas plasmados en nuestra Ley Magna. 

Algunas de las disposiciones jurídicas y administrativas, 

se han convertido en logros irreversibles en beneficio de la 

ciudadanía, ya que han sido incorporadas al código de Procedi­

mientos Penales para el Distrito Federal, tal es el caso: 
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La libertad causional; el Derecho a nombrar defensor en la 

averiguación previa; la obligación del Ministerio Público a a­

signar Defensor de Oficio; la conciliación en delitos persegui­

bles por querella; presentación directa ante el juez, en deli­

tos cuya penalidad no exceda de cinco años; Salas de Espera en 

lugar de galeras; devolución inmediata de vehículos relaciona­

dos con una averiguación previa; arraigo domiciliario y su ex­

tensión al centro de trabajo; libertad inmediata en casos de 

legítima defensa: y NO incomunicación de detenidos. 

Otras medidas más fueron tomadas, todas ellas orientadas al 

perfeccionamiento de los servicios tradicionales de la Procura-

duría, como también de aquellos de reciente incorporación, que 

------P-r-o'{ec-t-a.n--aJ.-M-in-i-ste.:i;,.i.o-P-ÚbJ.-ico-a-su--au.t;¡fo.tico--:i;,ango---de-:i;,e.p:i;,e~--------­

sen tan te y protector de la sociedad, respetuosos de las garan-

tías constitucionales y de los derechos a la ley ordinaria. 

Un análisis de las atribuciones conferidas a cada una de 

las áreas de actividad, hizo patente las limitaciones funciona­

les y orgánicas de la antigua estructura; se carecía de meca­

nismos de planeación, programación, evaluación y control; en 

algunos casos había saturación de funciones en una sola unidad; 

no existían prácticamente delimitaciones de responsabilidades 

ni coordinación administrativa, todo esto se reflejaba, en una 

deficiente prestación de servicios a la comunidad, es decir, se 

restaba toda posibilidad y oportunidad a las acciones de la 

Institución para cumplir con su misión de procurar justicia. 

Para la superación de esta situación, se determinaron y 

realizaron acciones de racionalización, simplificación y per-
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feccionamiento de su estructura y organización, de sus siste­

mas, métodos y procedimientos, hacia el cumplimiento de las a­

tribuciones determinadas para la Procuraduría, en plena con­

gruencia de los lineamientos de Reforma Administrativa fijados 

por el Ejecutivo Federal. 

En este sentido, la estructura y funcionamiento, se vieron 

fortalecidas al inicio de la gestión, con la creación de la O­

ficialía Mayor, cuya finalidad es de atender las necesidades 

administrativas y lograr un adecuado funcionamiento de las de­

pendencias que integran la Institución, propiciando su eficacia 

a través de la planeación, organización, dirección y control de 

sus actividades. 
-~----------------------------------------------------·-----

La Visitaduría General se crea para elevar la calidad y e­

ficiencia de los servicios que se prestan a las Agencias Inves­

tigadoras del Ministerio Público, mediante la práctica de visi­

tas de carácter técnico-jurídico-administrativo a las áreas 

desconcentradas de la Institución. 

La Dirección General de Participación Ciudadana, se creó 

con la finalidad de fortalecer la conciencia cívica, promover y 

coordinar la participación de los ciudadanos en las actividades 

de la Procuraduría. 

La Dirección General de Organización y Métodos, fué creada 

para diseñar, implantar e instrumentar sistemas, métodos y pro­

cedimientos para elevar adecuada y sistemáticamente el desarro­

llo técnico administrativo de la Institución. 
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La Dirección General de Servicios Sociales, nace con el fin 

de integrar y coordinar en forma constante, cualitativa y efi­

caz las actividades en materia de orientación y asistencia so­

cial, legal y familiar, propiciando que el servicio se brinde 

eficientemente a las personas que lo requieran. 

La Dirección General Jur Ídica Consultiva, tiene como fina­

lidad integrar técnicamente la función de consulta no atribuída 

a otras áreas administrativas: la legislación, reglamentación 

y disposiciones administrativas de la Institución y de repre­

sentación de los juicios que se promuevan en su contra. 

La Dirección General de Agentes del Ministerio Público Au-

______ xili_ar_e_s_d_e_L_P_r_o_c_ur_ad.o_r_,_s_e_cr_e_a_p_a_r_a_d_Lctami_nar__sübce_la_Lalta __________ _ 

de elementos para ejercitar la acción penal, sobre el desisti-

miento de ésta y formulación de conclusiones no acusatorias, 

así como sobre conclusiones en que se cambia la clasificación 

del delito hecha en el auto de formal prisión o de sujeción a 

proceso. 

La Comisión de Estudios Legislativos, se crea con la fina­

lidad de estudiar y formular proyectos de legislación en gene­

ral y fundamentalmente sobre las atribuciones y funciones de la 

Institución, así como de reglamentación y de disposiciones ad­

ministrativas. 

En el afio de 1978 se crea la Subdirección de Comunicación, 

para sistematizar y dar coherencia a la política editorial de 

la Institución en coordinación con las unidades administrativas 

correspondientes. 
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Posteriormente en el año de 1979 se creó el Cuerpo de Fun­

cionarios Conciliadores en la Procuración de Justicia, para in­

tervenir entre las partes afectadas, a solicitud expresa, a fin 

de promover en el curso de la averiguación previa, la tramita­

ci6n y soluci6n de los problemas de la comunidad a trav~s de la 

vía conciliatoria. 

Como toda organizaci6n dinámica, la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal, ha sufrido cambios tanto en su 

estructura como en su funcionamiento; nuevos órganos han sido 

incorporados, otras ya existentes han sido adecuados en su or­

ganización y operación a las demandas que la ciudadanía plantea 

______ a los cambios~ue la administración pública establece_p~na sa- __________ _ 

tisfacerlas. 
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c.- PRINCIPALES INNOVACIONES. 

La evolución de la Procuraduría, se supone en una primera 

instancia los cambios organizacionales que se describirán con 

posterioridad, exigieron modificaciones a los ordenamientos le­

gales que legitiman su actividad. 

En este sentido sobresalen las cuestions siguientes: 

1.- Anteproyecto a la Nueva "Ley Orgánica de la Procuradu­

ría General de Justicia del Distrito Federal", que 

contiene las siguientes innovaciones: 

Sistematiza de manera congruente las atribuciones del 

Ministerio Público; 

Amplía el régimen de personal de la Institución. 

Puntualiza cuales son los puestos de confianza y de 

base. 

Establece las facultades del Procurador que se encuen­

tran dispersas en otros órdenes normativos. 

Propicia la agilización en el ejercicio de las atribu­

ciones de los Subprocuradores. 

Crea la Oficialía Mayor, la Visitaduría General y la 

Dirección de Participación Ciudadana. Eleva al nivel 

de Dirección General las siguientes: La cíe Agentes 
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del Ministerio Público Auxiliares del Procurador, Ju­

rídica Consultiva, de Servicios Sociales y la de Orga­

nización y Métodos. 

Reestructura las Direcciones Geºnerales de Averiguacio­

nes Previas, Relaciones Públicas y Difusión, Adminis­

tración e Instituto de Formación Profesional. 

2. - Acuerdo que crea la Agencia Central de Averiguaciones 

Previas ubicada en el edificio que ocupan las Oficinas 

3.-

Centrales de la Procuraduría. Dicha Agencia inicia, 

prosigue y perfecciona las averiguaciones previas, en 

que existen personas detenidas que están a disposición 

del Ministerio Púbiico y cuyo conocimiento corresponde 

~ai-sector-eentr-aJ.-o-cuando-por-aG ue-r-do-s upe r.ior_así_s.e __ 

determina. 

Acuerdo para la identificación de las Agencias Inves­

tigadoras del Ministerio Público en el Distrito Fede­

ral, mediante la numeración que es ampliamente conoci­

da por los habitantes de la Ciudad de México, y nueva 

distribución territorial de los Departamentos de Ave­

riguaciones Previas, para mejorar la distribución de 

las cargas de trabajo. 

4.- Acuerdo para evitar detenciones prolongadas, motivadas 

por el desconocimiento de la clasificación que corres­

ponde a las lesiones producidas con motivo del tránsi­

to de vehículos, mediante el otorgamiento inmediato de 

una caución de garantía para gozar de libertad ante el 
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Ministerio Público, en el caso en que es procedente la 

detención, tratándose de delitos de daño en propiedad 

ajena o cuando éste integra un concurso ideal o formal 

con lesiones u homicidio. 

5.- Instructivo para el cumplimiento del Acuerdo anterior. 

6.- Circular que crea la Gaceta Oficial de la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal, para la di­

fusión y conocimiento de las disposiciones administra­

tivas que expide el Procurador General. 

7. - Circular que reglamenta los casos y la forma en que 

_______ deben~pLoduc.iLs.e~as_d.e~teLminac ione.s de__axch i vo y re~----~ 

serva. 
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d.- DEPENDENCIAS DE NUEVA CREACION. 

Los grandes lineamientos que sustentan ahora el quehacer de 

la Procuraduría, imponen las exigencias de plantear nuevas ac­

ciones y diferentes formas de real.izar las cosas dentro de la 

Institución. 

Lo anterior significa el planteamiento de nuevas estrate­

gias que cobran vida a través de grandes programas y en las que 

la Procuraduría articula toda su acción. 

En estas estrategias se recoge lo más valioso de las expe­

riencias que se han ven.ido cristalizando en la Procuraduría, y 

____ se_p_r-opone-n_p-l-an-te-am-i-@-n-t-os-no-v-edoso-s-,-amt:>-i-G-i-0-s0-s-en-e-i-e-r---t--a-me----­

d.id a que dan a la Institución su cabal dimensión de servicio 

social a la comunidad. 

La reorganización persigue crear una estructura orgánica 

coherente con la nueva filosofía de la Procuraduría de modo que 

se dé vida a unidades administrativas encargadas de .implementar 

partes .importantes a la nueva orientación, disponiendo así de 

lo necesario, organizacionalmente hablando, para el logro de 

los objetivos. 

Se tiene así la ampliación de funciones de la Secretaría 

Particular. 

La creación de la Oficialía Mayor, cuya importancia reside 

en las actividades de programación y control de la gestión. 
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También han sido creadas la Visitaduría General, que reali­

za importantes funciones de supervisión y asesoramiento técni­

co, jurídico y administrativo; la Dirección General de Partici­

pación Ciudadana y la Agencia Central de Averiguaciones Previas. 

Y la modificación en cuanto a organización, objetivos y 

funciones de algunas dependencias éie la Procuraduría, que han 

dado paso a: 

La Dirección General Jurídica Consultiva. 

La Dirección General de Servicios Sociales. 

La Dirección General de Organización y Métodos. 

-------,0t-r-a-s-un-i-dad·e·s-adm-i-n-i-s-t-r-a-t-iv-a-s-h-an-c-amb-±a-d-o----a-e-1Tomc,-m.:-1-atu'~------­

r a, debido a la nueva orientación que se les ha dado, como son 

la Dirección General de Administración y la Dirección General 

del Instituto de Formación Profesional. 

Nuevos grupos de trabajo se agregan a la Procuraduría, como 

son el Cuerpo de Promotoras Sociales Voluntarias y la Comisión 

Editorial. 

El destinatario del programa de Remodelación y Ampliación 

es la propia Procuraduría General de Justicia del Distrito Fe­

deral, siendo los objetivos de este programa los siguientes: 

- Proporcionar al público, así como a funcionarios y em­

pleados los ambientes decorosos y limpios, que exige la 

digna y moderna procuración de justicia. 
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Dar respuesta a las demandas de la Institución y comuni­

dad, en cuanto a ampliación de servicios. 

Incluyendo además la Remodelación y Ampliación: 

- La creación de nuevas áreas de trabajo. 

- La redistribución de oficinas y dependencias. 

- La rehabilitación de instalaciones. 

- El remozamiento de oficinas. 

Todo esto representa indiscutiblemente las acciones progra­

máticas indispensables para alcanzar los objetivos, y en gran 

medida dar paso a una nueva presencia física de la Institución. 

El programa de remodelación y ampliación de la Procuraduría 

juega un papel trascendente en el proceso de transformación 

global y se ajusta a una rigurosa programación. 

El punto de partida natural del programa fue evaluar 

objetivamente la serie de necesidades, deficiencias y 

problemas. 

Con el establecimiento de prioridades se dió orden a 

las obras de tal forma que se satisfagan en razón de 

su importancia. 

Después se consideró tanto la asignación de recursos 

financieros como la programación de la extensa red de 

actividades a fin de establecer la duración de las o­

bras. 
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En la remodelación y ampliación se realizan propiamen­

te las actividades de remozamiento de los inmuebles de 

la Procuraduría, tendientes a su rehabilitación inte­

gral y se crean nuevas áreas de trabajo. 

Todas las unidades administrativas de la Procuraduría han 

sido beneficiadas por este programa. 

Destaca, por su relevancia la sustitución de viejas, anti­

higiénicas y descuidadas Agencias del Ministerio Público, por 

conjuntos plenos de luz, de arquitectura funcional, moderna y 

económica. 

Diversas áreas de servicio para el personal y sus familias, 

entre las que destaca la cafetería que resuelve necesidades de 

primer orden y auspicia una mejor releación humana. 

La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal 

con este programa da un marco amable y humano a las actividades 

que realiza y sólo así entiende en su cabal dimensión que las 

instituciones están hechas por el hombre, para servir al hombre. 

Dentro del propósito de establecer todo un proceso de evo­

lución permanente de la Institución, se ha iniciado la intro­

ducción de modernos sistemas de información, de administración 

y control con el objeto de: 

Ofrecer al público un servicio eficiente y expedito a­

pegado siempre al más celoso respeto de las libertades 

humanas. 
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Aprovechar al máximo los recursos materiales disponi­

bles, los avances técnico-científicos y las iniciati­

vas y talentos del personal de la Procuraduría. 

En una primera instancia se ha llevado a cabo un análisis 

exhaustivo y científico de los flujos que siguen las funciones 

sustantivas de la Institución - averiguaciones previas - y se 

ha propuesto las medidas necesarias para que se dé la adecuada 

coordinación entre las unidades administrativas que participan 

en dichas funciones, de tal forma que se pueda hablar de u_na 

procuración de justicia ágil y expedita. 

______ A~guí se destaca la intervención de las Direcciones Genera­

les de Averiguaciones Previas, Policía Judicial, Control de 

Procesos y Servicios Sociales, como responsables directas de 

dar atención al público; de la Visitaduría General y la Direc­

ción General de Agentes del Ministerio Público Auxiliares del 

Procurador como dependencias que asesoran, apoyan y vigilan la 

labor de las primeras, y la Dirección General de Organización y 

Métodos que propone, en colaboración con las otras unidades ad­

ministrativas, procedimientos para hacer posible la dinamiza­

ción de los servicios. 

Sobresale, en los aspectos de la averiguación previa y del 

control de procesos, la intervención de las Subprocuradurías y 

el apoyo técnico de la Dirección General de Agentes del Minis­

terio Público Auxiliares del Procurador. 
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El establecimiento de criterios uniformes y la formulación 

de esquemas que faciliten la toma de decisiones, apoyan incues­

tionablemente el ángulo t~cnico de las labores; el otorgamiento 

de un servicio honesto y de legítimo interés humano, será posi­

ble gracias al concurso de la estrategia de desarrollo perma­

nente de los recursos humanos. 

Dentro de este gran propósito de hacer más eficientes los 

servicios destaca el mejoramiento de los sistemas de informa­

ción, comunicación y control, y la adopción de nuevos sistemas 

apuntalan de manera importante la labor de algunas dependen­

cias, permiten dar un servicio más rápido y exacto, y facilitan 

indiscutiblemente el trabajo del personal. 

Aquí conviene acentuar por su trascendencia, en cuanto a la 

Dirección General de la Policía Judicial se refiere: 

El perfeccionamiento de archivos y registros existen­

tes, así como la creación de algunos más, de gran re­

levancia para la identificación de personas. 

La implantación de un sistema de comunicación instan­

taneo con un buen número de entidades del país. 

La adopción de mecanismos de comunicación con las di­

ferentes policías del Distrito Federal. 

La complejidad de las actividades de la Procuraduría impli­

ca necesariamente, la incorporación de los avances de la cien­

cia y la tecnología, en la búsqueda de nuevos métodos de inves­

tigación para el establecimiento de la verdad. 
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Dichos avances son más evidentes en las actividades que la 

Dirección General de Servicios Perit:iales, realiza en auxilio 

del Ministerio Público y de los órganos jurisdiccionales. Se 

ha llegado inclusive a establecer una metodología propia y a a­

plicar técnicas sofisticadas en el examen de la evidencia físi­

ca, objeto fundamental del estudio de la Criminalística. 

La función del Laboratorio de Criminalística tiene como 

propósito determinar la manera en que fué cometido el delito, 

relacionando a éste con el presunto responsable o ayudando a 

establecer la identidad del inculpado. 

En el campo de la Criminalística se realizan actividades 

correspondientes a: identificación de personas, investigación 

documental, balística, química taxicológica, fotografía, radio­

logía, hechos de tránsito, valuación, arquitectura, contabili-

dad, explosivos e incendios, medicina forence, odontología, an­

tropología y otras. 

La moderna práctica de procuración de justicia tiene una 

creciente y constante necesidad de apoyo por parte de la cien­

cia y la tecnología. 

La dinamización de los servicios al público incluye no so­

lamente su perfeccionamiento sino su ampliación. 

Asistir socialmente a toda persona que lo solicite en 

problemas de Índole legal¡ 
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Investigar el medio familiar y laboral de los deteni­

dos a fin de orientar y asistir a sus familiares; 

Y proteger social y jurídicamente a los menores e in­

capacaces abandonados. 
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e.- REORGANIZACION ADMINISTRATIVA (1981). 

Relevante por su concepción y trascendente por sus resulta­

dos, ha sido la implantación a partir de enero de 1981, de un 

nuevo modelo de organización en la Institución del Ministerio 

Público, en el cual rigen criterios de agrupamiento de funcio­

nes afines, concurrentes o complementarias. 

Con este modelo de organización, denominado SECTORIAL, se 

pretendió y creernos que se ha logrado, una mayor coordinación, 

fluidez y continuidad en la ejecución de los planes, programas 

y actividades de la Procuraduría. 

-------~a~exLa<lLcación de~La mernbr~~~La en la gue se sustentaba la 

organización administrativa tradicional, ha permitido brindar 

servicios en los que brillan como características principales: 

procedimientos sencillos, resoluciones expeditas y trato digno 

y humano a los usuarios. 

Transformación global y radical, congruente y continua, es 

la sufrida por la Institución del Ministerio Público. Las ac­

tividades sustantivas se han visto fortalecidas por un proceso 

sistemático de planeación y programación, presupuestación y e­

valuación en el que se han desempeñado un papel significativo 

la Comisión Interna de Administración y Programación y sus ór­

ganos auxiliares. 

La integración de un dinámico sistema integral de informa­

ción, conformado cuantitativamente por las cifras de los asun­

tos atendidos, y calitativarnente por la información social y 
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criminológica que de ellos se desprende, ha venido a constitu­

irse en un importante recurso del proceso de planeación, pro­

gramación, presupuestación y evaluación. 

Los recursos materiales financieros asignados, han sido ad­

ministrados conforme a las disposiciones legales y administra­

tivas establecidas, garantizando a las áreas los elementos ne­

cesarios y suficientes para el cumplimiento de sus programas de 

actividades y a la Institución un reflejo transparente de su u­

tilización. 

La acción de participación en las reuniones del Programa de 

Reforma Administrativa en el sistema de Impartición de Justi-

-----·C-ia-,-e-s-con-la-f-i-na-l-i-ÉlaÉl-Éle-e0R0ee-r-l-a-:f0-F-ma-e n-E¡ae-es-tc-á-el."e------­

r ando el sistema, las acciones que se han realizado, y avances 

alcanzados, los obstáculos encontrados y determinar las mediáas 

necesarias que lo reorientan y fortalezcan. 
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f.- SECTORIZACION DE LA INSTITUCION. 

Los objetivos nacionales y las políticas de orden global, 

que se establecen en la Cons~itución y en las leyes secundarias 

se transforman de tiempo en tiempo¡ pero de nada sirve tener 

estupendas leyes, estupendos propósitos a nivel declarativo, si 

éstos no pueden cumplirse en la realidad por la inexistencia de 

medios administrativos apropiados. En ello radica el enorme 

esfuerzo de congruencia que se ha impuesto realizar al reformar 

los medios administrativos del gobierno, para adecuarlos a los 

actuales objetivos y prioridades que exige el desarrollo con 

justicia social del país. 

La reorganizaci6n rectora para las dependencias gubernamen­

tales, pretende convertir la compleja estructura Burocrática 

que ha desarrollado la administración pública en un instrumento 

con responsabilidades claras y precisas que evite la duplica­

ción de las fun~iones y que permite que las decisiones guberna­

mentales se traduzcan efectivamente en los resultados que de­

manda la sociedad. 

Los últimos diez lustros testimoniaron el aumento constante 

de la administración pública paraestatal; cuyos mecanismos de 

coordinación y control se encuentran dispersos en diferentes 

disposiciones legales. Su inclusión en una ley orgánica de la 

administración pública federal, permite llevar a sus últimas 

consecuencias el esfuerzo de la reforma administrativa. 

En la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, se 

ha introducido el concepto de sector administrativo con el fin 
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de ordenar y coordinar las acciones de las dependencias y enti­

dades de la administración pública federal dentro de un plan 

nacional. 

La sectorización debe entenderse como un sistema de trabajo 

que hace posible el ordenamiento, la coordinación y la raciona­

lización del proceso administrativo del aparato gubernamental. 

Es el encargado del Ejecutivo quien previo acuerdo, deter­

mina, qué entidades quedan agrupadas en cada sector específico 

de actividad, para efectos del programa gubernamental. 

Con esto se trata de evitar las duplicaciones que existían, 

precisar responsabilidades y simplificar estructuras de manera 

que el ejecutivo federal cuente con un instrumento administra­

tivo eficaz que permita a la ciudadanía encontrar en la admi­

nistración pública, procedimientos sene illos, trámites rápidos 

y atención considerada. 

La actual estructura sectorial de la administración pública 

federal determina que las dependencias directas del ejecutivo 

federal, están constituidas en unidades con responsabilidad 

sectorial, pretendiendo con ello que se encarguen de la planea­

ción y coordinación de políticas a seguir en cada sector de la 

actividad, para lo cual están facultadas para coordinar los or­

ganismos descentralizados, las empresas de participación esta­

tal y los fideicomisos que se encuentran en el ámbito sectorial 

que está a su cargo. 
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El enfoque metodológico que sefiala la reforma administrati­

va, ha sido plasmada en la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal, y en la Ley General de la Deuda Pública y en 

la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público; así como 

en acuerdos y decretos expedidos por el ejecutivo federal den­

tro de los cuales destacan como más importanes: 

1.- El acuerdo por el que se establecen las bases para la 

promoción y coordinación de las reformas administrati­

vas del sector público federal. 

2.- El acuerdo para el establecimiento de unidades de pro­

gramación en las esferas gubernamentales. 

-------~3.--~EJ.-acueLd-0~pax~ª~J:Lr~J11over la mejor capacitación admi­

nistrativa y profesional de los trabajadores al servi­

cio del Estado. 

4. - El acuerdo por el que se dispone establecer sistemas 

de orientación e información al público. 

5.- El acuerdo para que se proceda a implantar medidas ne­

cesarias delegando facultades en funcionarios subal­

ternos, para la mas ágil toma de decisiones y tramita­

ción de asuntos. 

6.- El acuerdo por el que se dispone que los titulares de 

las oficinas de gobierno deben procurar dar la aten­

ción que requiere el programa de reforma administrati­

va de su dependencia. 
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7. - El acuerdo por el que el ejecutivo federal, contará 

con la unidad de coordinación general de estudios ad­

ministrativos. 

El espíritu fundamental de esta reglamentación corno puede 

observarse, es la sectorización administrativa; la coordinación 

en todos los niveles del apartado gubernamental, la capacita­

ción, del recurso humano; los sistemas de información, tanto in­

ternos como de servicio al público, la programación del queha­

cer público, su evaluación constante¡ la formulación de una es­

tadística de las acciones a nivel nacional, todo esto coordina­

damente permitirá llevar al país a un programa de desarrollo e­

conómico y social. 

Por tal motivo la Procuraduría, ha orientado su actividad a 

la satisfacción de los intereses públicos, vinculados a la pro­

curación de Justicia, que fundamenta su existencia como insti­

tución perteneciente a la administración pública federal cen­

tralizada. 

Esta acción de reforma administrativa adoptada en la Insti­

tución ha sido coherente con las innovaciones operadas en toda 

la Administración Pública Federal, y por ello se implementaron 

mecanismos de sectorización de funciones, que permite presentar 

un organigrama que asegure el racional aprovechamiento de los 

recursos humanos y materiales con que contamos. 

Para lograr este proceso, es conveniente adecuar la organi­

zación administrativa tradicional, basada en una rnembresía que 
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en ocasiones propicia descuido del sentido de eficacia y opor­

tunidad en el servicio público, a fin de introducir una organi­

zaci6n sectorial que d~ coherencia a las funciones que, consti­

tucional y legalmente corresponden a las dependencias de la 

procuraduría. 

Es por ello que la r;ector ización está destinada a ordenar 

racionalmente _nuestros recursos humanos y nuestras funciones, 

congruentemente con los lineamientos del programa de Reforma 

Administrativa del Gobierno Federal, y así implantar un sistema 

que haga 6ptimo el cumplimiento de las atribuciones que el 6r­

den jurídico asigna al Ministerio Público, asegurando la per­

manencia de una mejor coordinaci6n, fluidez y continuidad en la 

ejecución de los planes¡ programas y funciones de la institu-

----~c-1-611-,-Fara~ar a la soc1edad~os serv1c1os ae una auténcica 

procuración de justicia más humana, eficiente y expedita. 

La procuración de justicia es atribución del Poder Ejecuti­

vo, está depositada en la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal, y se ejerce a través del Ministerio PÚb1ico, 

de las unidades administrativas de servicios sociales de Parti­

cipación Ciudadana, y tiene como finalidad el respeto a la dig­

nidad humana y a los derechos fundamentales que surgen de la 

Constitución. 

De aquí la necesidad de introducir los conceptos de reforma 

administrativa del Gobierno Federal, en la Procuración de Jus­

ticia. 
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Se comentan con mayor detalle las etapas cuarta y quinta, 

en virtud de que es insuficiente contar con organismos adminis­

trativos excelentes y ambiciosos¡ si los medios humanos con que 

contamos para llevarlos a cabo no son los adecuados. 

Quienes solo se preocupasen de mejorar los medios adminis­

trativos con olvido del factor humano, es decir de las personas 

encargadas de optimizar los Órganos administrativos, estaríamos 

propiciando un peligroso divorcio entre la Administración Pú­

blica y la población a la que, aquell¿¡ debe servir en primer 

término; por medio de un personal abierto al cambio, amable y 

preparado. 

Es por ello que en la Institución se ha puesto un interés 

particular a estas etapas. 

La cuarta etapa, denominada "reforma de ventanilla" debe 

entenderse como la comunicación interpersonal, entre los fun­

cionarios y empleados, como entre éstos y la población. 

El propósito esencial de esta etapa es convertir a la re­

forma administrativa en un sistema accesible y eficaz para 

quienes necesitan realizar todo tipo de trámites ante el Go­

bierno, eliminando así el exceso de papeleo, las colas intermi­

nables, los trámites engorrosos, los malos tratos, la irrespon­

sabilidad, los errores, y sobre todo, la innecesaria presencia 

de intermediarios o gestores oficiosos. Ya que el burocratis-

mo estéril y enredoso envenena las relaciones entre la socie­

dad y el Gobierno, además que en muchas ocasiones el burocra­

tismo y la corrupción van de la mano. 
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La quinta etapa, referente a la capacitación y desarrollo 

permanente del personal, que permite preparar al mismo inte­

grante, con el propósito de mejorar sus actitudes y aptitudes, 

a efecto de que sean cumplidos con eficacia los fines del Esta­

do. 

Durante la actual gestión administrativa se ha buscado au­

mentar la eficacia en los servicios que se prestan a la ciuda­

danía así como el mejoramiento del personal de la Institución 

para que ello redunde en el mejor trato al público. 

Para tales efectos se han elaborado Acuerdos y Circulares 

cuya intención es garantizar a la dignidad humana: ese respeto 

irrestricto que a la dignidad humana requiere, además del dise­

no de medidas administrativas, del cambio de actitud en el per-

sonal~ 

Sin embargo, en la realidad se encuentra una cierta resis­

tencia al cambio, y ello es entendible si reflexionamos en que 

el elemento encargado de cumplir con esos Acuerdos y Circulares 

es un ser humano variable, individual, ésto es, diferente de 

persona a persona¡ con mentalidad heterogénea. 

A ello se hace referencia cuando se habla de una problemá­

tica en esta Institución, así como en todo el sector gobierno 

y, en general, en la sociedad actual. 

Esa problemática consiste, en actitudes negativas frente al 

trabajo que se pueden enumerar en la siguiente forma, según su 

importancia y relación de la causa a efecto. 
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Los anteriores factores negativos y actitudes enfermizas, 

encuentran el mejor ambiente para desarrollarse cuando es nula 

o deficiente la comunicación humana, cuando no se fomenta el a­

cercamiento y la identificación. 

Se considera que las Relaciones Humanas y la Sectorización 

van de la mano, pues ambas persiguen el conocimiento de las á­
reas de la Institución, así como de las cualidades humanas y 

profesionales de quienes en ellas laboran; soluciones partici­

pativas en lugar de impositivas, unidad en el cambio, acciones 

eficientes, solidaridad y corresponsabilidad, formación de e­

quipos de trabajo, iniciativa y oportunidad en la toma de deci­

siones, así como una mayor comunicación. 
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g.- REFLEXIONES Y APORTACIONES. 

A trav~s del análisis que hemos expuesto, podemos facilmen­

te inferir que la expedición de la Ley de ~ste estudio introdu­

ce reformas de indiscutible valor para la buena administración 

de la ju~ticia, las cuales no obedecieron a un prurito innova­

dor, sino a la urgencia de fortalecer, mediante la Instituci6n, 

la eficaz defensa de la sociedad, el respeto al orden jurídico 

establecido y la tutela de los derechos de los particules. 

Así vemos que la inaplazable necesiad de corregir la acción 

policiaca, basada todavía en un empirismo ar.caico, en el que la 

delación juega principal papel, fue detenidamente analizada por 

los legisladores, proveyendo a la Policía Judicial de los re-

cursos y reglamentaciones adecuadaos para convertirse en útil 

auxiliar del Ministerio PÓblico. 

La eficaz defensa de la sociedad en la lucha contra la de-

lincuencia, aón 

ha constituído 

circunscrita a aspectos 

siempre un problema de 

puramente represivos, 

dificil soluci6n; así 

mismo, la tarea de velar por el exacto cumplimiento del orden 

jurídico y la protecci6n a los derechos de los particulares, 

son funciones que requieren, el especial cuidado y vocación de 

quienes han recibido el alto honor a ser representantes de la 

sociedad y del derecho. Todo ello reclama la construcción de 

un mecanismo legal, que en forma gen~rica previniera las extra­

limitaciones de las autoridades; expeditando al propio tiempo 

el despacho de los negocios que incumben a la Instituci6n. 
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Tales fueron, dentro de la ineludible transitoriedad de to­

da obra legislativa, los móviles del orden general que impulsa­

ron a abrogar la Ley anterior,c mediante la expedición de otro 

ordenamiento de la misma naturaleza, que se adecuara a las pre­

sentes circunstancias sociales, y cuya misión es la de estruc­

turar convenientemente, los organismos que conforman la Procu­

raduría General de Justicia del Distrito Federal, otorgándole 

facultades inherentes al desempeño de sus funciones, consagra­

das en la Carta Magna. 

Por esta razón, después de haber hecho un desglose de dicho 

dispositivo legal, podemos afirmar que cumple cabalmente con su 

cometido, ya que mediante la distribución de actividades que 

hace entre las unidades administrativas, por especialización, 

propicia una fluidez ministerial que se refleja directamente de 

la sociedad. 

Motivo de reflexión es la positividad que, dentro de su vi­

gencia, podrá tener esta Ley, pues existen fundados temores que 

los propósitos que originaron su promulgación se vean frustra­

dos, quedando el ordenamiento orgánico convertido, inexorable­

mente, en un formulario inoperante. 

En este punto, podemos advertir que de la actividad y con­

cienzuda actuación de quienes ejerzan la función ministerial, 

dependerá que los tribunales realicen recta y prontamente la 

justicia, dentro de los términos y formas legales, en la cual 

desempeñan un papel importante, entre otros organismos, las Di­

recciones de Averiguaciones Previas y Control de Procesos, a 

través de las que se ejerce una vigilancia en la integración de 
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todos los elementos formales y materiales que convergen el el 

ejercico de la acci6n penal, así como tambi~n, se encauzan las 

etapas procesales que repercutirán en una sentencia justa, a­

corde a la realidad de las circunstancias individualizadas, y 

de esa manera se consolida la seguridad social de la Institu­

ción del Ministerio Público. 

Cabe sefialár a este respecto que uno de los factores prin­

cipales que constituyen el buen éxito de esta misión, son los 

hombres que tomaron parte en ella, con la conciencia de que su 

conducta limpia y honestra tendrá siempre el tributo de admira­

ción y reconocimiento de la misma sociedad. 



CAPITULO CUARTO: 

DE LAS REFORMAS AL CODIGO DE PROCEDIMIEN'l'OS 
PENALES EN RELACION A LA INSTITUCION DEL 
MINISTERIO PUBLICO. 

a) La detención del inculpado ante el Ministerio 
Público l. 

b) La diferencia de la detención ante 
Ministerio Público del inculpado con 
apTe-h-en-s-.tó n • 

c) El inculpado y el Presunto Responsable. 

el 
la 

d) Reflexiones acerca del artículo 134 Bis, del 
Código de Procedimientos 0 ery~ 1 Ps. 

e) Los artículos 270 y 271 del Código de 
Procedimientos Penales. 

f) Otros beneficios en relación al inculpado. 

g) Trascendencia y Concientización de la función 
persecutoria. 

h) Reflexiones y Aportaciones. 
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a.- LA DETENCION DEL INCULPADO ANTE EL MINISTERIO PUBLICO, 

Desde el momento en que el Agente del Ministerio Público 

tiene conocimiento de un hecho que se presuma delictuoso, esta­

rá obligado a iniciar la Averiguación Previa correspondiente; 

debiendo de tomar la denuncia o querella de la persona ofendi­

da, quien deberá aportar los datos necesarios para la debida 

localización y presentación del inculpado o presunto responsa­

ble, tales como media filiación y domicilio en caso de que lo 

sepa. 

Así, el Agente del Ministerio Público,_ dar a de inmediato 

intervención a la Policía Judicial; quien según el artículo 21 

Constitucional establece: la persecución de los delitos 
~- -- ------ --- -

incumbe al Ministerio Público y a -la- PolicÍ~ - Judicial la cual 

estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél". 1421 

Una vez que la Policía Judicial, cuenta con todos los datos 

suficientes para la localización del inculpado, deberá ponerlo 

de inmediato a disposición del Agente del Ministerio Público, 

quien le hará saber al inculpado de que se le acusa, y quien lo 

acusa; así como también deberá hacerle saber de inmediato los 

derechos y beneficios que le conceden los artículos 134 Bis, 

270 y 271 del Código de Procedimientos Penales en vigor para el 

Distrito Federal, los cuales serán analizados posteriormente 

con más detenimiento. 

(42). Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Op. cit., Página 17. 
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El Agente del Ministerio Público, a la mayor brevedad posi­

ble, hará el nombramiento de defensor o persona de su confianza 

del inculpado; en base a la última parte del artículo 134 Bis, 

del Código de Procedimientos Penales en vigor para el Distrito 

Federal, y mismo que a la letra dice: "Los detenidos, desde el 

momento de su aprehensión, podrán nombrar abogado o persona de 

su confianza que se encargue de su defensa. A falta de uno u 

otro, el Ministerio Público le nombrará uno de oficio", (43 ) 

así como además solicitará la intervención del Médico Legista, 

a fin de que se practique al inculpado el exámen psicofisioló­

gico a que se refiere la parte segunda del artículo 271 del Có­

digo de Procedimientos Penales en vigor para el Distrito Fede­

ral, y el cual a la letra dice: "En todo caso, el funcionario 

que conozca de un hecho delictuoso, hará que tanto el ofendido 

-como~ el -Pr-e-S-u n-tO-Lesp_o_n sable_ sean __ ex aminado_s inmedia_t amen_t_e_p_o_r__ 

los Médicos Legistas, para que éstos dictaminen, con caracter 

provisional, acerca de su estado psicofisilógio". ( 44 ) Poste­

riormente deberá de tomarle su declaración al inculpado, en re­

lación a los hechos que se investigan, procurando que ésta sea 

concreta y concisa. 

Ahora bien, si de las actuaciones asentadas en la Averigua­

ción Previa el Agente del Ministerio Público considera que se 

encuentran reunidos los requisitos exigidos por el artículo 16 

Constitucional, procederá en contra del inculpado debiendo for­

mular por separado de la Averiguación Previa el Pliego de Con­

signaciones correspondientes, y deberá poner al inculpado a 

disposición del juez penal a la mayor brevedad posible¡ en don-

(43). Código de Procedimientos Penales. Trigecimoprimera edi­
ción. Editorial Porrúa, S.A. México 1983. Pág. 36. 

(44). código de Procedimientos Penales. Op. cit. Pág.60. 
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de se seguirá el procedimiento y quien será el encargado de ab­

solver o condenar al inculpado. 

En el supuesto caso de que durante la guardia del Agente 

del Ministerio Público que tomó conocimiento de los hechos, no 

se reunan los elementos necesarios para proceder penalmente en 

contra del inculpado, el Agente del Ministerio Público remitirá 

todo lo actuado, así como también al inculpado, objetos e ins­

trumentos del delito en caso de que los haya a la Agencia Cen­

tral Investigadora del Ministerio Público, misma que se encuen­

tra en el edificio principal de la Procuraduría General de Jus­

ticia del Distrito Federal, donde se cuenta con mayor número de 

recursos humanos y materiales para determinar la situación ju-

----.!'." Í-Él-iGa-Éle-l0.s-i-ne-tc1-1-¡::iacfos.~.------------------- -------

Si por el contrario, durante la guardia del Agente del Mi­

nisterio Público que tomó conocimiento de los presentes hechos, 

este considera que no existen elementos suficientes para poder 

proceder en contra del inculpado, optará; por dejarlo en liber­

tad bajo las reservas de ley y apercibimientos de rigor, de­

biendo de remitir la averiguación previa a la Mesa de Trámite 

correspondiente, en donde se seguirá el procedimiento y a donde 

deberá presentarse el inculpado tantas y cuantas veces se le 

requiera. 
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b.- LA DIFERENCIA DE LA DETENCION ANTE EL MINIS'rERIO PUBLICO 

DEL INCULPADO CON LA APREHENSION. 

El artículo 14 Constitucional establece que debe preceder 

juicio a todo acto de autoridad que pueda producirse en privar 

de la libertad entre otros derechos. 

'El sentido de la expresión "mediante juicio", adquiere cla­

ridad si se definen los vocables que la componen: mediante y 

juicio. Mediante quiere decir por medio de; que debe mediar un 

juicio entre la pretensión de privación y la resolución de pri­

vación; es decir el juicio debe darse en medio de la pretensión 

de privación y la decisión de privación; esto es, primero el 

--~ _juicio ~ J.uegJL l~pr ivéLci~n; D~ tal_f_o_rma~qüe~s_Ó_lD~c_uandD___s_e___ha_ __ 

sustanciado la controversia, cuando se ha tramitado este proce-

so contraductorio, cuando la pretensión y la oposición se han 

enfrentado, sólo después de ello, es válido y lícito resolver 

quien debe ser objeto de un acto de privación, de esta manera 

es incostitucional cualquier decisión de privación, si previa­

mente no se ha tramitado un juicio cuya culminación sea resolu­

ción de privación. 

Tema muy discutido fué el dilucidar si los juicios sólo 

pueden ser tramitados y resueltos por la autoridad judicial; la 

jurisprudencia ha establecido que todas las autoridades en cum­

plimiento de la garantía de audiencia, cuando pretendan llevar 

a cabo algún acto de privación, deben sustanciar el previo jui­

cio que el precepto Constitucional mencionado ordena. 
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Con lo anterior surgen rmí.ltiples cuestiones; como si ésto 

es jurídico y constitucionalmente aceptable o que s6lo son tri­

bunales los órganos del gobierno que se enmarcan dentro del po­

der judicial o aón más son tribunales los que también realizan 

la función jurisdiccional aunque formalmente forman parte de la 

administración. 

El problema del segundo párrafo del artículo 14 Constitu­

cional lo constituyen las formalidades escenciales del procedi­

miento, en el juicio que debe preceder al acto de privación, se 

deben cumplir con esas formalidades esenciales del procedimien­

to y que consisten en permitir una máxima oportunidad defensiva 

a los que pueden ser objeto de privación, en permitir cualquier 

medio de defensa a contrario-sensu, toda obstrucción a la de­

--fensa--ae-una-pe-1-so-n-a-impj_-i-ca- -e-st-ado-de-±nd-e-f-ensi-ón-y- -por--J:-o- -

mismo, violación a las formalidades escenciales del procedi­

miento, así queda claro que se viola de manera flagrante el se­

gundo párrafo del precepto Constitucional invocado, aunado a la 

persona que puede ser objeto de privación de su libertad no se 

le permite probar en favor de su pretensión. 

De lo anterior se puede decir que el acto de privación es 

constitucional, si ha precedido audiencia en la que se oiga al 

que va a sufrir la privación, pero esta oportunidad de ser oido 

no necesariamente debe ser previa, pues si el acto de privación 

no es definitivo, puede oírse a posteriore, sin que se viole la 

garantía de "mediante", sin embargo por disposición de la cons­

titución existen casos en que o no se tiene derecho al juicio o 

éste se tramita con posterioridad a la privación. 
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Por otro lado en artículo 16 Constitucional, se confunden 

los términos aprehensi6n y detensi6n, ya que se emplean corno e­

quivalentes o corno sinónimos, siendo el origen de la confusión 

el no haber diferenciado adecuadamente la función persecutoria 

del delito, con la función jurisdiccional, sin embargo estas 

medidas limitativas de la libertad personal impuestas por un 

carácter preventivo y no sancionador, aunque el tiempo que haya 

durado coartara su libertad se abone al sujeto en el supuesto 

de ser condenado, así pues originalmente son medidas preventi­

vas que se convierten en múltiples casos en penas a posteriori. 

Es notorio entonces que detención y aprehensión denotan si­

tuaciones jurídicas totalmente distintas, la primera se dice es 

el resultado de un acto jurisdiccional, es decir, viene a ser 

el estado de previsión de libertad que sufre una persona por 

mandato de un juez y que ha sido depositada en un lugar que 

preste seguridad necesaria para que no se evada, de tal forma 

que viene entonces a ser el estado jurídico de privación de la 

libertad siguiente a la aprehensión. 

La palabra Aprehensión, proviene del latín prehencia y sig­

nifica la actividad de coger, asir; en términos generales se 

entiende como el acto material de apoderarse de una persona 

privándola de su libertad llevadas por agentes de la autoridad 

y aún por otras autoridades hasta los particulares y se puede 

ejecutar de la siguiente manera: 

1.- En caso de flagrante delito, por cualquier persona sea 

o no agente de la autoridad, en efecto, dispone el artículo 16 

Constitucional que, en tal caso. "Cualquier persona puede a-
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prehender al delincuente y a sus cómplices poni~ndoles, sin de­

mora a disposici6n de la autoridad inmediata". 
1451 

Se entiende que el delincuente es aprehendido en flagrante 

delito no s6lo cuando es arrestado en el momento de estarlo co­

metiendo, sino tambi6n cuando despu6s de ejecutado el acto de­

lictuoso, el delincuente es materialmente perseguido y detenido 

en el curso de. la persecución ininterrumpida (art. 267 del C. -

P.P.), segdn el artículo 194 del Código Federal de Procedimien­

tos ·Penales existe flagrancia, además de las hipótesis mencio­

nadas, cuando en el momento de haber cometido el delito alguien 

sefiala al inculpado como responsable del mismo, y se encuentra 

en su poder el objeto, instrumento, huellas o indicios que ha­

gan presumir fundamentalmente su culpabilidad. 

El acto material, de aprehender al delincuente infraganti, 

que es legítimo por mandato Constitucional., no precisa por lo 

tanto, de auto previo de la autoridad judicial, es facultativo 

para el partícular y obligatorio para la autoridad o sus agen­

tes. 

2.- En caso de delito no flagrante, la aprehensión requie­

re previo auto de detención, por regla general 6ste acto sola­

mente puede ser dictado por la autoridad jurisdiccional a soli­

citud del Ministerio P~blico, previa comprobación de los requi­

sitos establecidos por el artículo 16 Constitucional, es de-

cir: 11 que proceda 

determinado que .la 

denuncia, acusación o querella de un hecho 

ley castigue con pena corporal, y sin que 

(45). Constitución Política de los Estados Unidos ;,1exicanos.­
Op. Cit., Página 12. 
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esten apoyadas aquéllas por declaración bajo protesta de perso­

na digna de fé o por otros datos que hagan probable la respon­

sabilidad del inculpado". 1461 

Por excepción, dispone el referido precepto constitucional 

que: "solamente en los casos urgentes, cuando no haya en el 

lugar ninguna autoridad judicial, y tratándose de delitos que 

se persiguen de oficio, podrá la autoridad admimistrativa, bajo 

su más estricta responsabilidad, decretar la detención de un a­

cusado, poniéndolo inmediatamente a disposición de la autoridad 

judicial". (4 71 

En resumen las llamadas "Ordenes de Aprehens i.ón", son las 

gue emanan de la autoridad judicial y_ gue se desJ;)achan_cuando _ 

han quedado satisfechos los requisitos legales, apoyándose lo 

anterior en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación que sefiala "para dictar la orden de aprehensión es 

necesario que lo pida el Ministerio Público, y si éste no soli­

cita dicha orden, el juez no tiene facultades para expedirla", 

por lo anterior es claro que debe distinguirse con claridad en-

tre aprehensión y orden de aprehensión, y obviamente con deten­

ción. 

~;--f51dem. Página 12. 
(47). Ibídem. Pág. 12. 
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e. - EL INCULPADO Y EL PRESUN'l'O RESPONSABLE. 

Partiendo de un hecho que razonablemente puede presumirse 

delictivo, el Agente del Ministerio Público inicia su función 

investigadora, en consecuencia está facultado para que una vez 

con sólidas bases jur Ídicas restringir o efectuar la libertad 

de las personas involucradas en una Averiguación Previa necesa­

riamente, en los casos en que hay necesidad de integrar un pro­

cedimiento reglamentado por las leyes. 

La calidad jurídica de las personas que se encuentran a 

disposición de la citada autoridad investigadora o a disposi­

ción de la autoridad jurisdiccional ejercitada la acción penal, 

se transforma produciendo diversas consecuencias jurídicas a 

través de los diferentes períodos del desarrollo del procedi­

miento penal, se observa entonces que se utiliza el término in­

diciado o presunto responsable para referirse a la persona que 

una vez concluídas las diligencias de investigación correspon­

dientes a la etapa de Averiguación Previa se le demuestra su 

presunta responsabilidad aunado a la acreditación de la exis­

tencia del cuerpo del delito en su caso, se le pone a disposi­

ción de la autoridad judicial para que responda a los actos a­

tribuídos. 

También se le denomina "procesado", cuando se está desarro­

llando el período del proceso propiamente dicho del Procedi­

miento penal; así como condenado después de dictada la senten­

cia ejecutoria, o también se le llama sujeto pasivo de la ac­

ción penal para finalmente, 11.amarsele genéricamente reo, "reus 

quos res agitur". 
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Tocante al t~rmino inculpado es sinónimo de culpado, acusa­

do, delincuente, y denota a toda persona que ha transgredido la 
Ley penal. 
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d. - REFLEXIONES ACERCA DEL AR'I'ICULO 134 BIS, DEL CODIGO DE PRO­

CEDIMIENTOS PENALES. 

El Derecho de Defensa en juicio, principio fundamenta] que 

caracteriza a todo ordenamiento procesal democrático. 

El artículo 134 bis, del Código ele Procedimientos Penales 

en vigor para el Distrito Federal, hace mención de algunos be­

neficios a que tienen derecho las personas que se encuentran 

involucradas en una averiguación previa, como presuntos respon­

sables de un delito, y mismo que a la letra dice: 

Art. 134 bis.- "En los lugares de detención dependientes 

del Ministerio Público no existirán rejas y con las seguridades 

Las personas que se encuentren en estado de ebriedad, bajo 

el influjo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas, aque­

llas que su situación mental denote peligrosidad y a quienes a 

criterio de la autoridad investigadora pretendan evadirse, se­

rán ubicadas en áreas de seguridad. 

El Ministerio Público evitará que el presunto responsable 

sea incomunicado. En los lugares de detención del Ministerio 

Público estará instalado un aparato telefónico para que los de­

tenidos puedan comunicarse con quien lo estimen conveniente. 

Los detenidos desde el momento de su aprehensión, podrán 

nombrar abogado defensor o persona de su confianza que se en­

parge ele su defensa. A falta ele una u otra, el Ministerio Pú­

blico le nombrará uno de oficio". 
1481 

(48). Codigo de Procedimientos Penales.- Op. cit., Pág. 36. 
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Así, las personas involucradas de una manera u otra en una 

Averiguaci6n Previa como presuntos responsables de un delito, 

que no hagan uso de su derecho de nombrar abogado defensor o 

persona de su confianza que se encargue de su defensa, serán a­

sistidas por un: defensor de oficio, Licenciado en Derecho o 

bien pasante de derecho; quien será designado en cada caso por 

el Agente del Ministerio Público, que conoce de la Averiguación 

Previa, lo cual deberá quedar asentado en una razón. 

Por lo anterior, considero que la Última parte del artículo 

134 Bis, del Código de Procedimientos Penales en vigor para el 

Distrito Federal, debería de ser modificada, o bien derogada¡ 

en virtud de que es contradictoria a lo que se refiere la frac­

ción IX del artículo 20 Constitucional, misma que a la letra 

dice: 

Art. 20.- "En todo juicio del orden criminal tendrá el a­

cusado las siguientes garantías: 

Fracción IX. - Se le oirá en defensa por sí o por persona 

de su confianza, o por ambos, según su voluntad. En caso de no 

tener quien lo defienda, se le presentará lista de los defenso­

res de oficio para que elija el que o los que le convengan. Si 

el acusado no quiere nombrar defensores, después de ser reque­

rido para hacerlo, rendir su declaración preparatoria el juez 

le nombrará uno de oficio. El acusado podrá nombrar defensor 

desde el momento en que sea aprehendido, y tendrá derecho a que 

éste se encuentre presente en todos los actos del juicio; pero 

tendrá obligaci6n de hacerlo comparecer cuantas veces se nece­

site". (49 ) 

(49). Conititución Política de los Estados Unidos Mexicanos.­
Op. cit., Página 16. 
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e.- LOS ARTICULOS 270 Y 271 DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

Con el fin de asegurar el respeto a las garantías indivi­

duales a que tiene derecho toda persona desde el momento en que 

es pueBta a disposición del Agente Investigador dE,l Ministerio 

Público, como presunto responsable de algún delito o bien, se 

encuentre involucrada de una manera u otra en una Averiguaci6n 

Previa, debe hacersele saber los derechos y beneficios que le 

conceden los artículos 270 y 271 del C6digo de Procedimientos 

Penales en vigor para el Distrito Federal; mismos que deberán 

ser explicados ampliamente por los titulares de las Agencias 

Investigadoras del Ministerio Público, explicando además la 

forma en que opera cada uno de ellos. 

Beneficios a los cuales se tendrá derecho, siempre y cuando 

los presuntos responsables cumplan y reunan los requisitos ne­

cesarios para poderlos solicitar, y mismos que podrán hacer va­

ler en cualquier momento que lo deseen. 

A continuación, mencionaré el contenido de los artículos 

270 y 271 del Código de Procedimientos Penales en vigor para el 

Distrito Federal. 

Art. 270.- "Antes de trasladar al presunto reo a la cárcel 

preventiva, se le tomarán sus generales y se le identificará 

debidamente, haciéndole saber el derecho que tiene para nombrar 

defensor. Este podrá, previa la protesta otorgada ante los 

funcionarios del Ministerio Público o de la policía que inter­

vangan, entrar al desempefio de su cometido". 
1501 

(50). Codigo de Procedimientos Penales.- Op. cit., Pág. 59. 
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Ahora bien por lo anterior considero de nueva cuenta que 

debe ser derogada la parte Última del artículo 134 bis del mis­

mo precepto legal, y al cual se hizo referencia en el punto an­

terior del presente trabajo; en virtud de que la defensa del 

inculpado se encuentra mejor establecida en el contenido del 

artículo 270 del Código de Procedimientos Penales en vigor para 

el Distrito Federal. 

Art. 271.- "Si el acusado o su defensor solicitaren la li­

bertad causional y se tratare de un delito no comprendido en el 

párrafo 9o. de este artículo, los funcionarios mencionados en 

el artículo anterior, se concretarán a recibir la petición re­

lativa, y agregarla al acta correspondientfi,, para que el juez 

resuelva sobre el particular. 

En todo caso, el funcionario que conozca de un hecho delic­

tuoso, hará que tanto el ofendido como el presunto responsable 

sean examinados inmediatamente por los médicos legistas, para 

que éstos dictaminen, con caracter provisional, acerca de su 

estado psicofisiológico. 

En las averiguaciones que se practiquen por delitos de im­

prudencia practicados con motivo del tránsito de vehículos, 

siempre que no se abandone a quien hubiese resultado lesionado, 

no procederá la detención del presunto responsable, si éste ga­

rantiza suficientemente ante el Ministerio Público el no sus­

traerse de la acción de la justicia y, en su caso el pago de la 

reparación del dafio. 
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El Ministerio Público fijará de inmediato la garantía co­

rrespondiente, en los términos existtc:ntes en la averiguación 

previa, una vez que le sea solicitada la libertad del presunto 

responsable. 

El Procurador determinará mediante las disposiciones de ca­

rácter general el monto de la causjón aplicable e; los casos de 

lesiones y homicidio por imprudencia con motivo del tránsito de 

vehículos y en aquellos en que con estos delitos concurran o­

tros en que sea procedente la libertad causional. 

Cuando el Ministerio Público deje libre fal presunto respon­

sable lo prevendrá para que comparezca ante el mismo para la 

práctica de diligencias de averiguación, en su caso y concluída 

ésta ante el juez a quien se consigne la averiguación previa 

quien ordenará su presentación y si no comparece ordenará su 

aprehensión, previa solicitud del Ministerio Público mandanáo 

hacer efectiva la garantía otorgada. 

El Ministerio Público podrá hacer efectiva la garantía si 

el presunto responsable desobedeciere, sin causa justificada, 

las órdenes que dictare. 

La garantía se cancelará y en su caso se devolverá cuando 

se resuelva el no ejercicio de la acción penal o una vez que se 

haya presentado el presunto responsable ante el juez de la cau­

sa y éste acuerde la devolución. 

En las averiguaciones previas por delitos que sean de la compe­

tencia de los juzgados mixtos de paz o siendo de los juzgados 
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penales cuya pena no exceda de cinco años de prisión, el pre­

sunto responsable no será privado de su libertad corporal en 

los lugares ordinarios de detención y podrá quedar arraigado en 

su domicilio, con la facultad de trasladarse al lugar de su 

trabajo, si concurren las circunstancias siguientes: 

I.- Proteste presentarse ante el Ministerio Público que 

tramite la averiguación, cuando éste lo disponga; 

II.- No existan datos de que pretenda substraerse a la ac­

ción de la justicia; 

III.- Realice convenio con el ofendido o sus causahabien­

tes, ante el Ministerio Público, de la forma en que reparará el 

daño causado, en su caso, cuando no se convenga sobre el monto, 

el Ministerio Público con base en su estimación de los daños 

causados, en la inspección ministerial que practique, en las 

versiones de los sujetos relacionados con los hechos y los de­

más elementos de prueba de que disponga, determinará dicho mon­

to; 

IV.- Que tratándose de delitos por imprudencia ocasionados 

con motivo del tránsito de vehículos, el presunto responsable 

no hubiese abandonado al lesionado, ni participado en los he­

chos en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes 

o substancias psicotrópicas; 

v.- Que alguna persona a criterio del agente investigador 

del Ministerio Público, fundado en los datos que recabe al res­

pecto, se comprometa, bajo protesta, a presentar al presunto 

responsable cuando así se resuelva; 
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VI. - En caso de que el acusado o la persona a que se re­

fiere la fracción anterior, desobedeciere si.n justa causa las 

6rdenes que dicte el Ministerio Público, se revocará el arraigo 

y la averiguación previa será consignada en su caso, solicitan­

do al juez competente_orden de aprehensión en su contra, y 

VII. - El arraigo no podrá prolongarse por más de tres 

días, transcurridos éstos el arraigado podrá desplazarse libre­

mente, sin perjuicio de que el Ministerio Público, si así pro­

cediese, consigne la averiguación y solicite la orden de a­

prehensión. 

El Ministerio Público hará del conocimiento de los deteni-

dos el alcance de sus derechos así como los términos en que 

puedan ser disfrutados, lo cual deberá constar en diligencias 

por separado". (511 

La libertad causional, a que se refiere el precepto antes 

mencionado, será fijada por el Agente Investigador del Ministe­

rio Público, de acuerdo a las lesiones y a los daños que se ha­

yan causado; lo cual se hará mediante depósito de la cantidad 

fijada en la Nacional Financiera, S.A. 

(51). Codigo de Procedimientos Penales. -
61, 62. 

Op. cit., Pág. 60, 
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f.- OTROS BENEFICIOS EN RELACIONAL INCULPADO. 

La auto~ idad y respetabilidad que les corresponde a los A­

gentes del Ministerio Público en su carácter de funcionarios 

responsables de la Procuración de Justicia en sus áreas de de­

cisión ha sido rehabilitada a trav~s de la confianza que el Ti~ 

tular de la Institución ha ratificado, en tale~ condiciones ~l 

Ministerio Público debe ejercer la función atribuída por el ar­

tículo 21 Constitucional, asumiendo totalmente la responsabili­

dad de ejercer o no la acción penal; así se han emitido diver­

sas disposiciones que apoyan lo anterior. 

FUERA REJAS . - Ningún ciuda-

dano detenido para averigua­

ción previa, sufrirá la ver-

~guenza de estar atrás de una 

reja sin haber cometido deli­

to, Se han suprimido las re­

jas en las Agencias del Mi·· 

nisterio Público y funciona­

rán ahora Salas de Espera con 

instalaciones decorosas. 

LIBERTAD CAUCIONAL. - La per­

sona que cometa delito de le­

siones al conducir un vehícu­

lo, podrá obtener su LIBERTAD 

PROVISIONJ1L, mediante depósi­

to de $20,920.00 (VEINTE MIL 

NOVECIENTOS VEINTE PESOS). 
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ARRAIGO DOMICILIARIO. - Podrá 

disfrutar de ARRAIGO DOMICI­

LIARIO, hajo custodia de al­

gún familiar o vecino, la 

persona que habiendo cometido 

un delito imprudencial, no 

tenga dinero para otorgar 

caución. 

ARRAIGO EN EL CENTRO DE TRA­

BAJO. - El beneficio de A­

rraigo Domiciliario, también 

~oará exter.aerse a los cen 

tros de trabajo, mientras se 

integra la averiguación, bajo 

la custodia de la persona de­

signada y con la conformidad 

del patrón. 

PRESENTACION DIRECTA ANTE EL 

JUEZ.- Quien disfrute de A-

rraigo Domiciliario y sea 

consignado, será presentado 

directamente ante el Juez. 
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LIBERTAD IMPROCEDENTE.- Si 

solamente existe acusación, 

sin testigos ni pruebas, la 

persona gozará de inmediata 

libertad. 

LIBERTAD CON RESERVAS.-

Cuando la presunta responsa­

bilidad no- se determine de 

inmediato en delitos impru­

denciales ele tránsito, se po­

drá gozar de libertad con re-

servas. 

AUXILIO A LESIONADOS.- Nin-

gún ciudadano será detenido 

por prestar auxilio a un le-

sionado. Por el contrario, 

será merecedor de RECONOCI­

MIENTO CIVICO. 

NINGUN DETENIDO INCOMUNICA-

DO.- Dentro de las salas pa­

ra detenidos, existe un telé­

fono para que por ninguna 

causa O motivo, alguien per­

manezca INCOMUNICADO. 
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ORIENTACION SOCIAL. - También 

funciona un orientador sociál 

dentro de las agencias del 

Ministerio Público, para o­

rientar y ayudar a los dete­

nidos o a sus familiares, en 

relación a problemas de ca­

rácter humano. 

DICTAMENTES PERICIALES.- La 

Unidad Central de Supervisión 
~T~écnica ~ ~~~1Tictamenes Peri- -~ ~ 

ciales, en materia de tránsi-

to terrestre de vehículos, 

garantiza la imparcialidad y 

correcta elaboración de dic­

támenes. 

LEVANTAMIENTO DE CADAVERES. -

A efecto de retirar de la vía 

pública, lo más rápidamente 

posible un cadaver, serán a­

tendidos de inmediato los re­

portes al respecto. 
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TELEFONOS DE LA PROCURADO-

RA.- Cuando exista un pro-

blema por falta de atención, 

o violación a los derechos 

del ciudadano, funcionan las 

24 horas del día los teléfo­

nos de la Procuradora, para 

recibir dichas quejas. 
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g.- TRASCENDENCIA Y CONCIENTIZACION DE LA FUNCION PERSECUTORIA. 

El órgano que ocupa nuestra atención, como representante 

social desarrolla en materia criminal dos funciones específ i­

cas: La persecución de los delitos, que se bifurca en una ac­

tividad investigadora y en el ejercicio de la acción penal, y 

la de parte en el proceso. 

Acatando el pensamiento de la Alta Magistratura, expondre­

mos algunas de las frases jurisprudenciales que encierran los 

principios sustentados: 

"La abstención en el ejercicio de la acción penal, por par­

te del Ministerio Público, al igual que el desistimiento de e-

- - - - - -l-l-a-, -e0mpr--e-nde-v-i-o-l-ae-iones-sociales_y____no_JllL-9 aran tías ind i vi -

duales, y por lo mismo no puede quedar sometida al control 

constitucional del juicio de amparo ••• "( 52 ) "Interpretar 

nuestra Carta Magna en otro sentido, equivaldría a nulificar 

los propósitos que tuvo el Congreso Constituyente de 1917 para 

aprobar la forma del artículo 21 de la Constitución Federal de 

1857 ya que, por medio de una indebida y arbitraria interpreta­

ción del precepto que actualmente nos rige, continuaría el Mi­

nisterio Público en el carácter de elemento puramente decorati­

vo, los jueces mexicanos serían los encargados de averiguar los 

delitos, y el ejercicio de la acción penal ya no estaría enco­

mendada exclusivamente al Ministerio Público y a la policía ju­

dicial, sino que ambos lo compartirían con la autoridad judi­

cial. •• " (53 ) La anterior interpretación del artículo 21 

(52). JURISPRODENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NA­
CION. s,ptima Epoca 1917-1976 Ediciones Mayo. M~xico.-
1976. Pág. 347. 

(53). Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción.- Op. cit. Página 348. 
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Constitucional, única que respeta el equilibrio de poderes en 

que descansa nuestro régimen político, no queda desvirtuada por 

el hecho de que la indebida abstención en el ejercicio de la 

acción penal por parte del Ministerio Público pueda causar da­

ños patrimoniales a los particulares ofendios en los delitos 

denunciados, pues partiendo de la base indiscutible de que a e­

sos particulares no pueda reconocérseles ningún derecho desde 

el punto de vista de la represión de los delitos, sino solo 'en 

cuanto a la reparación del daño, debe considerarse que la co­

rrecta interpretación del artículo 21 Constitucional solo cam­

bia en la vía judicial, mediante la cual los afectados puedan 

entablar una acción, pues cuando el Ministerio Público se abs­

'tiene de ejercitar la acción penal, tiene su alcance la vía ci­

vil para demandar el pago de daños y perjuicios derivados de un 

----fiecho 1íic1to en el aspecto civil, concepto que se equipara ei--- -­

derecho al de lo ilícito penal, integrante de un delito". 
1541 

"Las facultades del Ministerio Público no son discreciona­

les, puesto que debe obrar de modo justificado y no arbitrario, 

y él sistema legal que garantice a la so.ciedad el recto ejerci­

cio de las funciones de esa institución, puede consistir en la 

organización de la misma, y en los medios de exigirle _la res­

ponsabilidad consiguiente, y si los vacíos de la legislación lo 

impiden, esto no es motivo para que se viole lo mandado por el 

artículo 21 Constitucional".
1551 

( 54) • 
(55). Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Na-

ción.- Op. cit., Página 35,0,· ... ·"··· .. , ........ . 
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"De concederse el amparo, ,ste tendría por objeto obligar a 

la autoridad responsable a ejercitar la acción penal, (a sa­

biendas que no existen elementos bastantes para darle movimien­

to o de que operen impedimentos legales para lo mismo), lo cual 

equivaldría a dejar al arbitrio de los Tribunales de la Federa­

ción, la persecución ·de los delitos, contrariando expresamente 

el contexto del artículo 21 invocado". 
1561 

Contemplamos, así, tres posiciones divergentes en relación 

al control de la acción persecutoria de los delitos que detecta 

el Ministerio Público: Uno reconoce tácitamente la imposibili-

dad jurídica de encuadrarla en el marco estrictamente constitu­

cional, pugnando por encontrar-la afinidad o concordancia entre 

la ley reguladora y el hecho regulado¡ otra, afirma que la le­

gislación vigente permite el control constitucional de dicha 

actividad, y la Última, niega de plano ra-ingerenciactei----roa~­

Judicial, así sea Federal, en el ejercicio de la actividad per­

secutoria de los delitos, incluida la acción penal, que compe-

te, seg6n este criterio, al Ministerio Público, exclusivamente. 

El conflicto doctrinal y jurídico-social que representa la 

acción persecutoria de los delitos y concretamente el ejercicio 

de la acción penal, nos obliga a profundizar en su análisis, 

convencidos de su relevante importancia. Así, nos avocaremos 

al estudio de esta cuestión, abordando diversas materias con 

las que se encuentra relacionada, para llegar a establecer un 

criterio propio. 

(56). Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción. 
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Incursionaremos en esta tarea, empezando por el concepto de 

la acción penal, para conocer los efectos que su ejercicio o su 

abstenci6n producen, tanto en lo social como en lo jurídico. 

Es definida la acci6n penal por Garraud, como el recurso 

ante la autoridad judicial ejercitando en nombre y -en interés 

de la sociedad para llegar a la comprobaci6n del hecho punible, 

de la culpabilidad del delincuente y a la aplicaci6n de las pe­

nas establecidas por la ley; por su parte Florian entiende por 

acción ·penal el poder jurídico de excitar y promover la deci­

sión del órgano jurisdiccional sobre una determinada relación 

de derecho penal, y Alcalá Zamora la concibe como el poder ju­

rídico de promover la actuación jurisdiccional a fin de que el 

juzgador pronuncie acerca de la punibilidad de hechos que el 

titular de aquélla reputa constitutivos de delito. 

Observamos que la finalidad de la acción penal, según estos 

conceptos, tiende a la satisfacción del derecho social de cas­

tigar, o pretensión punitiva, que compete al Estado; es decir, 

mediante la acción penal, el 6rgano que la ejecuta pretenue 

comprobar los hechos punibles, la responsabilidad del sujeto 

activo, concluyéndose en el castigo de éste. Empero, adhirién­

donos a las ideas del jurista García Ramírez, estimamos que me­

diante la acción penal hay una pretensión de justicia penal, y 

no necesariamente pretensión punitiva, debido a que existen ca­

sos en los cuales el Ministerio Público está obligado a desis­

tirse de esa acción, cumpliendo con la pretensión de justicia 

penal, a pesar de que no aplica castigo alguno al procesado. 
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Ahora bien, de acuerdo a los caracteres que la doctrina a­

tribuye a la acción penal, se afirma que ésta es autónoma, pú­

blica, indivisible, irrevocable, de condena y única. 

La nota de autonomía se refiere a que la acción penal es 

independiente tanto del derecho abstracto de castigar, como de 

ese mismo derecho concretando a un individuo particularizado. 

Esto quiere decir, que el derecho abstracto, subjetivo, de cas­

tigar, o más bien de aplicar justicia penal, existe por sí solo 

y se concretiza como una consecuencia mediante la acción penal, 

la cual, por lo tanto, es independiente, autónoma. 

La acción penal es pública por cuanto que la sociedad es 

titular del bien jurídico lesionado y del interés de reparación 

--- --------jurí-a-tca-der-i-vada-de-1-heeho-i-l íe i to ,,---~ 

La indivisibilidad de la acción penal se refiere a que se 

despliega en contra de todos los participantes del delito, de 

donde se justifica que si la querella o el perdón se presenta 

en contra o en favor de uno de los autores del ilícito penal, 

sus efectos se extenderán en ambos casos a todos los demás par­

tícipes. 

El carácter de irrevocabilidad significa que una vez que 

mediante la acción penal se inicia el proceso, sólo puede ter­

minar por sentencia¡ es decir, que el actor carece de facultad 

para desistirse. El Derecho Positivo Mexicano no reconoce el 

principio de la irrevocabilidad, lo cual es aplicable por si, 

como ya hemos dicho, a través de la acción penal se pretende 

llegar a la satisfacción de la justicia penal, es obvio que 
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cuando esta finalidad se presenta, aún dentro del procedimien-· 

to, el pretensor puede desistirse de su acción por haber sido 

cumplido el cometido de ésta. 

Al expresar que la acción penal es de condena, se da a en­

tender que su objeto es siempre la sanción de Ún individuo de­

terminado como responsable de hechos delictuosos. Consideremos 

que aunque por lo general el resultado de la acción pueda ser 

el castigo del delincuente, no siempre es así, pues tanto la 

absolución como la condena son formas de realizar la pretensión 

de justicia penal, por lo que p'teferimos decir que la acción 

penal es de justicia penal y no fatalmente de condena. 

La acción penal es única porque es solo uno su contenido, y 

no puede ser diferente para cada uno de los delitos pues siem­

pre debe tomarse en cuenta la finalidad que con ella se preten­

de, independientemente de los tipos penales. 

Por otro lado, vemos también que la acción penal, como 

cualquiera otra acción, está supeditada a la decisión del órga­

no jurisdiccional ante quien se promueve, de manera que tal ac­

ción compete a una utoridad distinta de la judicial y que por 

no encuadrar dentro de la esfera de atribuciones legislativas, 

desde el punto de vista material, corresponde al Ejecutivo. 

Asimismo, aparte del razonaminto anterior, habíamos asenta­

do que los actos mediante los cuales el Ministerio Público e­

jerce sus atribuciones son de Índole formal y materialmente ad­

ministrativas, por lo que, siguiendo la secuencia sistemática 

de este análisis estudiaremos a la acción penal desde el ángulo 

del derecho administrativo. 
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Al tratar los elementos del acto jurídico administrativo, 

indicamos que el sujeto que lo realiza debe ser ónicamente 

quien tenga aptitud o competencia legal para ello, advirtiendo 

que la competencia es obligatoria, a diferencia de la capacidad 

privada que es protestativa. Es obligatoria porque se otorga 

para que los órganos cumplan las atribuciones que el Estado les 

tiene encomendadas, existiendo, sin embargo dos. posibilidades a 

este respecto: En ocasiones la ley determina las ·condiciones 

en que debe ejercitarse la competencia, o bien puede dar liber­

tad de apreciación respeto a la oportunidad de su ejercicio. 

En el primer caso la sola concurrencia de las condiciones pre­

vistas por la ley es suficiente para que el órgano deba ejerci­

tar los actos jurídicos cuyo cumplimiento -establece la misma 

ley. En el segundo presupuesto la libertad de apreciación que­

da subordinada al interés póblico fuera de todo movil personal 

o cualquier otro motivo que pueda influir para decidir sobre el 

uso de la competencia autorizada. 

De esta manera, estamos en presencia del principio de lega­

lidad y de la facultad discrecional, que constituye su excep­

ción. Segón Bonnard, la facultad discrecional otorgada a la 

administración es "un poder libre de apreciación para decidir i 

debe obrar y abstenerse, en qué momento debe obrar, como debe 

obrar y que contenido va a dar a su actuación. El poder dis-

crecional consiste - sigue diciendo este autor - en la libre a­

preciación dejada a la Administración para decidir lo que es o­

portuno hacer o no hacer". 
1571 

( 57). RIVERA SILVA, Manuel.­
no". Cuarta Edición. 
1965. Pág. 106. 

"El Procedimiento 
Editorial Porrúa, 

Penal 
S.A. 

Mexica­
México, 
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Es pertinente diferenciar en este punto el poder discrecio­

nal, del poder arbitrario, pues el primero tiene un origen le­

gítimo basado precisamente en la autorización legislativa, y un 

límite que le sañala la propia ley o que de no hacerlo, existe 

siempre ese límite en el interés general que como finalidad Ól­

tima persigue la administración; mientras que en el segundo, en 

el poder arbitrario, existe una manifestación personal del ti­

tular de un órgano administrativo, que obra impulsado por inte­

reses particulares y por lo tanto carece su decisión de funda­

mento legal. 

Por esta razón, la facultad descrecional está sujeta a un 

control judicial, cuando el criterio subjetivo del que la ejer­

cita no es razonable, sino arbitrario notoriamente injusto y 

contrario a la equidad. 

Ahora bien, para dilucidar cuándo un acto es arbitrario, o 

producto de una facultad discrecional, aón cuando no es posible 

fijar un límite que evada lo subjetivo, debe atenderse a cier­

tas reglas que nos aporta la doctrina: 

a) Los principios de la legislación constitucional que o­

bligan a dar seguridad y certidumbre a determinados derechos. 

Desde éste punto de vista, la autoridad debe tener una compe­

tencia ligada por la ley y no un poder discrecional. 

b) Las consecuencias que impone la función misma de la fa­

cultad discrecional. Desde ~ste ángulo, dicha función consiste 

en dar flexibilidad a la ley, para adaptar la a circunstancias 

imprevistas o para admitir que la Administración haga una apre-
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ciación técnica de los elementos que concurren en un caso de,­

terminado o pueda, por Óltimo hacer equitativa la aplicación de 

la ley. 

La combinación de estas dos reglas produce la fórmula en la 

cual la ley conserva un mínimo de competencia ligada a ella, 

preservando los derechos de los particulares al lado de la com­

petencia discrecional estrictamente necesaria para evitar el 

menoscabo de los· intereses póblicos fundamentales. De esta 

forma puede concluírse que un acto que no posea este justo me­

dio de discrecionalidad, será un acto arbitrario. 

La función del Ministerio Póblico dentro del proceso penal 

representa también una cuestión cardinal, en punto a su debe 

ser considerado o no corno parte. 

A este respecto empezaremos por enunciar las diferentes a­

cepciones que tratadistas reconocidos han dado del concepto 

parte. 

Escriche dice,que: "es parte cualquiera de los litigantes, 

sea el demandante o el demandado. Mostrarse parte es presentar 

una persona a pedimento del tribunal para que se entregue el 

expediente, y pedir en su vista lo que convenga". (58 ) 

En la e-nciclopedia Espasa se leé: "parte es la persona in­

teresada en un juicio y que sostiene en él sus pretensiones, 

compareciendo por sí mismo o por medio de otros que la repre-

sentan real o presuntivamente. 

tervienen en el juicio son dos: 

En general las partes que in­

ACTOR que presenta la demanda 

(58). PALLARES, Eduardo.- "Diccionario de Derecho Procesal Ci­
vil". Octava Edición. Editorial Porr~a, S.A. México 
1975 Pág. 588. 
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ejercitando la acción, y REO que es a quién se exige el cum-· 

plimiento de la obligación que se persigue mediante la acción. 

Puede haber un número indefinido de actores y reosº. (Sg) 

Por su pai;Í:e expresa Caravantes: "Por litigantes se en-

tiende, las personas interesadas que contravienen sus derechos 

respectivos ante la autoridad judicial. Tales son el Demandan­

te o Actor, llamado así AB AGENDO; que es el que propone la ac­

ción y provoca el juicio reclamado de otro en derecho •.. ; y el 

Demandado o Reo, dicho así a Re, que es la persona provocada a 

juicio por el Actor, y contra quién éste reclama la satisfac­

ción de un derecho el cumplimiento de una obligación 11
.{ 60) 

Chiovenda sostiene: "Es parte el que demanda en nombre 

propio {o en cuyo nombre es demandado) una actuación en la ley, 

y aquél frente al cual está demandada", ... "llamamos parte a a­

quél frente al cual es demandada la actuación (de la ley) no 

contra quies es demandada". ( 611 

Refiriéndose al Ministerio Público manifiesta que sólo es 

parte "Cuando procede por vía de acción", y que no siempre que 

la ley lo llama a intervenir tiene el carácter de parte. 

Más adelante agrega que el concepto de parte se determina 

por la naturaleza del interés defendido, que puede ser económi­

co, moral, individual, social, etc.; y afirma que lo esencial 

es ser sujeto activo o pasivo de la demanda judicial. 

(59). Citado por PALLARES, Eduardo.­
(60), Citado por PALLARES, Eduardo.­
(61). Citado por PALLARES, Eduardo.-

Ibídem Pág. 588. 
Ibídem pág. 588 
Ibídem pág. 588 
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Hace incapié en que personas que no son titulares de los 

derechos controvertidos, pueden figurar como partes en el plei­

to, verbigracia en los casos de sustitución procesal, acreedo­

res concurrentes en los juicios de quiebra, Ministerio Público, 

etc. 

Sin embargo, admite que no siempre el interés determina 

quienes son partes, pues puede suceder que personas interesadas 

directamente en una controversia judicial no figuren en ella, 

como acontece en el proceso penal. 

Carnelutti ( 62 ) hace una separación entre sujeto de li ti­

gio y el sujeto de la acción, al primero lo define como la per­

sona respecto de la cual hace el juicio, y al segundo, como la 

-p@-r--Sona-qu@- -1~ aG-@-e-1------:i-u-i-G--i-o-o- GGAG-ll-r-Fe-a--l'l-aee-r-10-,--------y-eo H G--l-t1y-e--e-s-~ 

te autor que en el sujeto de litigio recaen las consecuencias 

del juicio, mientras que no sucede otro tanto con el sujeto de 

la acción. 

Reconoce que por regla general sujeto de litigio y sujeto 

de la acción coinciden, aunque advierte que puede ocurrir que 

el sujeto de la acción no sea el sujeto del litigio, corno suce­

de en los casos de interventor y de Ministerio Público intervi­

niente, ya que en ellos no se discute en el juicio los intere­

ses de las personas que actuan o realizan el proceso, sino de 

otras diversas, por ejemplo, el ofendido. 

~62). Citado por PALLARES, Eduardo.- Ibidem Pág. 590 
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Hace otra distinción, ahora entre parte en sentido formal y 

parte en sentido material, asentando que el sujeto del interés 

es parte.en sentido material, y el sujeto de la acci6n es parte 

en sentido formal¡ en otras palabras, el titular del interés es 

parte en sentido material, mientras que el titular de la volun­

tad lo es en sentido formal, y explica que por ello el Ministe­

rio Público es parte en éste Último sentido. 

De los anteriores conceptos, el emitido por Chiovenda y el 

de Carnelutti son los que más se acercan a la acepción de parte 

que debe recaer en el Ministerio Público no es sino sujeto, 

pues su función es "desinteresada, objetiva e informada tan só­

lo en los principios de la verdad y la justicia" y Massari que 

considera que tan solo lo es en sentido formal o funcional, más 

no en sentido sustancial, ya que no defiende derechos propios, 

-- -jé)e-.t'-s-on-a-l-es-e-i-c:1-u-a-l-me-n-t-F-l-0-r-i-a-n-e¡u-i-e-n-m-an-i-f~i-e-s-t--a-E¡ue- e-l----M-i-n-i-s-1:ce-­

r io Público es parte en un sentido especial, "sui generis", a 

pesar de que atribuye el carácter de parte a "aquel que deduce 

en el proceso penal o contra el que se deducida una relación de 

derecho sustantivo, en cuanto está investido de las facultades 

procesales necesarias para hacerlas valer o respectivamente, 

para oponerse (contradecir)"· 
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h.- REFLEXIONES Y APORTACIONES. 

Estimamos haber hecho un examen minucioso del problema ju­

rídico-social que representa la abstención indebida del ejerci­

cio de la acción penal por parte del Ministerio Público y como 

ya lo observamos origina considerables perjuicios al agraviado 

del delito, creando desconfianza en el Representante Social y 

distorsionando la administración de justicia. 

Vistos los argumentos esgrimidos por quienes niegan la pro­

cedencia del juicio de amparo el no ejercico de la acción penal 

a pesar de que esta abstención sea indebida, y analizando los 

razonamientos expuestos por quienes afirman la procedencia de 

la acción de amparo en tales caso, nos incrinamos por esta Úl­

tima corriente, tomando como bases las siguientes consideracio-

-ne-s+ 

1.- La abstención indebida del ejercicio de la acción pe­

nal por parte del Ministerio Público, representa el incumpli­

miento de una atribución obligatoria, reglada o vinculada, 

constituyendo, por tanto un acto arbitrario. 

2.- La acción persecutoria de los delitos es la obligación 

que el Ministerio Público tiene frente al gobernado (ofendido 

del delito) en la relación de supra o subordinación mediante 1; 
cual se exterioriza la garantía individual de seguridad jurídi-

ca. 

3. - El ordenamiento constitucional da vida a los Órganos 

autoritarios y enmarca su esfera copetencial de atribuciones o-
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bligatorias, de manera que en un Estado de derecho ninguna au­

toridad debe transgredir el ordenamiento jurídico del que ema­

na, en virtud de lo cual es procedente la intervención del Po­

der Judicial, como órgano de control Constitucional, para obli­

gar a cualquier autoridad a ajustarse a los lineamientos del 

Código Fundamental, ya sea en un sentido positivo (obligación 

de hacer) o en un sentido negativo (obligaci6n de abstenerse). 

4. - La reparación del daño, como obligación derivada del 

delito, es diversa de la que surge en un ilícito civil. 

5.- La obligación de reparación exigible al autor del de­

lito forma parte de la pretensión punitiva, por lo que se le 

considera como pena pública. En cambio, cuando es exigible a 

terceras personas, tiene carácter de responsabilidad civil. 

6.- La sentencia penal no puede rebasar los límites de la 

acusación, de manera que cuando el Ministerio Público indebida­

mente se desiste de la acción penal o formula conclusiones ina­

cusatorias, incumple con ello la obligación persecutoria de los 

delitos que le impone la Constitución, razón por la cual loma­

nifestado en relación al no ejercicio de la acción penal es a­

plicable a estos dos supuestos. 
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A PE N DICE. 

Considerando que nuestro régimen de derecho las actividades 

de los órganos de gobierno han de apegarse absoluta y estricta­

mente a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­

nos y las Leyes secundarias que emanan de ésta. 

La Procuraduría General de Justicia, Órgano de gobierno del 

Distrito Federal en materia de procuración de justicia, deberá 

realizar sus funciones dentro de dicho marco de legalidad. 

De acuerdo con lo anterior, es preciso fortalecer las acti­

vidades sustantivas de su responsabilidad, consistentes en in­

vestigar y perseguir los delitos, representar a la sociedad y 

en general, velar por el cumplimiento del orden jurídico en los 

casos de su competencia. 

Para tales efectos, se procedió a examinar los Acuerdos y 

Circulares, para dejar en vigor aquellos que se apeguen a las 

disposiciones constitucionales y a las leyes secundarias, siem­

pre y cuando no sean transcripción de unas o de otras, modifi­

car en lo conducente los que se aparten de esas directrices, o 

resulten perceptibles y revocar los que sean violatorios de la 

ley fundamental o de las normas derivadas de ésta, por ende con 

fundamento en los artículos 21 y 75 fracción VI base Sa. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; lo., 

fracción IV y 18 fracciones III y IV de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he teni­

do a bien dictar la siguiente: 
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e IR e u LAR: 

PRIMERO. - Se confirman las disposiciones administrativas 

identificads como: C/10/73; C/5/75; C/6'75; C/2/77; C/3/77; 

A/1/77; A/4/77; 

A/24/77; C/8/77; 

A/49/79; C/18/79; 

A/60/82; C/26/82; 

A/9/77¡ A/10/77; A/17/77; A/20/77; A/22/77; 

A/27/77; C/11/77; C/13/78; A/40/78; A/48/79; 

A/53/80; C/20/80; C/21/80, A/56/81; A/57/81; 

A/62/82. 

SEGUNDO. - · Se modifican las disposiciones administrativas 

identificadas como: A/5/77; A/8/77; A/11/77; A/19/77; A/10/77, 

A/28/77; A/36/78; A/37/78, 

TERCERO.- Se revocan las disposiciones. administrativas i-

dentificadas como: C/1. 77; C/3/75; A/4/76; C/9/76; C/4/77; 

A/2/77; A/3/77; A/6/77; A/7/77; A/13/77; A/14/77; C/5/77; 
------

C/6/77, C/7/77; A/15/77; A/16/77; A/18/77; A/21/77; A/23/77; 

A/25/77; A/26/77; A/26/77; A/9/77; A/29/78; C/12/78; A/30/78; 

A/31/78; A/32/78; C/14/78; A/33/78; A/34/78; A/35/78; A/38/78; 

C/15/78; A/39/78; A/41/79; A/42/79; A/43/79; A/44/79; C/17/79¡ 

A/45/79; A/46/79; A/47/79; A/47/79; A/50/79; A/51/79; A/16/79; 

C/19/79; A/52/80; A/54/80; A/55/81; A/59/82; C/24/82; C/25/82; 

C/27/82; A/58/82; A/61/82. 

Ahora bien para mayor comprensión de lo anterior, menciona­

remos cada uno de los Acuerdos y Circulares que fueron confir­

mados y modificados; a fin de que se tenga conocimiento de como 

deberán de ser aplicados en la actualidad. 

Primeramente mencionaremos las disposiciones administrati­

vas que fueron confirmadas: 
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C/10/73 

El Ministerio Público, representante legal de la sociedad, 

tiene entre sus funciones la de protegerla de quienes con su 

conducta, lesionan o ponen en peligro sus intereses o los de 

los individuos que la conforman. Por ello, la Procuraduría Ge­

neral de Justicia del Distrito y Territorios Federales, tiene 

la obligación de adoptar, dentro de los causes legales, las me­

didas necesarias para proporcionar esa protección. 

En tal virtud y toda vez que al conducir vehículos de motor 

en estado de ebriedad o bajo el influjo de drogas, propicia la 

comisión de actos que además de transtornar la tranquilidad y 

seguridad públicas, también puede configurar ilícitos de orden 

penal, se ha considerado conveniente establecer un criterio de-

finido respecto a la interpretación de las normas jurídicas que 

preven hipótesis de la naturaleza apuntada. 

Acorde con lo anterior, es importante destacdr que la li­

bertad causional a que alude el artículo 271 de Código de Pro­

cedimientos Penales para el Distrito y Territorios Federales, 

únicamente opera en delitos de imprudencia y que por lo tanto, 

es improcedente en los que se presume el dolo. 

Consecuentemente, la libertad causional es inoperante res­

pecto del delito ~e Ataques a las vías de Comunicación a que se 

refiere el artículo 171 fracción II del Código Penal para el 

Distrito y Territorios Federales en materia de fuero común y 

para toda la República en materia de Fuero Federal, ya que la 
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conducta prevista por este precepto se presume dolosa, toda vez 

que la conducción en estado de ebriedad o bajo el influjo de o­

tras drogas, cuasa inicial·del resultado típico, es una activi­

dad deseada por el propio agente. 

Como es sabido, el delito de Ataques a la vías de Comur1ica­

ci6n, se configura con los siguientes elementos: 

a) • - Conducción de un vehículo en estado de embriaguez o 

bajo el influjo de otras drogas. 

b). - Comisión de alguna infracción a los reglamentos de 

tránsito y circulación, (Reglamento de Tránsito en el Distrito 

Federal, por lo que hace a la Ciudad de México), diferente a la 

que implica el manejar ebrio o bajo el influjo de otras drogas. 

La verificación del primer elemento, o sea conducir un ve­

hículo de motor en estado de ebriedad o bajo el influjo de o­

tras drogas, se obtiene mediante la confesión del presunto res­

ponsable; declaración de testigos; dictámen de peri tos médicos 

contenido en la certificación correspondiente, fe ministerial 

de lo anterior, así como del estado físico del agente y demás 

indicios. 

En cuanto a la infracción al Reglamento de Tránsito en el 

Distrito Federal, diversa a la de manejar ebrio y complementa­

ria a la hipótesis legal, se acredita indistintamente, con el 

documento póblico constituido por la boleta del juzgado Califi­

cador o por la boleta de infracción que expida el agente de 

tránsito, en que consta la falta consumada; dictámen de peri­

tos, confesión del inculpado, declaraciones de testigos o me­

diante otros elementos de convicción. 
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De conformidad con lo anteriormente expuesto, a partir de 

esta fecha, los funcionarios de la institución se servirán a­

tender el siguiente criterio: 

lo.- La libertad causional no procede respecto del delito 

de Ataques a las vías de Comunicación previsto por la fracción 

II del artículo 171 del Código Penal para el Distrito y Terri­

torios Federales en materia de fuero Común y para toda la Repú­

blica en materia de fuero federal. 

2o.- La infracción penal de referencia se presumirá acre­

ditada en los términos a que se refiere la presente Circular. 

La Procuraduría General de Justicia del Distrito y Territo­

rios Federales, órgano de buena fé, consiente de sus funciones, 

estima que el delito de Ataques a la vías ~Comunicacró~es 

presumible intencional, independientemente de la interpretación 

que en cada caso concreto realicen las autoridades jurisdiccio­

nales. 

C/5/75 

La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 

tiene entre sus funciones, la de registrar, con clasificación 

dactiloscópica nominal, fotográfica, de retrato hablado y de 

modo de proceder, a las personas presuntas responsables de la 

comisión de uno o más delitos. 
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El registro es precedente, cuando el Ministerio Público e­

jercita la acción penal y consigna al presunto responsable en 

los casos de flagrancia o de urgencia; o cuando la Policía Ju­

dicial ejecuta la orden de aprehensión librada por la autoridad 

j ur i sd ice ional. Es decir, el mencionado registro no debe efec-

tuársele a quienes únicamente están siendo investigadas por el 

Ministerio Público. 

Ahora bien; si en cualquier fase del proceso, la persona es 

considerada no responsable, la identificación judicial de que 

fue objeto carece de relevancia jurídica, por lo que se estima 

que debe cancelarse, y en caso de que la solicite, legalmente, 

no hay inconveniente en devolvérsela al inte&esado. 

Asimismo, en lo concerniente a los procesos relacionados 

con los delitos del orden común, es ésta Institución, la que 

está en aptitud de poder expedir certificados de antecedentes 

penales, ya que también lo está para conocer del acto en que 

culmina todo el proceso. Por ello, corresponde a ésta Procura­

duría expedir los certificados de antecedentes penales relacio­

nados con la justicia del orden común en el Distrito Federal. 

Por lo anterior, y con fundamento en el artículo 19 frac­

ción II de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justi­

cia del Distrito Federal, se expide la presente. 
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e IR cu LAR: 

PRIMERO.- La Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal, únicamente procederá a registrar, con clasificación 

dactiloscópica nominal, fotográfica, de retrato hablado y de 

modo de proceder, a las personas que sean consignadas ante la 

autoridad jurisdiccional competente, en los casos de flagrancia 

o de urgencia, así corno a las que sean remitidas a dicha auto­

ridad, en ejecución de la correspondiente orden de aprehensión. 

SEGUNDO.- La Procuraduría cancelará el registro a que se 

refiere el punto anterior, en los siguientes casos: 

a). - Cuando en el proceso se haya pronunciado sentencia 

absolutoria, que cause ejecutoria; 

b) .- Cuando el proceso haya sido sobreseído; 

c).- Cuando se haya dictado auto de libertad por falta de 

méritos, que cause estado. 

En cualquiera de esos casos, y a solicitud de los interesa­

dos la Procuraduría devolverá el registro en cuestión. 

TERCERO.- La Procuraduría procederá a expedir los certifi­

cados de antecedentes penales que le sean requeridos directa­

mente por los interesados. 

CUARTO.- La Dirección General de Servicios Periciales será 

la encargada de devolver los registros a que se refiere el pun­

to Segundo, y de expedir los certificados a que alude en el 

punto tercero. 
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C/6/75 

De acuerdo con los datos estadísticos recabados por la Ins­

titución, uno de los delitos de mayor incidencia en el Distrito 

Federal, lo constituye el de robo de vehículos, principalmente 

de automóviles y autobuses, por lo que cualquier medida que se 

adopte para el rápido esclarecimiento de los hechos, indudable­

mente que redundará en beneficio de la sociedad. Por ello, se 

estima conveniente que en los casos aludidos, el Ministerio Pú­

blico además de notificárselos a la Policía Judicial del Dis­

trito Federal, los haga del conocimiento de otros cuerpos poli­

ciacos u otros organismos que puedan colaborar eficazmente en 

su investigación. 

Por lo anterior, con fundamente en los artículos lo. frac­

ción IV y 19 fracción II de la Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal, ha tenido a bien ex­

pedir la siguiente: 

c IR cu LAR: 

PRIMERO. - Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento 

del robo de vehículos, principalmente automóviles y autobuses, 

de inmediato lo notificará a la Dirección General de la Policía 

Judicial del Distrito Federal, para que inicie la investigación 

correspondiente. Asimismo, solicitará la colaboración de la 

Policía Federal de Caminos de la Secretaría de Comunicaciones y 
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Transportes y de la Direcci6n General de Policía y Tránsito del 

Distrito Federal, así como de Caminos y Puentes Federales de 

Ingresos y Servicios Conexos. 

SEGUNDO.- Los datos Mínimos que el Ministerio Público pro­

porcionará serán los siguientes: marca, tipo, modelo, color y 

placas del vehículo. 

TERCERO.- En los mismos términos de los puntos resolutivos 

anteriores procederá el Ministerio Público, cuando se trate de 

manejadores que se hayan dado a la fuga en sus vehículos, rela­

cionados con averiguaciones previas iniciadas por otros delitos. 

Tomando en consideraci6n que es indispensable que la Direc­

ci6n General de Averiguaciones Previas esté enterada de todos 

los casos en que el Ministerio Público, después de integrar la 

a ver iguac i6n previa cor respondiente, solicita la suspensi6n de 

un procedimiento civil o mercantil, porque en él surge el cono­

cimiento de hechos delictuosos, con fundamento en los artículos 

483, del C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Fe­

deral; lo., fracci6n IV, y 19, fracci6n II, de la Ley Orgánica 

de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he 

tenido a bien dictar la siguiente: 
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e IR e u LAR: 

UNICO. - Los of ic i.os de Ministerio Público en que se pida 

la suspensión de un procedimiento civil o mercantil, en térmi­

nos del artículo 483, del Código de Procedimientos Penales par~ 

el Distrito Federal, después de haber integrado debidamente la 

averiguación previa que corresponde, deberán ser autorizados 

por el Director General de Averiguaciones Previas. 

C/3/77 

Para servir mejor a la población del O-istrito Federal, la 

Procuraduría se ha propuesto agilizar al máximo todas y cada 

____ una_de_s_u_5_furn::_LaneB_,____5_0_b_r_e__t__o_d_o_las _ _e¡_e_l____Mi_ni,s_t_e r i o PÚ b l i co ·~-----­

Por ello, habiendo observado que las actuaciones en la averi-

guación Previa las realiza con la presencia de dos testigos de 

asistencia qu no forman parte del personal de la Procuraduría, 

debiendo autorizarlas el Oficial Secretario o quien lo sustitu-

ya, con fundamento en los artículo 286, del Código de Procedi-

mientos Penales para el Distrito Federal; lo. fracción IV, 12, 

fracción VI, y 19, fracción II, de la Ley Orgánica de la Procu-

raduría General de Justicia del Distrito Federal, he tenido a 

bien expedir la siguiente: 

e IR e u LAR: 

PRIMERO.- Las actuaciones del Ministerio Público únicamen­

te serán suscritas por el Agente del Ministerio Público que las 

realice y por el Oficial Secretario correspondiente. 
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SEGUNDO.- El Oficial Secretario será suplido en sus ausen­

cias por el mecanógrafo correspondiente. 

A/1/77 

Con el fin de reducir dentro de lo posible las molestias a 

los propietarios y poseedores de objetos en general y hacer más 

efectivo su control, y tratándose de vehículos, evitar que se 

acumulen en las Agencias Investigadoras del Ministerio Público, 

interrumpiendo el tránsito y dando un aspecto indebido, con 

fundamento en los artículo 100, del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal, lo., fracción IV, y 19¡ frac­

ción II, de la Ley~ánica de la Procuraduría General de Jus­

ticia del Distrito Federal, he tenido a bien dictar el siguien­

te: 

ACUERDO: 

PRIMERO. - Los instrumentos y objetos a disposición del Mi­

nisterio Público serán retenidos y conservados, mientras resul­

ten indispensables para la práctica de diligencias en la averi­

guación previa. 

SEGUNDO. - Los instrumentos y objetos a que se refiere el 

punto anterior, una vez que se han practicado las diligencias 

para las que son necesarios, si no procede su devolución o re­

misión a otras autoridades, se enviarán al Depósito de Objetos 
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de la Procuraduría, agregando a la averiguación previa original 

del recibo y asentando la razón respectiva. A los objetos se 

acampanará documento en el que se precise fecha de envío, núme­

ro de averiguación y situación en que se encuentran, documento 

que por ningún motivo será separado del objeto. 

TERCERO,- Todos los vehículos que se encuentren a disposi­

ción del Ministerio Público en la Averiguación Previa, cuando 

sea procedente deberán ser devueltos a sus propietarios, posee­

dores ó representantes legales, de inmediato, una vez concluí­

das las diligencias indispensables en relación a esos vehículos. 

CUARTO.- Si los vehículos se encuentra~ en la Agencia In­

vestigadora del Ministerio Público y pudiendo ser devueltos no 

han sido reclamados o una vez entregados a quien corresponde, 

no nan sido retiradosa~inmediato, seran remit1aos enseguida 

en los locales que para el depósito de vehículos tenga destina­

dos el Departamento del Distrito Federal, en donde quedarán a 

disposición de dicho Departamento, para que proceda conforme a 

las leyes que lo riguen. 

QUINTO.- Los instrumentos y objetos que se envían al Depó­

sito que son puestos a disposición de otras autoridades o de­

vueltos a los interesadeis, serán registrados en la Agencia In­

vestigadora o en la Mesa de Trámite, en un libro en que se ano­

te fecha, número de averiguación previa y situación en que se 

encuentre. 

SEXTO.- La devolución de los instrumentos y objetos que 

haga el Depósito será comunicada a la autoridad correspondien-
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te. En caso contrario se procederá conforme al artículo 41 del 

Código Penal para el Distrito Federal en materia de Fuero Común 

y para to.da la República en materia de Fuero Federal. 

A/4/77 

Con el propósito de unificar el criterio de esta Procuradu­

ría en materia deportación de armas, con fundamento en los ar­

tículos lo., fracción IV, y 19, fracción IV, de la Ley Orgánica 

de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he 

tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO.- En los casos deportación de armas de fuego, sin 

licencia, hipótesis que contempla el artículo 81, de la Ley Fe­

deral de Armas de Fuego y Explosivos, la averiguación previa 

que se inicie, deberá turnarse a la Procuraduría General de la 

República, y atenta a la circunstancia de que a esa infracción 

penal corresponde pena alternativa, si hubiere detenedio, habrá 

de ponérsele en libertad. 

SEGUNDO.- Si se trata de portación de armas prohibidas o 

de las de uso exclusivo del Ejército, Armada o Fuerza Aerea, 

supuestos a que se refiere la fracción I, del artículo 83, de 

la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos deberá turnarse 

la averiguación previa a la Procuraduría General de la Repúbli­

ca, dejando en su caso, en calidad de detenido, el presunto 

responsable. 
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'I'ERCERO.- Tratándose de portación de armas prohibidas, que 

no sean armas de fuego o explosivos, sino de las que se descri­

ben en el artículo 160, fracciones I y II, del Código Penal pa­

ra el Distrito Federal en materia de fuero común y en toda la 

República en materia de fuero federal, o bien aparatos de gases 

asfixiantes o tóxicos, cuyo mecanismos no sea de explosión, que 

alude la fracción III, del citado artículo 160, el conocimiento 

de los hechos. corresponderá a esta Procuraduría, t_oda vez que 

el delito es de orden común. 

A/9/77 

La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 

al solicitar de los órganos jurisdiccionales la imposición de 

las penas correspondientes a los 

nales, está obligada a aportar 

justificar su petición. 

infractores de las normas pe­

los elementos necesarios para 

En los delitos que tienen como tutela penal el patrimonio, 

tales como Robo, Abuso de Confianza, Fraude y Daño en Propiedad 

Ajena, las sanciones se encuentran en relación directa con el 

importe del valor asignado al objeto materia de los mismos, por 

lo que es necesaria la correcta determinación de la cuantía. 

Es frecuente, ya sea porque los objetos no hayan sido recu­

perados, o porque no les fueron mostrados o bien por cualquier 

otra circunstancia, que los Peritos Valuadores de esta Institu­

ción r. indan su dictámen con apoyo en las circunstancias de la 



• 144 • 

averiguacion previa, o sea en la deficiente descripción de los 

objetos proporcionada únicamente por el ofendido. La conse­

cuencia es que las autoridades judiciales desechan los dictáme­

nes emitidos en esas condiciones, por estimar que los técnicos 

en la materia carecieron de bases firmes para determinar el va­

lor de los objetos, el cual conduce a un impunidad, porque el 

juez no aplica la pena que debiera imponer, sino la mínima que 

establecen los artículos 370, 382, 386 y 399, del Código Penal, 

según el caso. 

Por lo anterior y con fundamento en los artículos 21 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2o., 

fracción I, 175, 176 y 182, del Código de Procedimientos Pena­

les para el Distrito Federal; lo., fracción IV, y 19 fracción 

II, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal, he tenido a bien dictar el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO.- En todo caso qu~ se solicite la intervención de 

Peritos Valuadores, se buscará la forma de que éstos emitan su 

dictámen teniendo a la vista los objetos materia del mismo. El 

Agente Investigador del Ministerio Público encargado de la ave­

riguación, cuidará esta circunstancia y les proporcionará las 

facilidades necesarias para ello. 

SEGUNDO.- Cuando lo anterior no fuera posible, el Agente 

del Ministerio Público solicitará del denunciante o querellante 

la presentación de documentos si cuenta con ellos, en que apa-
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rezcan las características del objeto del dictámen y la presen­

cia de dos personas si las hubiere, a quienes no sólo les cons­

te la preexistencia, propiedad y falta posterior del objeto en 

cuestión, sino que puedan aportar datos en relación con el ma­

terial de que se estaba constituído, marca, funcionamientos, 

estado de uso, conservación, tiempo en que fue adquirido, lugar 

en que se adquirió y cualquiera otra característica orientada a 

que los peritos cuenten con una idea más amplia del objeto mo­

tivo de la valuación; preguntas todas éstas que deberán asen-
' tarse en sus respectivas declaraciones y que los peritos habrán 

de mencionar, en el dictámen correspondiente, para que no se 

haga únicamente la notación de que fue ~por constancias" de la 

averiguación previa, sino precisando todas y cada una de las 

características de los objetos. 

A/10/77 

La Ley que crea los Consejos Tutelares para Menores Infrac­

tores del Distrito Federal, establece las medidas que deben a­

doptarse en relación a los menores de dieciocho y mayores de 

seis afios, que infrinjan las leyes penales y los reglamentos de 

faltas de Policía y de Tránsito, ambos del Distrito Federal, p 
manifiesten otra forma de conducta que haga presumir, fundada­

mente, una inclinación a causar daflos, a sí mismos, a su fami­

lia o a la sociedad. 

Por otra parte, siendo el Ministerio Público el que en la 

mayoría de los casos tiene conocimiento de esas conductas, re­

sulta necesario establecer reglas que permitan dar a los meno­

res el trato tutelar que la sociedad reclama para ellos. 
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Por tales razones, con fundamento en los artículos lo., 

2o., 34, 48, 49 y So. transitorio de la Ley que crea los Conse-

jos Tutelares para Menores 

27, fracción XXVI, de la Lei 

blica Federal: lo., fracción 

Orgánica de la Procuraduría 

Infractores del Distrito Federal, 

Orgánica de la Administración PÚ­

IV, y 19 fracción II, de la Ley 

General de Justicia del Distrito 

Federal, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO.- Cuando un menor de edad se encuentra a disposi­

ción del Ministerio Público, por estar involucrado en alguna a­

veriguación Previa, ésta se tramitará con toda diligencia y ce­

~~ ~leriaaa, con preferenciaaeJ:as inic1aaas en~co.rtra\l~e~mayore<>~ 

de edad, a fin de resolver la libertad del menor o su remisión 

al Consejo Tutelar. 

SEGUNDO.- En· caso de golpes, amenazas, injurias, lesiones 

que no ponen en peligro la vida, y tarden en sanar menos de 

quince días, y dai'ío en propiedad ajena, culposo ·hasta por la 

cantidad de.dos mil pesos, como lo determinan los artículos 48 

y 49 de la Ley de la Materia, se pondrá en libe~tad al menor a 

la brevedad posible, la tutela o lo tengan en custodia advir"" 

tiéndoles sóbre la necesidad de comparecer ante el Consejo 

cuando sean citados. El Ministerio Público enviará directamen­

te al Consejo Tutelar un oficio informativo cuando se encuentre 

agotada la averiguación. 
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TERCERO.- En casos diversos a los señalados en el punto 

anterior, en cumplimiento del artículo 34, de la Ley de lama­

teria, después de tomar declaración al menor y realizar las 

primeras diligencias a la brevedad posible, se remitirá al me­

nor al Consejo Tutelar con una copia de lo actuado hasta ese 

momento, haciendo del conocimiento del Consejo que en las si­

guientes veinticuatro horas se enviarán las actuaciones faltan­

tes una vez agotada la averiguación previa, para los efectos 

conducentes. 

CUARTO. - Cuando la competencia fuere federal se procederá 

en los mismos términos, enviando, además, copia de la averigua­

ción previa a la Procuraduría General de la República. 

A/12/77 

La necesidad de que la procuración de justicia llegue a to-

das las personas de manera pronta y expedita, a fin de que las 

molestias a éstas se reduzcan al mínimo, hace necesaria la 

creación de la Agencia Central de Averiguaciones Previas, para 

que integre las averiguaciones previas cuando existan personas 

detenidad, por lo que con fundamento en lo dispuesto en los ar­

tículos lo., fracción IV, y 19, fracción II, de la Ley Orgánica 

de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he 

tenido a bien dictar el siguiente: 
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ACUERDO: 

PRIMERO.- Se crea la Agencia Central de Averiguaciones 

Previas, dependiente de la Dirección General de Averiguaciones 

Previas. 

SEGUNDO.- La Agencia Central de Averiguaciones Previas, 

estará ubicad en el edificio que ocupan las oficinas centrales 

de la Procuraduría. 

TERCERO.- La Agencia Central de Averiguaciones Previas, 

tendrá a su cargo el inicio, prosecución y perfeccionamiento de 

las Averiguaciones Previas en que existan personas detenidas 

que estén a disposición del Ministerio Público y cuyo conoci­

miento corresponda al Sector Central, o en aquellos casos en 

que por acuerdo superior así se determine. 

CUARTO.- La Agencia Central de Averiguaciones Previas fun­

cionará en tres turnos de veinticuatro horas de labores por 

cuarenta y ocho de descanso. 

A/17 /77 

A fin de que las disposiciones administrativas que gira el 

Titular de esta Dependencia sean debidamente cumplidas y que 

sus beneficios puedan ser ampliament conocidos y disfrutados 

por la ciudadanía, con fundamento en los artículos lo., frac­

ción IV, y 19, fracción II, de la Ley Orgánica de la Procuradu­

ría General de Justicia del Distrito Federal, he tenido a bien 

dictar el siguiente: 
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ACUERDO: 

PRIMERO. - En todos los casos en que los acuerdos otorguen 

beneficios en favor de las personas involucradas en una averi­

guación previa, los Agentes Investigadores del Ministerio Pú­

blico y los Jefes ·de Mesa, deberán hacer del conocimiento de 

dichas personas el alcance de tales beneficios y los términos 

en que pueden ser disfrutados. 

SEGUNDO. - Cumplido lo dispuesto en el punto anter io, las 

personas manifestarán expresamente si· se .a~ogen en su caso a 

los beneficios correspondientes o carecen de interés para dis­

frutar de los mismos. 

TERCERO.- La notificación y las manifestaciones a que se 

refieren los puntos primero y segundo de este acuerdo, se harán 

constar en el cuerpo de la Aver igua.ción· Previa, anotándose la 

fecha y la hora de la diligencia y firmando al calce las perso­

nas interesadas y el personal actuante. 

A/20/77 

Con el fin de asegurar el respeto a las garantías indivi­

duales a que tiene derecho toda persona privada de su libertad 

corporal como consecuencia de la investigación de delitos a 

cargo del Ministerio Público y evitar que sufra incomunicación 

de los lugares de reclusión preventiva, y la ejecución de actos 
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arbitrarios de empleados que no cumplen con los deberes que les 

corresponden, con fundamento en los artículos 19, párrafo ter­

cero, y 20, fracción II, de la Constitución Política de los Es­

tados Unidos Mexicanos; 289 interpretado analógicamente, del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal; lo., 

fracción IV, y 19 fracción II, de la Ley Orgánica de la Procu­

raduría General de Justicia del Distrito Federal, he tenido a 

bien emitir el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO. - El personal de las Agencias Investigadoras del 

Ministerio Público en ningún caso y por ningún motivo tendrá 

incomunicado al detenido o permitirá su incomunicación durante 

la averiguación previa. 

SEGUNDO.- A fin de que se de cumplimiento debidamente a lo 

dispuesto en el punto anterior, la Oficialía Mayor de esta Pro­

curaduría proveerá que dentro de todas las galeras o lugares de 

detención de las Agencias Investigadores del Ministerio Público 

del Diste ito Federal, se insatle un aparato telefónico con el 

servicio respectivo, para que los detenidos puedan establecer 

comunicación con quien lo estimen conveniente. 
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A/22/77 

A fin de que esta Procuraduría, brinde orientación y asis­

tencia a todas las personas que lo soliciten y las canalice, en 

su caso, a lugares o instituciones adecuadas, para que dentro 

del marco de una procuración de justicia con profundo sentido 

humano, la Institución actúe con propósito tutelar y preventi­

vo; con fundamento en los artículos lo,, fracción IV, 19, frac­

ción II, 32, 33, fracción V y Primero Transitorio de la Ley Or­

gánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Fe­

deral, he tenido a bien dictar el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO. - Se adscribe un trabajador social a cada una de 

las agencias investigadoras del Ministerio Público del Distrito 

Federal, para que proporcione a las personas que lo requieran, 

la atención pertinente con propósito tutelar y preventivo. 

SEGUNDO.- El trabajador social a que se refiere el punto 

anterior, dependerá de la Dirección General de Servicios Socia­

les; sin embargo, las labores que realice estarán bajo el con­

trol y supervisión del Jefe del Departamento de Averiguaciones· 

Previas, a que pertenezca la Agencia Investigadora correspon­

diente. 

TERCERO.- El Trabajador Social rendirá, diariamente un in­

forme a la Dirección General de Servicios Sociales'de las acti­

vidades que hayan realizado durante su jornada de trabajo. 
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A/24/77 

Con el objeto de que las personas interesadas en deducir 

derechos frente a la Aseguradora Hidalgo, S.A.; obtengan la ex­

pedición oportuna de constancias de las Averiguaciones Previas 

que se inician por el delito de homicidio con fundamento en los 

artículos lo., fracción IV, y 19 fracción II, de la Ley Orgáni­

ca de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 

he tenido a bien emitir el siguiente: 

ACUERDO: 

~~PRIMERO~~~ 1:;osJl;gent::e~Invest:igadores del 1'1inist.erio P~úori~­

co y los Jefes de Mesa que reciban solicitudes para expedir co­

pias certificadas de las averiguaciones previas que se inicien 

por el delito de homicidio, para deducir derechos ante la Ase­

guradora Hidalgo, S.A. turnarán dichas solicitudes a la Direc­

ción General de Averiguaciones Previas, informando al interesa­

do. 

SEGUNDO.- La Dirección General de Averiguaciones Previas, 

expedirá a los solicitantes una constancia dirigida a la Asegu­

radora Hidalgo, S.A.; que contendrá el número de Averiguación 

Previa, el lugar en donde se encuentra radicada, y el nombre 

completo que correspondió a la persona privada de la vida, para 

que la Aseguradora esté en posibilidad de solicitar a esta Pro­

curaduría las constancias que sean necesarias. 



• 153 . 

TERCERO.- Cuando Aseguradora Hidalgo, S.A.; solicite a es­

ta Procuraduría copia certificada de la averiguación previa a 

que se refiere el punto anterior, con el fin de continuar el 

trámite de la reclamación que le ha sido formulada para el pago 

de un seguro de vida, la Dirección General de Averiguaciones 

Previas expedirá de inmediato a la Aseguradora las constancias 

que haya solicitado. 

C/8/77 

A fin de que la Dirección General de Control de Procesos, 

pueda realizar las atribuciones y funciones que le correspon­

den, con fundamenteo en los artículos lo., fracción IV, 19, 

fracción II, 29, 30 y 31, de la Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal, he tenido a bien ex­

pedir la siguiente: 

c IR cu LAR: 

PRIMERO.- Los Agentes Investigadores del Ministerio Públi­

co los Jefes de Mesa del Sector Central y Oficialía de Partes, 

dejan de enviar a la Dirección General de Control de Procesos 

copias de las denuncias y querellas de las diligencias que con 

motivo de las mismas se practiquen. 

SEGUNDO, - Sólo se enviarán a la Dirección General de Con­

trol de Procesos, copia integrada de la Averiguación Previa en 

los casos en que en ~sta se ejercite la acción penal. 
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TERCERO.- Cuando no se ejercite la acción penal e.l origi­

nal de la Averiguación Previa será enviado por quien correspon­

da, al Archivo de Servicio General de la Procuraduría. 

CUARTO.- Los Agentes del Ministerio Público adscritos al 

ramo penal, enviarán a la Dirección General de Control de Pro­

cesos, copia de todas las actuaciones en los procesos que se 

tramitan en los juzgados y salas de su adscripción. 

QUINTO.- Los Jefes de Agentes del Ministerio Público ads­

critos a los Juzgados y Salas de los ramos Civil y familiar, 

enviarán a la Dirección General de Control de Procesos, copia 

de las actuaciones que estimen más importantes en los procesos 

que se tramitan en los Juzgados y Salas en las que intervienen 

los Agentes del Ministerio Público adscritos a ,stos. 

SEXTO.- El Director General de Control de Procesos, perma­

nentemente vigilará y decidirá la forma de actuar de los Agen­

tes del Ministerio Público adscritos a los ramos Penal, Civil y 

familiar. 

SEPTIMO.- El incumplimiento de esta circular dará lugar a 

la aplicación de las sanciones que establece la ley. 
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A/27/77 

A fin de asegurar la calidad técnica y científica de los 

dictámenes periciales y agilizar el trámite de las Averiguacio­

nes Previas iniciadas con motivo de Tránsito Terrestre de vehí­

culos, en beneficio de las personas involucradas, se hace nece­

sario tomar medidas para que los agentes investigadores del Mi­

nisterio Público, tengan conocimiento de los Dictámenes peri­

ciales con la mayor rapidez posible, por lo que, con fundamento 

en los artículos 162, 175 y demás relativos del Código de Pro­

cedimientos Penales para el Distrito Federal, lo. fracción IV, 

19 fracción II, y 35, de la Ley Orgánica de la Procuraduría Ge­

neral de Justicia del Distrito Federal, he tenido a bien emitir 

el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO. - Se crea la Unidad Central de Supervisión Técnica 

de Dictámenes Periciales en materia de tránsito terrestre de 

vehículos. 

SEGUNDO.- La Unidad Central estará integrada por los Su­

pervisores Técnicos necesarios y funcionará en tres turnos de 

veinticuatro horas de labores por cuarenta y ocho de descanso. 

TERCERO.- Los Peritos que realizarán el trabajo de campo, 

que intervienen con motivo de hechos de tránsito terrestre de 

vehículos, formularán la opinión correspondiente que será remi­

tida de inmediato, sin trámite alguno, a la Unidad Central para 

su estudio, supervisión y aprobación en su caso. 
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CUARTO. - Practicadas todas las operaciones y experimentos 

que la ciencia o arte sugieran y valorando los hechos y cir··· 

cunstancias que sirven de fundamento, se autorizará el Dictámen 

Pericial por la Unidad Central que será puesto en conocimiento 

del Agente Investigador del Ministerio Público que corresponda, 

por medio de red privada. El Agente Investigador del Ministe­

rio Público hará constar en la Averiguación Previa el sentido 

del Dictámen Pericial, anotando el nombre de los peritos y su­

pervis.ores responsables del dictámen y los demás datos indis­

pensables. 

QUINTO. - La Unidad Central enviará al Agente Investigador 

del Ministerio Público que conoce de la averiguación Previa el 

Dictámen Pericial, inmediatamente que sea formulada, quien o­

-~~~corgará en su oportunidad, el valor que le corresponde en uni­

ción de las demás pruebas, conforme al Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal. 

SEXTO.- Los presuntos responsables serán puestos en liber­

tad cuando sea procedente, en los términos que establecen las 

leyes y los acuerdos dictados por el suscrito. 

SEPTIMO.- La Unidad Central de Supervisión Técnica de Dic­

támenes Periciales, estará bajo las Órdenes directas del sus­

crito y sus labores, serán supervisadas por el Director General 

. de Servicios Pe_riciales. 
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C/11/77 

Con motivo de la Inauguración del Nuevo Instituto de Forma­

ción Profesional de ésta Procuraduría y tomando en cuenta las 

valiosas aportaciones que en el campo de Derecho Penal han rea­

lizado ilustres jurisconsultos mexicanos, con fundamento en el 

artículo 19, fracción II de la Ley Orgánica de la P_rocuradur ía 

General de Justicia del Distrito Federal, he tenido a bien ex­

pedir la siguiente: 

e IR e u LAR: 

PRIMERO.- En homenaje a los méritos de los ilustres maes­

tros en Derecho Penal, las aulas del Instituto de Formación 

Profesional llevarán sus nombres. 

SEGUNDO.- Los nombres de las aulas serán los siguientes: 

Aula Magna "Antonio Martínez de Castro" 

Aula "Raul Carranca y Trujillo 

Aula "Manuel Rivera Silva" 

Aula "Julio Acero" 

Aula "Paulina Machorro Narvaez" 

Aula "Francisco González de la Vega" 

Aula "Juan José González Bustamante" 

Aula "José Angel Ceniceros" 

Aula "Antonio de P. Moreno" 

Aula "Carlos Franco Sodi" 

Aula "Demetrio Sodi" 

Aula "Emilio Parado Aspe" 



. 158 . 

C/13/78 

Con el fin de mantener permanentemente la continuidad in­

dispensable en la averiguación previa y fortalecer la Unidad 

entre los funcionarios de esta Institución para servir a la 

ciudadanía en forma apropiada y como las leyes de la materia lo 

preceptúan, es conveniente establecer un sistema interno de co­

~unicación que permita a los Agentes del Ministerio Público y 

demás funcionarios de la Procuraduría resolver con la.mayor ce­

leridad los problemas que surgen en el desempeño de las labores 

que tienen encomendadas, por lo que con fundamento en los artí­

culos lo., fracción IX y X, y 18, fracción III y IV, de la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Fe~d,:ffal, ne~t:eniao a Bien expedir ~la siguiente: 

e IR e u LAR: 

PRIMERO.- En todas y cada una de las Agencias Investigado­

ras del Ministerio Público Mesas de Tramite y oficinas del Mi­

nisterio Público adscritas a juzgados y salas del Tribunal su­

perior de Justicia del Distrito Federal, ha sido instalado un 

aparato telefónico de la red interna de comunicación. 

SEGUNDO.- El aparato telefónico a que se refiere el punto 

anterior, será utilizado por los agentes del Ministerio Público 

y demás funcionarios de la Procuraduría, con el fin de agilizar 

los procedimientos a su cargo en la Averiguación Previa o ante 
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los Organos Jurisdiccionales y dar así un mas eficaz y oportuno 

servicio a la comunidad. 

A/40/78 

Diversas disposiciones de la Procuraduría General de Justi­

cia del Distrito Federal, instituyen la Nueva Filosofía del Mi­

nisterio Público respondiendo a una orientación político crimi­

nal, por la que se busca que en los procedimientos penales no 

se causen perjuicios innecesarios a los presuntos responsable, 

tanto en relación al respeto que merecen en su dignidad perso­

nal como en orden a las garantías individu?les que le corres­

ponden, de acuerdo al sistema jurídico de nuestra República. 

Es evidente que la sujeción a un procedimiento penal causa 

al acusado graves estigmatizaciones que deben reducirse a lo 

estrictamente indispensable, especialmente cuando resultan i­

rreparables, cualquiera que sea la decisión que pronuncie en su 

oportunidad el Ministerio Público o el órgano jurisdiccional, 

en éste sentido, la forma como el imputado es trasladado ante 

el juez puede ser lesiva de la dignidad humana si el vehículo 

que se utiliza y el lugar en que queda alojado no son decorosos 

ni funcionales para el acto procedimental que se realiza. 

En consecuencia deben observarse las causas indicadas en lo 

que refiere a la forma de trasladar ante el Órgano jurisdiccio­

nal, a presuntos responsables a los que se atribuye la comisión 

de delitos cuando no existen razones de seguridad que autoricen 

restringir sus derechos en medida mayor a la que cause el míni-
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mo de molestias, por lo que c:on fundamento en los artículos 

lo., fracciones IX y X, y 18 fracciones III y IV, de la Ley Or­

gánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Fe­

deral, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO.- Los presuntos responsables que se encuentran de­

tenidos no serán trasladados ante el órgano jurisdiccional, le­

sionando su dignidad al colocarlos en los transportes llamados 

"julias", como si no se tratara de seres humanos por lo que el 

traslado se hará en vehículos decorosos que respeten a las per­

sonas que deben sufrir las restricciones de derecho que impone 

el procedimiento penal de acuerdo con las leyes aplicables. 
~~~~~~~~~~~--~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~ ~--~-

SEGUNDO.- Las personas que se encuentren en estado de e­

briedad o bajo el influjo de est_upefacientes o sustancias psi­

cotrópicas, o que por sus condiciones personales así lo justi­

fiquen, serán trasladadas por la Dirección General de la Poli­

cía Judicial, adoptando especiales condiciones de seguridad. 

A/4~/79 

La nueva filosofía de procurar justicia con profundo senti­

do humano, obliga al Ministerio Público a cumplir una función 

más activa para ser promotor de la aplicación de la ley y pro­

tector de los derechos c.iudadanos, no quedando en una· actitud 

contemplativa e indiferente ante situaciones de engaño e injus­

ticia, gue las más de las veces resultan en perjuicio de quie­

nes son débiles económicamente. 
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Como parte del servicio a que está obligado con la comuni­

dad, el Ministerio Público debe tomar la.s medidas necesarias, 

para evitar la ingerencia indebida de las personas conocidas 

como gestores oficiosos . o "coyotes", que intervienen para ae­

fender personas físicas sin contar con la previa autorización 

de éstas, en los procedimientos penales indicados principalmen­

te por delitos de imprudencia cometidos con motivo del tránsito 

de vehículos, que actuan al margen de la ley, obstaculizando la 

averiguación previa, en perjuicio de quienes han sufrido daños 

en su patrimonio, en su salud o con motivo de la muerte de al­

gún familiar, sorprendiendo a los involucrados en la satisfac­

ción de sus legítimos intereses. 

------Ademks-ffl Mi:nistericr-Púl:Hícodeoe evi~t~l~inEervencion a-e-- -

esos gestores oficiosos, a fin de propiciar permanentemente la 

mayor comunicación con las víctimas o presuntos responsables de 

los delitos, para que aporten las pruebas idoneas que muestren 

el delito, la responsabilidad y el monto de la reparación del 

daño en su caso; por lo que con fundamento en los artículos 21, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

lo., fracciones IX y X y 18, fracciones III y IV, he tenido a 

bien emitir el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO. - Los Agentes del Ministerio Público evitarán la 

intervención de gestores oficiosos o "coyotes", que actuan in­

debidamente, obstaculizando la a ver iguac ión previa, en perj ui-
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cio de presuntos responsables y de las personas que resultan 

víctimas de conductas delictivas, debiendo asegurar la satis­

facción de los derechos que a éstas corresponden. 

SEGUNDO.- A fin de recabar las pruebas necesarias tendien­

tes a la demostración del cuerpo del delito, la responsabilidad 

penal de los acusados y el monto de la reparación del daño, los 

Agentes del Ministerio Público mantendrán permanente y directa 

comunicación con los involucrados en la averiguación previa. 

A/49/79 

El Ministerio Público por mandato de la Constitución Polí­

___ --t-i-ea-de-1-os-E-st-ados-Bn-idos-Mex--i-canos-, -es-un-o-r-qa-n--f-~mro-d-e-1-E-sto: 

do, que realiza una respetable e importante función social de 

servicio a la comunidad. 

Es por ello que los funcionarios que integran este organis­

mo, en el legítimo y prudente ejercicio de las atribuciones que 

les confiere el sistema jurídico nacional, cuentan con el total 

y pleno apoyo del Procurador General. 

La madurez cívica del pueblo de México, resultado de la 

conciencia de los beneficios que está obteniendo de la moderna 

procuración de justicia, a posibilitado el respeto de la ciuda­

danía a estos funcionario, en el cumplimiento de su trascenden­

te misión de servicios públicos. 
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Por tanto no se justifica que algunas personas, valiéndose 

de una posición de autoridad cierta o falsa, presionen con ame­

nazas o actitudes de prepotencia, a los citados funcionarios 

para que den trato desigual a quienes se encuentran involucra­

dos en una.averiguación previa. 

Consecuentemente es necesario erradicar el "influyentismo", 

de personas que invocando ser funcionarios del Estado con o sin 

fundamento o argumentando· amistad o parentesco con éstos, pre­

tenden alterar el curso normal del procedimiento penal; por su 

beneficio o el de terceros; por lo que con fundamento en los 

artículos lo., fracciones IX y X, y 18 fracciones II y IV, de 

la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Dis­

trito Federal, he tenido a bien emitir el siguiente: 

------------------------------------ -----------

A C U E R D O: 

PRIMERO.- El Ministerio Público al integrar la averigua-

ción previa rechazará las presiones de cualquier naturaleza que 

ejerzan sobre él, personas que ostentándose como funcionarios 

públicos con o sin fundamento, o invocando amistad o parentesco 

con funcionarios, pretendan alterar el curso normal del proce­

dimiento penal, en beneficio propio o el de terceros. 

SEGUNDO.- Lo establecido en el punto anterior se cumplirá, 

cualquiera que sea la forma anormal que pretendan hacer valer 

dichas personas, sea que lo hagan a gritos, amenazando con ce­

sar al personal o exhibiendo credenciales, pues en todos los 

casos se trata de actitudes propotentes que de ninguna manera 

deben ser toleradas. 
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TERCERO. - En todos los casso referidos en este Acuerdo, si 

la conducta de quien se comporte indebidamente en la Agencia 

Investigador~ del Ministerio P6blico o en el lugar en donde se 

practiquen diligencias constituye delito, quedará detenido de 

inmediato por tratarse de un hecho flagrante, iniciándose la a­

veriguación previa pertinente. 

CUARTO.- Los Agentes del Ministerio P6blico, cuando se 

trate de funcionarios del Estado, que han incurrido en los he­

chos a que se refiere este Acuerdo, informarán al Procurador 

General, para que éste lo comunique al Titular de la Dependen­

cia a que pertenezca dicho funcionario. 

C/18/79 

El Ministerio P6blico que debe ejercer en forma integral la 

función que le ha sido atribuída por la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, asumiento totalmente la res­

ponsabilidad de ejercer o no la acción penal, conforme a las 

pruebas existentes en la averiguación previa, en la que le co-

r responde resolver como autoridad. Lo afirmado establece que 

la Institución mencionada, la obligación de determinar el méri­

to de todas las probanzas sin excepción. 

Es necesario evitar la sensación popular, especialmente no­

toria en las averiguaciones previas originads con motivo del 

tránsito de vehículos, de que la decisión del Ministerio PÓbli­

co depende de los Peritos. 
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El Perito es solamente la persona física que suministra a 

la averiguación previa en el caso de nuestra Institución, ele­

mentos para el conocimiento necesario que el Ministerio Público 

debe adquirir, para resolver sobre la cuestión sometida a su 

propia decisión. 

El Ministerio Público toma conocimiento de aquello sobre lo 

que debe resolver, por intervención de terceros, como son las 

manifestaciones de un testigo o un Perito, la incorporación de 

un documento, etc., o por percepción propia. En éstas condi­

ciones la opinión del Perito se encuentra en el mismo nivel que 

las demás probanzas, en cuanto que deben se~ sometidas a la ex­

clusiva valoración del Ministerio Público, para la determina­

ción pon la que finaliza la averiguación previa. 

El dictámen consecuentemente, no puedse convertirse irregu­

larmente en una sentencia anticipada de culpabilidad o inculpa­

bilidad, pues de conformidad con lo que dispone el Artículo 

254, del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Fe­

deral, no es más que una opinión técnica de auxilio, que no de­

be contener juicios decisorios sobre adecuación típica o pre­

sunta responsabilidad, que en todos los casos corresponde de­

terminar al Ministerio Público y a los demás órganos de autori­

dad sefialados por la .ley. 

El Ministerio Público no está obligado a supeditar sus de­

cisiones a los dictámenes periciales, debiendo ponderar su va­

lor probatorio de acuerdo al sistema normativo vigente, que los 

deja a la clasificación que surge de las circunstancias y con-



. 166. 

secuentemente no les atribuye valor probatorio pleno. Incluso 

el Ministerio Público debe resolver prescindiendo de la peri­

cia, en los casos previstos en el Acuerdo A/28/77, para evitar 

molestias innecesarias de la ciudadanía. 

Por lo tanto, el Ministerio Público debe en todos los caos 

apreciar por sí mismo en valor probatorio de todo dictamen pe­

ricial que se incorpore a la averiguación previa, sin descargar 

sus obligaciones decisorias en los Peritos que los rinden. 

Por lo anterior con fundamento en los artículos 21, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; lo., 

fracciones IV y IX y X, 18, fracción III, 27, fracción r, 34, 

fracción II, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal; 2o., fracción I, 104, primera 

parte, interpretado analógicamente, del Código de Procedimien­

tos Penales para el Distrito Federal, he tenido a bien dictar 

la siguiente: 

e IR e u LAR: 

PRIMERO.- Los Peritos deben concretarse a expresar su opi­

nión sobre los objetos, l_ugares, personas físicas, documentos, 

etc., sometidos a su dictamen, para dar asistencia técnica al 

Ministerio Público, sin emitir juicios decisorios sobre adecua­

ción típica o presunta responsabilidad, y cumpliendo con las o­

bligaciones que le impone el artículo 175, del Código de Proce­

dimientos Penales para el Distrito Federal. 
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SEGUNDO. - Los Agentes del Ministerio Público de la Direc­

ción General de Averiguaciones Previas, realizarán en todos los 

casos la valorización de los dictámenes periciales incorporados 

a las averiguaciones previas a su cargo, a efecto de establecer 

el alcance probatorio que les cor responde, de conformidad con 

las disposiciones vigentes en materia procesal penal. 

TERCERO. - Los dictámenes periciales deberán ser valorados 

como parte de -todo el conjunto de elementos probatorios de la 

averiguación previa, que ocurren para normar el criterio del A­

gente del Ministerio Público, en la decisión que le corresponde 

para el ejercicio o no de la acción penal no debiendo basarse 

exclusivamente en los mencionados dictámenes periciales, para 

fundamentar su determinación. 

A/53/80 

La Nueva Filosofía de procurar justicia con profundo senti­

do humano, ha permitido modificar la imagen del Ministerio Pú­

blico; institución que está recuperando la confianza de la ciu­

dadanía y el rango de legítimo representante de los intereses 

de la colectividad. 

La moderna imágen que en la Procuraduría General de Justi­

cia del Distrito Federal, está tratando de consolidar como pro­

tectora de la comunidad, debe ser fortalecida en forma perma­

nente, especialmente en las circunstancias en que los ciudada­

nos deben acudir a sus oficinas por ser necesaria su presencia 

en relación a diligencias de cualquier naturaleza, oportunida-
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des en las que es indispensable instituir un sistema de citato­

rios que armonice exigencias de celeridad y certeza, al tiempo 

que evite molestias innecesarias a la ciudadanía. 

La realización de éste sistema de citatorios por personal 

especializado en Trabajo Social y dedicado a esos fines, persi­

gue evitar desorientación y temor en las personas citadas, y a­

demás el propósito de impedir que la presencia de un ciudadano 

ante las oficinas del Ministerio Público se convierta en motivo 

de extorsión, teniendo en cuenta que la primera comunicación de 

la autoridad con las personas es la que más impacta, generando 

una idea que afecta a todo el gobierno debido a la impresión 

que recibe el destinatario. 

El sistema que se crea por éste Acuerdo permite al mismo 

tiempo que garantizar el respeto a la dignidad de las personas, 

asegura el moejoramiento de las relaciones de éstas con el Es­

tado, lo que trae también como consecuencia el fottalecimiento 

de una conciencia e iudadana para el mejor cumplimiento de los 

derechos y obligaciones que a cada quien corresponde. 

Con este procedimiento, se evitará que las citas sean en­

tregadas por los interesados que han presentado una denuncia o 

querella por elementos de la policía preventiva o agentes de la 

Policía Judicial, a quienes el Código de Procedimientos Penales 

no confiere esta atribución. 

Es por ello que a partir de la fecha, los citatorios serán 

realizados en todos los casos en forma prcisa, clara y feha­

ciente, adoptándose las medidas pertinentes para impedir que en 

caso de no ser atendidos por los destinatarios puedan paralizar 

los procedimientos en perjuicio del interés público. 
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Por lo anterior con fundamento en los artículos 21, de la 

Constitución Política de los Estados Unidas Mexicanos, lo., 

fracciones IX y X, 18, fracciones III y IV, de la Ley Orgánica 

de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 

20, 33, 86, 286, y demás relativos del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal, he tenido a bien dictar el 

siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO.- Para dar la seguridad jurídica que la ley esta­

blece en favor de las personas involucradas en procedimientos a 

cargo de las distintas dependencias de esta Procuraduría, se 

crea un nuevo sistema de citatorios que asegure la comparecen­

cia de los destinatarios y que permita la debida integración de 

esos procedimientos, sin lesionar la dignidad y las garantías 

individuales que les corresponde. 

SEGUNDO.- Los citatorios deberán contener el nómero de ex­

pediente, el nombre y el domicilio del destinatario, colonia y 

zona postal, día, hora y lugar en que debe concurrir, motivo de 

la diligencia en que va a comparecer, carácter con que es cita­

do, fecha en que· se libra los citatorios, fundamento legal, 

firma del funcionario que los ordena y sello autor izado de la 

dependencia. Estos mismos datos deberán aparecer en el talón, 

debidamente foliados, del que se desprenda el citatorio respec­

tivo. 
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TERCERO.- Los citatorios a que se refiere el punto ante-

rior serán enviados por correo, con acuse de recibo de la per­

sona citada. 

CUARTO. - En caso de que la persona citada no comparezca, 

se formulará un segundo citatorio que será entregado por traba­

jadoras sociales dependientes de la Dirección General de Servi­

cios Sociales de la Procuraduría, a fin de evitar que los inte­

resados que han presentado una denuncia o querella, elementos 

de la Policía Preventiva y agentes de la Policía Judicial, sean 

quienes intervengan en la entrega de estos citatorios. 

QUINTO.- Las trabajadoras sociales en la entrevista perso­

nal que tengan con el ciudadano, le harán entrega de este se­

gundo citatorio y lo orientarán ampliamente para que acuda con 

seguridad y confianza ante la Oficina de la Procuraduría que 

solicitó su presencia, a fin de convencerlo de la necesidad de 

que comparezca sin ningún temor, para cumplir con el requeri­

miento de la autoridad en el desahogo de las diligencias que 

establece la Ley. 

C/20/80 

La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 

ha puesto en marcha una serie de actividades con las que persi­

gue humanizar las funciones del Ministerio Público, tarea que 

requiere mejoramiento y mantenimiento de sus recursos materia­

les, para que todos los inmuebles y espacios físico útiles, 

sean objeto de un programa permanente de cuidado preventivo y 

correctivo, destinado a la conservación de las áreas de servi­

cios, en que se brinda atención a la comunidad. 
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La Organización y participación de la Procuraduría en jor­

nadas de trabajo con el el propósito de mejorar o modificar los 

sistemas y medidas de procuración de justicia, exige una ade­

cuada preparación de los lugares en que las mismas se desarro­

llan a efecto de facilitar las tareas, evitando erogaciones in­

necesarias. 

La construcción de nuevas instalaciones para el funciona­

miento de las dependencias de la Procuraduría, obliga a contro­

lar la elaboración de proyectos, así como los trabajos que es 

necesario realizar. 

El mejoramiento indispensable del ambient que debe existir 

en las Institución, requiere suministrar servicios de regulari-

_____ aad, como limpieza aeoficinas y control~e oienes y recursos 

materiales; para lo cual se exige servicios de mantenimiento 

rigurosamente programados para preservar el patrimonio del Es­

tado. 

Estos servicios generales, mantenimiento y recursos mate­

riales, suponen funciones que deben ser desarrolladas con un 

máximo de eficiencia, procurando dar una nueva dimensión al 

rendimiento existente hasta la fecha, para lo cual es preciso 

crear una unidad administrativa especfica, que cuente con per­

sonal experimentado al efecto, que dependa de la Oficialía Ma­

yor a la que corresponde el mejoramiento de las condiciones e­

conómicas, sociales, culturales y de trabajo del personal de la 

Institución para el mejoramiento de servicios a la sociedad. 
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Por ello, y con fundamento en los artículos lo., fracciones 

IX y X, 18, fracciones III, IV y VII, de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he teni­

do a bien dictar la siguiente: 

e IR e u LAR: 

PRIMERO. - Se crea la Unidad de Mantenimiento y Servicios 

Generales, que dependerá de la Oficialía Mayor. 

SEGUNDO.- La Unidad mencionada en el punto anterior tendrá 

a su cargo proporcionar servicios generales, conservación y 

mantenimiento, depósito de objetos, archivo, intendencia, in­

ventarios, proveeduría, y vehículos, y todas las demás funcio­

nes que le encomiende el Procurador General. 

C/21/80 

La transformación operada en el Ministerio Público como 

consecuencia del pensamiento humanista del Presidente de la Re­

pública y de las actividades que tiene a su cargo por disposi­

ción de la Ley, ha incrementado la participación de la ciudada­

nía que se ha traducido en un aumento de las cargas de trabajo. 

Lo afirmado anteriormente, hace necesario mejorar el servi­

cio que se presta a la comunidad, lo que requiere que el mismo 

sea proporcionada con toda eficiencia, debiendo atenderse con 

celeridad los requerimientos de la población, satisfaciendo sus 
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intereses porque asi lo exige el sistema normativo vigente y 

porque además es de la esencia de una funci6n pública apropia­

damente cumplida. 

Estos principios rectores, tienen vigencia durante toda la 

prestación del servicio público, pero rigen muy especialmente 

en oportunidad del primer contacto que el gobernado tiene con 

la autoridad, momento en el que élehP. ser atendido en la forma 

indicada, con el objeto de que mantenga la confianza en las 

instituciones que conduce la democracia participativa vigente 

en nuestro país. 

Por ello, y con fundamento en los artículos lo., fracciones 

IX y X, y 18 fracciones III, IV, VII, de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he teni-

do a bien dictar la siguiente: 

e IR e u LAR: 

PRIMERO.- Se crea un Equipo M6vil de Auxilio y Apoyo en la 

Averiguaci6n Previa, a cargo del Ministerio Público en el Dis­

trito Federal. 

SEGUNDO.- El equipo estará formada por tres grupos, inte­

grado por tres oficiales secretarios y dos mecan6grafos cada u­

no, que funcionarán en turnos de veinticuatro horas de labores, 

por cuarenta y ocho de descanso. 
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TERCERO.- Dicho Equipo tendrá cede en la Agencia Central 

Investigadora del Ministerio Público y estará bajo el control 

de la Dirección General de Averiguaciones Previas, a través del 

Subdirector de Agencias Investigadoras. 

CUARTO.- En el desempeño de sus labores, durante la averi­

guación previa, los integrantes del equipo dependerán del Agen­

te del Ministerio Público encargado del procedimiento. 

A/56/81 

Nuestra carta fundamental orienta un procedimiento penal 

humano, por corresponder a un régimen de libertades que tienda 

a evitar diligencias secretas y procedimientos ocultos, para no 

restringir el derecho a la defensa por sí mismo o por medio de 

otro, y que el inculpado puede ofrecer pruebas y asistir a su 

recepción, puesto que son actos que le afectan. 

Si la Sociedad por medio del Ministerio Público, tiene com­

pleta libertad para acumular todos los datos que haya contra el 

inculpado, es gran injusticia que a éste se le pongan trabas 

para su defensa. 

La práctica constante, indiaa que quien es acusado y se en­

cuentra en libertad, puede ofrecer todas las pruebas y argumen­

tos de que dispone en un término más o menos largo, y no resul­

ta lógico que qui.en está detenido no tenga ese derecho cuando 

además la sola privación de la Libertad lo coloca en una situa­

ción muy desventajosa respecto a su acusador, por lo que debe 
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CUARTO. - Al inculpado se le tomarán sus generales y se le 

identificará debidamente, atendiendo el Acuerdo A/35/78, del 

cuatro de julio de mil novecientos setenta y ocho. 

A/57/81 

La afectación de los derechos de las personas involucradas 

en una averiguación previa puede consistir, en sujetarlas al 

procedimiento penal inicialmente, privarlas de la libertar en 

su caso y ejercer en su contra la acción penal para someterlas 

al proceso. 

En un Régimen de Derecho, la Seguridad Jurídica de las per­

sonas, que constituye el contenido de una parte importante de 

las garantías individuales que estatuye la Constitución Políti­

ca de los Estados Unidos Mexicanos, está integrada por el con­

junto de requisitos que el Estado debe observar para que los 

actos jurídicos que realiza, puedan válidamente afectar confor­

me a derecho, la esfera de libertad del gobernado. Por lo que, 

si los requisitos no se pueden cumplir, la Seguridad Jurídica, 

también implica que una persona no pueda ser afectada en forma 

alguna. 

Agotado y concluído el Procedimiento Penal, que integra la 

averiguación previa que finaliza con ponencia de archivo por no 

ejercicio de la acción penal, debe existir imposibilidad jurí­

dica de que la persona sea sujeta nuevamente a ese procedimien­

to, en virtud de que ha sido verificado que no existe delito, o 

que existiendo éste no hay presunta responsabilidad por lo que 
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no es justo, ni lógico, prolongar indefinidamente mediante la 

reapertura de la averiguación previa, la· investigación de he­

chos ya examinados, pues se sujetaría a las personas a la ave­

riguación previa, definiendo indebidamente la decisión sobre su 

consignación o no; y si por negligencia, impericia o mala fe, 

de funcionarios del Ministerio Público, se ha decretado el ar­

chivo por no ejercicio de la acción penal, faltando pruebas in­

dispensables que podrían conducir a una resolución diferente, 

el Gobernado no debe sufrir las consecuencias de los actos in­

debidos de un funcionario del Estado y tal funcionario, debe 

cumplir con la responsabilidad oficial que sus actos contrarios 

a derecho ha generado. 

La definitividad de la resolución de archivo, cumple con la 

seguridad jurídica de los derechos fundamentales de las perso­
-- - --n-a-s. 

Por lo tanto, con fundamento en los artículos lo., fraccio­

nes IX y X, y 18, fracciones III y IV, de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal he tenido 

a bien dictar el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO.- La averiguación previa se integrará con los ele­

mentos de prueba de que se pueda disponer para comprobar en su 

caso, el cuerpo del delito y la presu_nta responsabilidad del 

inculpado. 
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SEGUNDO.- Cuando el funcionario del Ministerio Público 

considere que en la averiguación previa procede la resolución 

de archivo por no ejercicio de la acc:ión penal, remitirá las 

diligencias a la Dirección General de Agentes del Ministerio 

Público Auxiliares del Procurador, para los efectos del artícu­

lo 25, fracción II, inciso a). 

TERCERO. - La resolución de archivo tendrá efectos defini­

tivos. 

INSTRUCTIVO DEL ACUERDO A/57/81. Que establece el archivo 

con efectos definitivos de las averiguaciones previas, en las 

que se verifica la inexistencia de delito o la no presunta res­

ponsabilidad. 

- - - ~pa~r-a--e~--deb-:i:do-cump1-:i:mi-ento-de-l--punto-B-e-g1rffdo, delAcuerdo ~­

A/57 /81, del ocho de octubre de mil novecientos ochenta y uno, 

dictado_por el suscrito que dice: 

Cuando el funcionario del Ministerio Público considere que 

en la averiguación previa procede la resolución de archivo por 

no ejercicio de la acción penal, remitirá las diligencias a la 

Dirección General de Agentes del Ministerio Público Auxiliares 

del Procurador, para los efectos del artículo 25, fracciones 

II, inciso a), de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal. 

Cuando procede la ponencia de archivo por no ejercicio de 

la acción penal, es necesario que el denunciante o el quere·· 

llante, tengan debido conocimiento y un plazo apropiado para 

expresar lo que a su derecho convenga, por lo que se dispone el 

siguiente: 
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IN S T R U C TI V O: 

PRIMERO.- Cuando el funcionario del Ministerio Público ha 

dictado resolución de archivo por no ejercicio de la acción pe­

nal, citará al denunciante o querellante a quien notificará lo 

anterior, mismo que podrá conocer íntegramente el expediente y 

se le otor~ará el término de diez días hábiles, contando a par­

tir de la notificación, a efecto de que si así lo estima, ex­

prese por escrito lo que a su derecho convenga. 

SEGUNDO.- Recibido el escrito, el funcionario del Ministe­

rio Público lo.agregará a la averiguación previa que remitirá a 

la Dirección General de Agentes del Ministerio Público Auxilia­

res del Procurador, la que formulará la opinión correspondiente 

~~~ ~aTa~qUt'!~suelva en definT1:iva el Procurador General. 

TERCERO. - Vencido el término sin que se hubiese recibido 

dicho escrito, el funcionario del Ministerio Público remitirá 

la averiguación previa a la Dirección General de Agentes del 

Ministerio Público Auxiliares del Procurador, para que se pro­

ceda en los términos a que se refiere la parte final del punto 

anterior. 

A/60/82 

La Nueva Filosofía de la Procuración de Justicia se ha con­

cretado en una serie de acciones destinadas a agilizar en favor 

de la ciudadanía, los procedimientos que corresponden a la ac­

tividad del Ministerio Público durante la averiguación previa. 
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Debido a sistemas tradicionales de recepci6n documental que 

ya no corresponden a la dinámica de una moderna administraci6n 

pública, Descuido de los propios interesados o actitudes de 

manifiesta mala fe de terceros, se ha generado una grave dila­

ci6n el el procedimiento de ratificaci6n de denuncias o quere­

llas, que afecta el interés jurídico de los promoventes e impi­

de un oportuno y agil ejercicio de las atribuciones a cargo de 

esta Procuraduría. 

A fin de evitar esta pérdida de tiempo en la ratificaci6n 

de denuncias o querellas, se hace necesario modificar y facili­

tar su tramitaci6n, dando oportunidad a denunciantes y quere­

llantes para que en el mismo momento de la presentaci6n de los 

escritos de denuncia o querella, puedan deshogar su ratifica­

ci6n. 

En esa misma diligencia y con el objeto de dar plena efec­

tividad- a la instancia conciliatoria, que ha sido incorporada 

al texto del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal, deberá aprovecharse la presencia de los promoventes 

para exhortarlos a que se acojan al beneficio de dicha instan­

cia, cuando ello fuere procedente, para conseguir la satisfac­

ci6n de sus intereses, debiendo, en su caso, convocar a los in­

volucrados, para iniciar las pláticas respectivas. 

Por lo tanto y con fundamento en los artículos lo., frac­

ciones IX y X, 18, fracciones III y IV de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he teni­

do a bien dictar el siguiente: 
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ACUERDO: 

PRIMERO.- Las denuncias o querellas formuladas ante la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal deberán 

ser ratificadas en el mismo momento en que sean presentados los 

escritos correspondientes. 

SEGUNDO.- Cuando los escritos en que se formulan denuncias 

o querellas sean presentados por terceras personas, se aprove­

chará la presencia de éstas, para hacer saber a los denuncian­

tes o querellantes la necesidad, bajo apercibimiento de enviar 

a la reserva el expediente, en caso de no comparecer dentro del 

término de diez dias naturales. 

TERCERO. - Sólo hasta que se haya desahogado la ratifica­

ción en los términos previstos en los puntos anteriores, previo 

cumplimiento de los trámites internos que correspondan, se dará 

entrada a las denuncias o querellas, enviando la documentación 

relativa a la Mesa de Trámite. 

CUARTO.- En el momento de la ratificación y en los casos 

que fuere procedente, los denunciantes o querellantes serán 

exhortados a efecto de que si así lo estiman pertinente, se a­

cojan al beneficio de la instancia conciliatoria, para lo cual 

de inmediato, deberá convocarse a los involucrados a las pláti­

cas conducentes. 
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C/26/82 

La nueva dimensi6n de las funciones del Ministerio Público, 

consecuencia de la Nueva filosofía de la Procuraci6n de Justi­

cia, ha permitido el desarrollo de una serie de acciones inno­

vadoras que han modernizado sus tradicionales actividades ahora 

vinculadas al respeto y restricto de la dignidad y de los dere­

chos fundamentales de los ciudadanos así como a la protección 

de la sociedad. 

Una de las prioridades que han orientado la actividad de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, durante 

la presente Administración, ha sido evitar que la procuración 

de justicia se torne ilusoria como consecuencia de atrasos en 

la tramitación de expedientes que al acumularse, imp!den _ que_ la 

Institución cumpla con sus labores de alto beneficio social, 

con la oportunidad que es deseable. 

Consiguientemente, y con la finalidad de acelerar la trami­

tación de las averiguaciones previas y en su caso de desición 

de ejercer o no la acción penal según corresponda, se hace ne­

cesario establecer mecanismos que posibiliten la revisión pe­

riódica de los expedientes que se encuentran en reserva y en 

las Mesas de esta Procuraduría, debiendo cuando fuere proceden­

te, declararse la extinsión de la responsabilidad penal de las 

personas involucradas, conforme al Código Penal para el Distri­

to Federal en materia de fuero común, y para toda la República 

en materia de fuero federal. 
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Por lo anterior, y con fundamento en los artículos lo., 

fracciones II, IX y X, y 18 fracciones III, IV y XVI, de la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de ,Tusticia del Distrito 

Federal, he tenido a bien diclar la siguiente: 

e IR e u LAR: 

PRIMERO. - La Dirección General de Agentes del Ministerio 

Público Auxiliares del Procurador adoptará las medidas necesa­

rias para practicar la revisión periódica de los expedientes 

que se encuentren en reserva y en las Mesas de esta Procuradu­

ría, con la finalidad de evitar demoras in-justificadas en los 

mismos, acelerando la realización de todas aquellas medidas a 

las que dependen una resolución sobre el ejercicio o no de la 
- - -- - -- -- - -- - - - - - - - - - - -- - ---- -

acción penal. 

SEGUNDO.- En los casos en que así proceda se declarará la 

extinsión de la responsabilidad penal y se archivarán en defi­

nitiva las actuaciones. 

A/62/82 

Los principios de política social que orientan los procedi­

mientos que integran la averiguación previa, exigen otorgar se­

guridad a las personas comparecientes para garantizar que sus 

declaraciones no serán objeto de modificación, y evitar también 

la posibilidad de causar daño al buen nombre de otros involu­

crados. 
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Resulta evidente que no existe impedimento legal en facili­

tar una copia simple de la diligencia correspondiente en que 

comparecen las personas ante el Ministerio Público a prestar 

declaraci6n, pues con ello no se causa perjuicio alguno a ter­

ceros, y se preserva el contenido de la diligencia, evitando se 

produzcan alteraciones, con lo que se proporciona garantía de 

certeza y seguridad jurídica al interesado, quien tendrá una 

constanci indubitable del procedimiento que atendi6 el Ministe­

rio Público, siendo el documento que obtuvo el compareciente, 

un instrumento que además lo oriente y le permita seguir el 

curso de la averiguación previa. 

El mismo fundamento vinculado a evitar alteraciones en la 

_c:1iligenc: ia ____:__':_r-__resp~~ iente, _ e.l{_ige ~ornar precauciones a fin _ de 

impedir modificaciones· en las copias que expida el Ministerio 

Público, polo que se deberá inutilizar los espacios no usados 

en las mismas. 

Por lo anterior, y con fundamento en los artículos lo., 

fracciones I, VIII y X; y 18 fracciones III y IV de la Ley Or­

gánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Fe­

deral, he tenido a bien dictar el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO.- Todas las personas que comparezcan con carácter, 

en una diligencia, ante los funcionarios del Ministerio Públi­

co; ralizada en la averiguación previa, tendrán derecho, a que 

se le expida una copia simple en la misma. 
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SEGUNDO.- Las copias simples a que se refiere el punto an­

terior, serán firmadas por el Agente del Ministerio Público y 

el Secretario que hayan, levantado la diligencia haciendo cons­

tar el número de averiguación previa, domicilio, y turno de la 

agencia Investigadora correspondiente para garantizar a quien 

comparece, el debido trámite que conforme a la ley, corresponde 

a su comparecencia. 

TERCERO. - Los funcionarios aludidos en el punto anterior, 

inutilizarán los espacios no usados en las copias simples que 

entreguen a los interesados. 

Por otro lado, mencionaremos ahora los .Acuerdos y Circula­

res que fueron modificados: 

A/5/77 

A fin de cumplir con las disposiciones legales en materia 

fiscal, con fundamento en los artículos lo., fracción IV y 18, 

fracciones III y IV, de la Ley Orgánica de la Procuraduría Ge­

neral del Distrito Federal, he tenido a bien expedir el si­

guiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO.- Se hará del conocimiento de la Dirección General 

del Registro Federal de Vehículos cuando el personal del Minis­

terio Público tenga a la vista un auto~óvil sin el certificado 

de Registro o "tarjetón", o en su caso sin el pago del impuesto 

sobre tenencia o uso de automóviles, 
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SEGUNDO.- La medida a que se refieren los puntos anterio­

res será sin perjuicio del valor probatorio que ha de otorgár­

sele al documento de que se trate, a pesar de las irregularida­

des de orden tributario que se advierte. 

TERCERO. - Para efectos de control, el interesado, invaria·­

blemente, presentará además de los documentos originales las 

fotocopias necesarias de los mismos, que una vez certificadas 

se agregarán al expediente relativo. 

CUARTO,- La notificación a las autoridades fiscales se ha­

rá de inmediato utilizando las formas impresas que se propor­

cionarán al personal, en la inteligencia que se incorporará a 

la averiguación previa correspondiente, una copia de dicha no­

tificación. 

A/8/77 

A fin de establecer la debida relación entre los Agentes 

InvEestigadores del Ministerio Público y los Tribunales Califi­

cados del Distrito Federal, para hacer más expedita la adminis­

tración de justicia, con fundamento en los artículos 17, del 

Reglamento de la Policía Preventiva del Distrito Federal; lo., 

fracción IV, y 18, fracciones III y IV, de la Ley Orgánica de 

la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he 

tenido a bien expedir el siguiente: 
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ACUERDO: 

PRIMERO. - Los Agentes Investigadores del Ministerio Públi­

co recibirán de inmediato a los presuntos responsables de deli­

to, que sean presentados por la Policía Preventiva del Distrito 

Federal a fin de proceder como corresponde en derecho, asentan­

do la hora en que se realizó el posible evento ilícito y la ho­

ra de la presentación por parte de la Policía Preventiva. 

SEGUNDO.- Cuando los hechos sean constitutivos de delito, 

y a la vez de falta administrativa, no se deben turnar los au­

tos al Juzgado Calificador, a fin de evitar que por una misma 

conducta o hecho, se impongan dos sanciones. 

TERCERO.- Si la conducta por la que la persona fue presen­

tada- al Agente Investigadroa del Ministerio Público, únicamente 

constituye una falta a los Reglamentos mencionados en el punto 

anterior, será turnada de inmediato al Tribunal Calificador 

competente, por elementos de la Dirección General de la Policía 

Judicial de esta Procuraduría o de la Dirección General de Po­

licía y Tránsito del Departamento del Distrito Federal. 

A/11/77 

Las normas jurídicas que se refieren a los delitos cometi­

dos con motivo del tránsito de vehículos, contenidas en los ar­

tículos 58, 60, 61, 62, 64, 171, 289, 290, 291, 292, 293, 302, 

397, del Código Penal para el Distrito Federal en materia de 

fuero común y para toda la República en materia de fuero fede-
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ral; 41, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

la Federación; 135, 537, de la Ley de Vías Generales de Comuni­

cación; 10, 271, del Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal¡ y 50, de la Ley de la Procuraduría General de 

la Rep6blica, ha sucitado diferentes interpretaciones y, en 

consecuencia han sido aplicadas con pluralidad de criterios. 

Por tal razón, la Procuraduría General de Justicia del Distrio 

Federal estima imprescindible establecer una interpretación u­

nívoca y congruente de las normas referentes a los delitos per­

seguibles por querella y por denuncia; a los casos en que pro­

cede o no la detención; a la concesión de la libertad causional 

durante la averiguación previa; a la competencia de los Jueces 

de Paz, de los Jueces Penales y de la Procuraduría General de 

la República, así como a la devolución de los vehículos. 

- - -Por e-1-1-o, y-con- fund-ame-nto- err-lu-s--art-í-cu-1-0-s--10;,- f---.racc-~ón 

IV, 18, fracciones III y IV, de la Ley Orgánica de la Procura­

duría General de Justicia del Distrito Federal, he tenido a 

bien dictar el siguiente: 

A C U E R D O: 

UNICO.- El criterio de interpretación de las normas rela­

tivas a los delitos culposos cometidos con motivo del tránsito 

de vehículos, asó como de Ataques a las Vías de Comunicación es 

el que a continuación se indica: 
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A). - Hipjte~is de delitos~~uibles por_g_uer~lla. 

1) Daño en Propiedad Ajena. 

2) Lesiones, articulo 289/1 

3) Lesiones, artículo 289/2 

4) Lesiones, artículo 290 

5 Cualquier concurso entre los delitos anteriores. 

Excepto cuando: 

a) El presunto responsable se hubiese encontrado en 

estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefa­

cientes o substancias psicotr6picas. 

b)_ fil p_re_s_un_t_o r_espon.sal;J-lce- sea e0nduet-or- de-1 s-i-st-em-a 

ferroviario o del sistema de transporte eléctrico 

o de cualquier transporte de servicio público fe­

deral, y cometa el delito al conducir un vehículo 

de aquellos sistemas o de dicho servicio. 

B) Hip6tesis de delitos perseguibles por denuncia. 

1) Los casos de excepción anotados en los incisos a) 

y b) del apartado A). 

2) Lesiones, artículos 291, 292 ó 293. 

3) Homicidio. 

4) Ataques a las vías de cornunicaci6n, artículo 171 

5) Ataques a las vías generales de comunicación, ar­

tículo 537/2 L.V.G.C. 
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6) Daño en propiedad ajena, . cometido en concurso i­

deal (formal) con lesiones, artículo 291, 292 ó 

293. 

7) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal) con Homicidio. 

8) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal) con ataques a las vías de comunica­

ción artículo 171. 

9) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal) con ataques a las vías generales de 

comunicación artículo 537/2 L.V.G.C. 

10) Lesiones artículos 289/1, 289/2 ó 290, cometidas 

en concurso ideal (formal) con lesiones, artículos 

291, 292 ó 293. 

11) Lesiones, artículo 289/1, 289/2 ó 290, cometidas 

en-concurso ideal (TotmaIJ con fioinicíffio. 

12) Lesiones, artículos 289/1, 289/2 ó 290, cometidas 

en concurso ideal (formal) con ataques a la vías 

de comunicación, artículo 171. 

13) Lesiones, artículos 289/1, 289/2, ó 290 cometidas 

en concurso ideal (formal) con ataques a las vías 

generales de comunicación, artículo 537/2 L.V.G.C. 

14) Cualquier concurso entre los delitos señalados en 

dos o más puntos de este apartado B). 

C) Hipótesis de delitos en que no procede la detención. 

1) Daño en propiedad ajena, exclusivamente. 
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Excepto cuando el presunto responsable sea conduc­

tor del sistema ferroviario o del sistema de 

transportes eléctricos o de cualquier transporte 

de servicio público federal, y comete el daño al 

conducir un vehículo de aquellos sistemas o de di­

cho servicio. 

En el caso del sistema ferroviario no procede la 

detención si con ello 

debiéndose observar lo 

135 de la L.V.G.C. 

2) Lesiones, artículo 289/1 

se trastorna el servicio, 

dispuesto en el artículo 

3) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal) con lesiones, artículo 28~/l. 

D) Hipótesis de delitos en que sí procede la detención. 

1) El caso de excepción del daño en propiedad ajena 

anotado en el apartado C). 

2) Ataques en las vías de comunicación, artículo 171. 

3) Ataques a las vías generales de comunicación, ar-

tículo 537/2 L.V.G.C. 

4) Homicidio. 

5) Lesiones, artículos 289/2, 290, 291, 292, 293. 

6) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal) con ataques a las vías de comunica­

ción, artículo 171. 

7) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal) con ataques a las vías generales de 

comunicación, artículo 537/2 L.V.G.C. 
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B) Dafio en propiedad ajena cometido en concurso ideal 

(formal) con homicidio. 

9) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal), con lesiones, artículos 289/2, 290, 

291, 292 ó 293. 

10) Cualquier concurso entre los delitos señalados en 

dos o más puntos de este apartado D). 

E) Hipótesis de los delitos en que procede la libertad 

caucional. 

1) Homicidio. 

2) Lesiones, artículos 289/2, 290, 291, 292, ó 293. 

3) Daño en propiedad ajena, cometido por un conductor 

del ~istema de transpo~~e eléctrico. 

4) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal) con homicidio. 

5) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal) con lesiones, artículos 289/2, 290, 

291, 292 ó 293. 

6) Cualquier concurso entre los delitos señalados en 

dos o más puntos de este apartado E). 

Excepciones. 

En los delitos anteriores no procede la libertad cau­

cional cuando: 

a) El presunto responsable abandone a quien hubiese 

resultado lesionado¡ 
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b) El presunto responsable se hubiese encontrado en 

estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefa­

cientes o substancias psicotrópicas; o 

c) El presunto responsable preste sus servicios en 

cualquier transporte de servicio público local y, 

al conducir el vehículo de dicho transporte, cause 

homicidios de dos o más personas. 

F) Hipótesis de delitos de la competencia del Juez de Paz. 

1) Daño en propiedad ajena exclusivamente. 

Excepto cuando el presunto responsable sea conductor 

del sistema de transportes elfctricos y com~ta el daño al con­

ducir un vehículo de dicho sistema, siempre que el sujeto pasi­

vo no sea la federaci6n. 

2) Lesiones, artículo 289/1, exclusivamente. 

3) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal) con lesiones, artículo 289/1. 

4) Ataques a las vías de comunicación, artículo 171 

(criterio del Tribunal Superior de Justicia). 

5) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal), con ataques a las vías de comunica­

ción, artículo 171. 

6) Lesiones, artículo 289/1, cometidas en concurso i­

deal (formal) con ataques a las vías de comunica­

ción, artículo 171 (criterio del Tribunal Superior 

de Justicia). 



. 194 • 

G) Hipótesis }ie delitos de la com12etencia del Juez Penal. 

1) El caso de excepción del daño en propiedad ajena 

anotado en el apartado F). 

2) Homicidio. 

3) Lesiones, artículos 289/2, 290, 292, ó 293. 

4) Daño en propiedad ajena, cometido en concurso i­

deal (formal) con homicidio. 

5) Daño en propiedad ajema, cometido en concurso i­

deal (formal) con lesiones, artículos 289/2, 290, 

291, 292 Ó 293. 

6) Lesiones, artículo 289/1, cometido en concurso i­

deal (formal) con homicidio. 

7) Lesiones, artículo 289/1, cometidas en concurso i­

deal (formal) con lesiones, artículos 289/2, 290, 

291, 292 ó 293. 

8) Cualquier concurso entre los delitos señalados en 

dos o más· puntos de este apartado G). 

H) Delitos de la competencia de la Procuraduría General 

de la República. 

1) Daño en propiedad ajena, cuando la federación sea 

sujeto pasivo. 

2) Daño en propiedad ajena, perpetrado con motivo o 

en contra del funcionamiento de un servicio públi­

co federal o en menoscabo de los bienes afectados 

a la satisfacción de dicho servicio, aunque éste 

se encuentre descentralizado o cencesionado. 
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3) Daño en propiedad ajena, cuando el presunto rspon­

sable sea un funcionario o empleado fedeal y lo 

cometa en ejercicio de us funciones o con motivo 

de ellas. 

4) Lesiones, artículos 289/1, 289/2, 290, 291, 292, ó 

293, cometidos en contra o por un funcionario o 

empleado federal en ejercicio de sus funciones o 

con motivo de ellas. 

5) Lesiones, artículos 289/1, 289/2, 290, 291, 292, ó 

293, cometidas con motivo del funcionamiento de un 

servicio p6blico federal, aunque dicho servicio se 

encuentre descentralizado o concesionado. 

6) Homicidio, cometido en contra o por un funcionario 

o empleado federal en ejercico de sus funciones o 

con motivo de ellas. 

"t) Hmn-i-c1-d-:t-o, i::-omert-do con mortvo del fünc-ionamienl:o 

de un servicio p6blico federal, aunque dicho ser­

vico se encuentre descentralizado o concesionado. 

8) Ataques a las vías generales de comunicación, ar­

tículo 537/2 L.V.G.C. 

I) Vehículos. 

1) Si los delitos son de la competencia de los jueces 

penales o de los jueces de paz del Distrito Fede­

ral, el delito será devuelto después de la formu­

lación del dictámen pericial y de la fe ministe­

rial de daños e indicios probatorios, 

2) Si los delitos son de competencia federal, el ve·· 

hículo será puesto a disposición de la Procuradu­

ría General de la República, en los términos del 

artículo 50, de la Ley de ésta Institución. 
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A/19/77 

A fin de fomentar el cumplimiento de los deberes que co­

rresponden a todos los habitantes de esta Ciudad, dentro de un 

marco de seguridad jurídica para las acciones solidarias y hu­

manitarias realizadas en beneficio de otras personas, que está 

promoviendo esta ·Dependencia del Gobierno Federal, con funda­

mento en los artículos 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 266 del Código de Procedimientos Pe­

nales para el Distrito Federal; lo., fracción IV, y 18, frac­

ción II, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Jus­

ticia del Distrito Federal, he tenido a bien expedir el si­

guiente: 

¡,..__ C: _U_ E_ R I) O;_ 

PRIMERO. - La persona que preste auxilio a un lesionado o 

lo presente a un hospital para su atención médica y tenga el 

carácter de presunto responsable de las lesiones, quedará suje­

to a lo dispuesto por el Artículo 271 del Código de Procedi­

mientos Penales. 

SEGUNDO.- La persona que presta auxilio a un lesionado, lo 

presente a un hospital para su atención médica, si es ajena a 

los hechos, bajo ning6n pretexto deberá de ser detenida. 

TERCERO. - En caso de que sea indispensable contar con la 

declaración de la persona que prestó auxilio, para los efecto 

de la averiguación previa, el Titular del Ministerio P~blico la 

recabará de inmediato, evitándole molestias innecesarias. 
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CUARTO.- La persona que prestó el auxilio, sólo se quedará 

a disposición del Agente Investigador del Ministerio Público, 

cuando existan datos suficientes que conforme al derecho haga 

probable su responsabilidad en las lesiones de que se trate, 

pudiendo acogerse en su caso, a los beneficios que establece la 

Ley. 

QUINTO.- La persona que auxilie al lesionado en los térmi­

nos a que se refiere éste Acuerdo, será objeto de un reconoci­

miento cívico en la forma que para tal efecto se establezca. 

SEXTO.- El incumplimiento de éste Acuerdo por parte de los 

Agentes del Ministerio Público, dará lugar a la aplicación de 

las sanciones que establece la Ley. 

C/19/77 

A fin de continuar con la política de revalorización de los 

Agentes del Ministerio Público y restituir la autoridad y res­

petabilidad que le corresponde, y deseando ratificar la con­

fianza que al Titular de la Institución le merecen, en su ca­

rácter de funcionarios responsables de la precuración de jus­

ticia en sus respectivas áreas de decisión, con fundamento en 

lo dispuesto por los artículos lo., fracción IV, 18, fracción 

III, 24 y 25, fracciones I y II de la Ley Orgánica de la Procu­

raduría General de Justicia del Distrito Fedeal, he tenido a 

bien emitir la siguiente: 
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e IR e u LAR: 

PRIMERO.-· Los Agentes del Ministerio Público adscritos a 

las Agencias Investigadoras del Ministerio Público en el Dis­

trito Federal, resolverán bajo su más estricta responsabilidad 

la situación jurídica de las personas detenidas con motivo de 

una averiguación previa, sin necesidad de esperar instrucciones 

específicas de la superioridad. 

SEGUNDO. - Los Agentes del Ministerio Público, Jefes de Me­

sa, resolverán la situación jurídica de las personas relaciona­

das con la averiguación previa en los mismos términos del punto 

anterior. 

TERCERO.- Lo dispuesto en los puntos Primero y Segundo se 

llevará a efecto sin pei:3uicio de las atribuciones que la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal, confiere a funcionarios de nivel jerárquico superior. 

CUARTO.- En el caso de desvio de funciones y abuso de au­

toridad, se estará a lo dispuesto por el Código Penal Federal, 

y a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servicios Públi­

cos. 

A/28/77 

Con el fin de evitar molestias innecesarias a los miembros 

de la comunidad, derivada de trámites burocráticos prolongados 

y decretar con la mayor celeridad, cuando sea procedente la li-



. 199 . 

bertad de las personas involucradas en las averiguaciones pre­

vias que se inician con motivo de hechos delictuosos producidos 

por el tránsito de vehiculos, sin perjuicio de la continuación 

del procedimiento indagatorio y sin dejar de garantizar los in­

tereses de quienes resultan afectados, con fundamento en los 

articules lo., fracción IV y 18, fracción III, de la Ley Orgá-· 

nica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Fede­

ral, he tenido a bien dictar el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO. - Cuando en la averiguación previa instruída por 

delitos culposos con motivo del tránsito de vehículos cuya pena 

no exceda de cinco afios de prisión no se cuente con el dictámen 

peri-cial cortesponchent.e, pero ex-1s-tan elemen-to-s sufi-ciente-s 

para determinar la situación jurídica de las personas que se 

encuentran detenidas, el Agente Investigador del Ministerio Pú­

blico, sin esperar el dictámen pericial, resolverá de inmediato 

sobre la libertad o consignación de dichas personas. Al estar 

determinada la presunta responsabilidad de éste caso, de ser 

procedente, se concederá el beneficio del arraigo domiciliario 

o la libertad bajo causión. 

SEGUNDO.- A fin de que se cumpla debidamente con el punto 

anterior, el Ministerio Público, practicará en todo caso la 

inspección ministerial del lugar de los hechos, personas, vehí­

culos y otros objetos,. describiéndolos con el mayor detalle, 

para la correcta integración de la averiguación previa. 
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TERCERO.- Cuando en la averiguación previa a que se refie­

re el punto primero, no se cuente por el momento con el dictá­

men pericial y no existan elementos suficientes para determinar 

la situación jurídica de las personas que se encuentran deteni­

das, el Agente Investigador del Ministerio Público inmediata­

mente ~eberá determinar la libertad de las mencionadas personas 

con las reservas del caso, siempre y cuando esas personas no se 

hubiesen encontrado en estado de ebriedad o bajo el influjo de 

estupefacientes o sustancias psicotrópicas, acredite fehacien­

temente tener su domicilio en el Distrito Federal, y no hubiese 

pretendido sustraerse a la acción de la justicia, turnando la 

averiguación previa a la Mesa de Trámite correspondiente, para 

su continuación. 

Una vez que se recibe el dictámen pericial o se cuente con 

1-os -e-1-ement-os suf-i-cient-es, se d-ete-rm±nará si s-e e-Jerci-ta o n-o 

la acción penal. 

CUARTO.- El Agente del Ministerio Público, Jefe de la Mesa 

respectiva, mantendrá a su disposición los objetos o instrumen­

tos relacionados con los hechos, que se hubiesen recogido ali­

niciarse la averiguación previa, en los términos del artículo 

98 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Fede­

ral. 

QUINTO.- Las personas que obtengan su libertad con las re­

servas del caso, en los términos de éste Acuerdo, serán preve­

nidas para que comparezcan ante el Ministerio Público a la 

práctica de diligencias de a ver iguac ión previa, cuantas veces 

sean requeridas y en el supuesto de que no acudan se les adver­

tirá de que se les revocará la libertad transitoria de que dis­

fruten. 
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A/36/78 

Es preciso que los procedimientos penales que realicen sin 

lesionar las garantías individuales que consagra la Constitu­

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La procuración de justicia tiene como contenido, que se li­

miten a lo estrictamente necesario las restricciones a los de­

rechos de las personas, especialmente cuando se les priva de su 

libertad individual. 

Es de la esencia del sistema democrático, garantizar la le­

galidad de las ordenes emanadas de la autoridad, que supone li­

m-±ta-c-t-mre-s a---1-a- -i ±b-e-rt-ad, -y· c-c,rn;-t-guie-rrt-emim-1:e-, 01=-JJe s-e r-preo-cu-­

pac ión permanente de los agentes de la autoridad, que los indi­

viduos puedan hacer valer sus derechos en todo momento y cir­

cunstancia, para lo que con fundamento en los artículos lo., 

fracciones VI, IX y X y 18, fracciones III y IV, de la Ley Or­

gánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Fe­

deral, he tenido a bien dictar el siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO.- Las ordenes de aprehensión dictadas por delitos 

culposos cuya pena máxima no exceda de cinco años de prisión, 

así como las ordenes de arresto por correcciones disciplinarias 

o medidas de apremio, serán cumplidas por la Policía Judicial, 

entre la primera hora del día lunes y las doce horas del vier­

nes. 
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SEGUNDO.- Lo dispuesto en el punto anterior no será apli·· 

cado en los casos de delitos dolosos o culposos graves, en los 

que la Policía Judicial, pondrá el mayor cuidado en hacer efec­

tivas de inmediato las ordenes de aprehensi6n y arresto mencio­

nadas. 

A/37/78 

En los casos de delitos cometidos culposamente, cuya pena 

no exceda de cinco años de prisión, con motivo de tránsito de 

vehículos, para impedir que éstos sufran robos de algunas de 

sus partes con perjuicio del patrimonio de las personas, otorga 

las mayores facilidades a quienes se ven involucrados evitando 

molestias innecesarias, integrar la averiguaci6n previa con la 

mayor· celeri.dad, evitar que los venículos se agrupen ~en las ca­

lles que rodean las Agencias Investigadoras del Ministerio Pú­

blico lo que perturba la circulación del tránsito y da una ima­

gen inapropiada, y para promover la descongestión de los luga­

res destinados por las autoridades competentes para su guarda; 

resulta necesario un dep6sito que permita a los particulares 

actuar como custodios con fundamento en los artículos 265. del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, lo., 

fracciones IX y X y 18, fracciones III y IV, de la Ley Orgánica 

de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he 

tenido a bien dictar el siguiente: 
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A CUERO O: 

PRIMERO.- En las averiguaciones previas que se tramiten 

con motivo de hechos delictuosos, cometidos culposamente, cuya 

pena no exceda de cinco anos de prisi6n, producidos en tránsito 

de vehículos, éstos deberán ser entregados de inmediato, previa 

inspección ministerial, en depósito, con las formalidades lega­

les y mediante diligencia debidamente levantada, a sus propie­

tarios, poseedores o representantes legales, haciendo constar 

también, que tendrán las siguientes obligaciones: mantenerlos 

en su domicilio sito en el el Distrio Fedeal, a disposición del 

Agente Investigador del Ministerio Público que corresponda; no 

disponer en forma alguna de los vehículos; y mantenerlos como 

hubiesen quedado después de los hechos de que se trate. 

-SEGTJNDG--.----- -La-s-jéle-r---sena-s- E[Ue- -1:'-ee-i-ba-n eFJ- cleJ?Éi-s-i--tc-0--ul'l. veh-í-e1:1±0-

en los términos a que se refiere el punto anterior deberán pre­

sentarlo dentro de las veinticuatro horas siguients, en el lu­

gar que ordene el Agente Investigador del Ministerio Público 

que tramita la averiguación previa, para que los peritos tengan 

los vehículos a su vista, tornen los datos suficientes y emitan 

con toda oportunidad el dictámen que corresponda conforme a las 

normas jurídicas aplicables. 

TERCERO.- La Dirección General de Servicios Periciales e­

laborará una relación de peritos en las materias correspondien­

tes, que deberán prestar sus servicios en las Agencias Investi­

gadoras del Ministerio Público que así se determine, durante 

turnos matutinos, vespertinos y nocturnos, para cumplir lo es­

tablecido en el punto anterior. 
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CUAR'l.'O. - La Dirección General de la Policía Judicial en 

auxilio de la Dirección General de Servicios Periciales, hará 

una recolección de datos y recabará toda evidencia física que 

dejen los hechos a que se refiere el punto Primero de este A­

cuerdo, median te las formas y equipo que será proporcionado, 

remitiendo de inmediato al Ministerio Público las diligencias 

que hubiese practicado. 

QUINTO.- Lo dispuesto en el punto primero de este Acuerdo, 

no procederá cuando el involucrado, hubiese pretendido sustra­

erse de la acción de la justicia, abandonando al lesionado en 

su caso o consumado los hechos en estado de ebriedad o bajo el 

influjo de estupefacientes o substancias psicotrópicas. 

__ SEXTQ_._.- _S_e_ d_e_r_o_g_a_ _e_l_ Ac_u1=_r_d_0 __ A/_J_/7-"l, _deL_primer_o __ de~abr-iL 

de mil novecientos setenta y siete, en lo que se oponga este. 



• 205 • 

CIRCULAR No, 01/83 

A fin de que los Peritos de esta Procuraduría disfruten de 

la tranquilidad, la libertad de investigación y el tiempo nece­

sario para el eficiente e imparcial desempeño de las tareas re­

lacionadas con sus respectivas especialidades, es indispensable 

que durante esta etapa de estudio se vean completamente libres 

de cualquier distracción por parte de los particulares que de 

alguna manera se encuentran involucrados o interesados en la 

correspondiente averiguación previa. 

En consideración de lo 'anterior, y con fundamento en los 

artículos lo., fracción IX y 18 fracción IV de la Ley Orgánica 

de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he 

tenido a bien dictar la siguiente: 

e IR e u LAR: 

PRIMERO.- Las Direcciones Generales de Averiguaciones Pre­

vias y de Servicios Periciales, tomarán las medidas conducentes 

para evitar que los particulares involucrados o interesados en 

las averiguaciones previas en proceso de realización, tengan 

trato directo con los Peri tos encargados de dictaminar en las 

mencionadas averiguaciones. 

SEGUNDO.- En consecuencia, queda estrictamente prohibido a 

los Peritos establecer comunicación con las personas involucra­

das o interesadas en la Averiguación Previa en que han sido de­

signados para dictaminar a fin de tratar con ellos cualquier 

punto relacionada con su dictámen. 
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'rERCERO El Responsable Administrativo de la Dirección Gene­

ral de Servicios Periciales, se ocupará de proporcionar a los 

particulares los necesarios informes administrativos o de trá­

mite en relación con las solicitudes de peritación, o bien de 

ponerlos en contacto exclusivamente con los Titulares de la Di­

rección. 

CUARTO.- Los Titulares de las correspondientes unidades 

administrativas harán del conocimiento de su personal el conte­

nido de esta circular. 

SEXTO.- La presente circular entrará en vigor a partir de 

ésta fecha 13 de enero de 1983. 

CIRCUI.;A~ No. o-2783 

En atención a la prevención establecida en el artículo 221 

del Código Penal para el Distrito Federal y con fundamento en 

los artículos lo., fracciones IX y X y 18 fracciones III y IV 

de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal, he tenido a bien dictar la siguiente: 

e IR cu LAR: 

UNICO.- Se prohibe expresamente a todos los servidores de 

la Institución, cualquiera que sea su adscripción y nivel que 

intervengan en aquellos asuntos que no les competen en razón de 

sus funciones, y que patrocinen en cualquier forma a los inte­

resados en alguna averiguación previa, proceso penal, civil, 

mercantil o familiar. 



. 207 . 

·CIRCULAR No. 03/83 

Se comunica a los funcionarios de la Instituci6n que ha si­

do creada una Unidad de Quejas, con dependencia directa de la 

C. Procuradora, que brindará servicio a las personas que lo so­

liciten en relación con las funciones de esta Procuraduría. 

Los Ti tul ares de cada área atenderán las solicitudes que 

les formulen los funcionarios de esta Unidad, siendo de su es­

tricta responsabilidad con apego a derecho los problemas que 

les sean turnados, debiendo informar a la Unidad sobre el par­

ticular. 

For-man- par-te de .es-ta Un.idad de Quaj.as_ los sigui.entes_ fun­

cionarios: 

Lic. Ma. Magdalena García Esteves 

Lic. Alberto de la Garma Torres 

Lic. Lourdes Lammolia Lemini 

Lic. Luis Pérez de la Fuente. 

CIRCULAR No. 04/83 

A fin de brindar un tratamiento digno a las víctimas de los 

delitos de Violación y garantizar la vida privada y el respeto 

a la moral personal es necesario evitar la publicidad inconve­

niente en los delitos de esta naturaleza, favoreciendo el res-
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peto pleno del pudor de los ofendidos, tanto hombres, porpor­

cionándoles el trato más conveniente y respetuoso. 

Con fundamento en el artículo 21 de la Constitución Políti­

ca de los Estados Unidos Mexicanos, 59 del Código de Procedi­

mientos Penales para el Distrito Federal, y 18 fracciones III y 

IV de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Fedeal, he tenido a bien dictar la siguiente: 

e IR e u LAR: 

PRIMERO. - Queda prohibido terminantemente proporcionar a 

persona alguna con la sola excepción de las involucradas direc­

tamente en los hechos, información que de cualquier forma pueda 

servir ~Para rev~el~ar la iéLen~tidad de ~la ~V~Íc~tima~. Es~ta~pLo~hibi­

c ión, tratándose de mujeres con capacidad jurídica abarca a los 

padres, y tratándose de mujeres casadas se hace extensiva al 

esposo, los hijos si los hubiere y cualesquiera parientes. 

SEGUNDO. - Los Agentes del Ministerio Público que conozcan 

de averiguaciones originadas en una denuncia por violación, de­

berán esmerarse en proporcionar el trato más considerado al o­

fendido y en el caso de que éste sea mujer, deberán enviarla a 

la sección médica del edificio central de esta Procuraduría, 

para que el examen ginecológico correspondiente les sea practi­

cado por médicas especializadas. 
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CIRCULAR No. 05/83 

El artículo 271 del Código de Procedimientos Penales para 

el Distrito Federal, en su segundo párrafo, establece la obli­

gación para el funcionario que conozca de una conducta o hecho 

posiblemente constitutivos de delito, de solicitar que tanto el 

sujeto pasivo como el presunto responsable sean examinados por 

médicos legistas para que éstos dictaminen con carácter provi­

sional, acerca de su estado psicofisiológico. 

La práctica del examen psicofisiológico del indiciado, tie­

ne fundamental importancia porque constituye un valioso auxilio 

para el juzgador al momento de determinar la garantía para el 

disfrute del beneficio de la Libertad provisional a la que se 

refiere la fracción I del artículo 20 Constitucional y es un e-
- - - - -- -

lemento de juicio para señalar la peligrosidad del procesado 

para efectos de la imposición de la pena, de conformidad con 

los artículos 51 y 52 del Código Penal, atendiendo a las cir­

cunstancias anteriores de su ejecución y a las peculiaridades 

del sujeto activo del delito, entre las que se cuenta su edad, 

educación, ilustración, costumbres, hábitos y condiciones espe­

ciales en que se encontraba al cometer el ilícito, elementos 

que pueden perderse de no practicarse el examen en el momento 

en que se tiene el primer contacto con el indiciado en la fase 

de averiguación previa. 

Tratándose del denunciante u ofendido por el ilícito su im­

portancia radicá en que del estado en que éste se encuentre de­

penderá la mayor o menor credibilidad que tanto el Ministerio 

P6blico como el Organo jurisdiccional otorguen a su dichro, al 
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momento de valorar las probanzas para tener comprobado el cuer­

po del delito y la presunta responsabilidad o la responsabili­

dad plena, en su caso, del sujeto activo. 

Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por el ar­

tículo 21 de la Constituci6n Política de los Estados Unidos Me­

xicanos 271 del Código de Procedimientos Penales para el Dis­

trito Federal y 18, fracciones III y IV de la Ley Orgánica de 

la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he 

tenido a bien dictar la siguiente: 

e IR e u LAR: 

PRIMERO. - Los Agentes Investigadores del Ministerio Públi­

co y fo-s A:gentes- deT MTnister io -Pú5J.ico, Jefes cte- Mesa de ~Yá­

mi te del Sector Central o Desconcentrado, inmediatamente que 

les sea presentado o comparezca en la averiguación la persona 

que tenga la cavidad de indiciado, solicitarán del C. Médico 

Legista de la adscripción, o de un Perito Medico Forense si se 

trata de Mesas del Sector Central, la práctica del exámen psi­

cofisiol6gico del inculpado, utilizando los formatos que pre­

viamente serán distribuidos. El personal de Trabajo Social de 

la Institución presentará el auxilio y colaboración que se re­

quiera para la práctica de esos examenes. 

SEGUNDO.- El mismo examen se prac~icará a los denunciantes 

u ofendidos, previa consulta con el superior inmediato cuando 

el Agente Investigador o el Agente del Ministerio Público Jefe 

de Mesa de Trámite adviertan en la persona algún signo o sínto­

ma que haga cuestionable su buen estado de salud mental. 
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TERCERO.- La práctica de estos exámenes se hará sin per­

juicio de los demás dictámenes cuya solicitud proceda para la 

adecuada integración del cuerpo del delito de que se trate. 

CIRCULAR No. 07/83 

La Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal además de conferir al Ministerio Público espe­

cíficas funciones en los procedimientos penales, civiles y fa­

miliares, le atribuye la de brindar atención a las víctimas de 

los delitos con propósitos tutelares. Por ello con fundamento 

en los artículos lo., fracciones I y VII, 18, fracciones III y 

IV, 25 fracción I, 33, fracción V, 45, de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, he teni­

do a bien emitir~la siguiente· 

e IR e u LAR: 

PRIMERO. - Cuando cualquier persona ponga en conocimiento 

del Ministerio Público algún caso de niño abandonado o maltra­

tado, debe levantarse el acta correspondiente para los efectos 

de iniciar la averiguación tendiente a comprobar en su caso, el 

delito de abandono de persona, el de lesiones, o el que proceda. 

SEGUNDO. - El Agente del Ministerio Público que conozca de 

la denuncia, deberá enviar copia de la misma al Departamenteo 

de Orientación Social, el que se inmediato dará aviso a la Pro­

curaduría de la Defensa del Menos, del Sistema Nacional para el 

Desarrollo Integral de la Familia, a fin de que en cumplimiento 

de sus atribuciones tenga la intervención que proceda. 
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ACUERDO No. 001/83 

En t~rminos del párrafo quinto del artículo 271 del c6digo 

de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, se estable­

cen las bases generales conforme a las cuales los indiciados 

por delitos culposos cometidos con motivo del tránsito de vehí­

culos, gozarán del beneficio de la Liberl:.ad Provisional bajo 

causión, durante la averiguación previa, de conformidad con el 

siguiente: 

ACUERDO: 

PRIMERO. - Los Agentes del Ministerio Público responsables 

de las averiguaciones previas fijarán del monto de la garantía 

a_ que_ a-lude el- -a-r-t-Í-G-u-le 2-7-1 cle-1 eód-i-go- -de -Procedhrrierrtus -p~mr­

les para el Distrito Federal, de conformidad con lo siguiente: 

a) Por el delito de lesiones previsto en la parte segunda 

del artículo 289 del Código Penal para el Distrito Fe­

deral, la garantía será de diez veces el salario. 

b) Para el delito de lesiones previsto en el artículo 290 

del Código Penal para el Distrito Federal, la garantía 

será de treinta veces el salario. 

c) Para el delito de lesiones previsto en el artículo 291 

del C6digo Penal para el Distrito Federal, la garantía 

será de treinta y cinco veces el salario. 



• 213 • 

d) Para el delito de lesiones previsto en el párrafo pri­

mero del artículo 292 del C6digo Penal para el Distri­

to Federal, la garantía será de cuarenta y cinco veces 

el salario. 

e) Para el delito de lesiones previsto en el párrafo se­

gundo del artículo 292 del C6digo Penal para el Dis­

trito Fedeal, la garantía será de cuarenta veces el 

salario. 

f) Para el delito de lesiones previsto en el artículo 293 

del C6digo Penal para el Distrito Federal, la garantía 

será de cuarenta veces el salario. 

g) En aquellos casos en que no exista clasificación en 

-1-as--lce-s-i-ones, l-a g-a-rant-í-a- -se-rá- a-e- e-in-en -vec-e-s e-i- sa-la"'­

r io. 

h) Para el delito de homicidio, la garantía será de cien 

veces el salario. 

i} Para el delito de daño en propiedad ajena, la garancía 

será de tres veces el monto del daño causado. 

SEGUNDO.- Para efectos de establecer el monto de la garan­

tía correspondiente, se entenderá por salario el mínimo general 

diario vigente en el Distrito Federal, en el momento de la eje­

cución del delito. 
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TERCERO,- Las cantidades que por concepto de garantía fije 

el Agente del Ministerio Público, se depositará en las oficinas 

de Nacional Financiera, S.A., debiendo quedar dichas cantidades 

a disposición de la Procuraduría General de Justicia del Dis­

trito Federal. 

Posteriormente el diez y ocho de j11l io de mil novecientos 

ochenta y tres el Acuerdo antes descrito sufre una modificación 

en sus incisos g), i); los cuales quedan de la siguiente manera: 

g) En aquellos en que no exista clasificación de lesio­

nes, la garantía será de cuarenta veces el salario. 

i) Para el delito de dafio en propiedad ajena la garantía 

será de un monto igual al daño causado. 

Quedando lo anterior establecido en el Acuerdo 003/83 

CIRCULAR No. 008/83 

Considerando que las autoridades responsables de la función 

de seguridad pública deben obrar siempre dentro del de legali­

dad, debiendo ser su actuación respetuosa de los derechos pú­

blicos subjetivos de los gobernados, en tal forma que con su 

comportamiento fortalezcan la confianza de ~stos hacia sus au­

toridades. 
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Como parte del programa de profesionalizaci6n para los ser­

vidores públicos de esta Procuraduría, con el prop6sito de evi­

tar condiciones propicias para la realizaci6n de conductas cen­

trar ias a derecho que lesiones impunemente la esfera jur Ídica 

de los ciudadanos del Distrito Federal, es necesario contar con 

un efectivo control sobre el ejercicio de sus responsabilidades 

en la investigaci6n y persecución de los delitos. 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 21 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 18 

fracciones III y IV de la Ley Orgánica de la Procuraduría Gene­

ral de Justicia del Distrito Federal, he tenido a bien dictar 

la siguiente: 

GIRGUbAR-: 

PRIMERO.- Queda estrictamente prohibido al personal de la 

Procuraduría utilizar autom6viles ilegales de procedencia na­

cional o extranjera, que no hayan sido debidamente regular iza·­

dos ante la Dirección del Registro Federal de Vehículos de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que no cuenten con 

las respectivas placas de circulación expedidas por la Direc­

ción General de Policía y Tránsito. 

SEGUNDO.- Al responsable de la inobservancia de la prohi­

bición establecida en ésta circular, se le sancionará conforme 

a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servicios Públicos. 
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CIRCULAR No. 009/83 

Considerando que es un deber ineludible de todas las auto­

ridades y principalmente de aquellas encargadas de la seguridad 

pública obrar dentro del marco de legalidad absoluta, encausan­

do su actuaci6n respetuosa de los derechos públicos subjetivos 

de los gobernados, fortaleciendo la confianza de éstos hacia 

sus gobernantes. 

Con el propósito de robustecer una garante coordinación es­

trictamente legal con el Organo de control Constitucional el 

Poder Judicial Federal, dentro de la esfera de sus funciones y 

así colaborar a la realización de una pronta y expedita procu­

ración de justicia, respetuosa de los derechos de los habitan­

tes del Distrito Fedeal; es necesario contar con efectivo con­

tro~-s~bre el_eje~cicio de las responsabilidades de los órganos 

de esta Institución. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 5, segundo 

párrafo de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fedeal, 

lo., fracción X, 18 fracciones III y IV de la Ley Orgánica de 

la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 131 y 

149 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 

107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­

nos, he tenido a bien dictar la siguiente: 
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e IR e u LAR: 

PRIMERO.·· Se ordena a los servidores públicos de esta Pro­

curaduría que aparezcan seflalados como autoridades en los jui­

cios de Amparo procedan a firmar, dentro del t~rmino máximo de 

DOS HORAS contadas a partir del momento en que lo reciban, to-· 

dos los oficios e informes que hayan sido elaborados por la Di­

rección Jurídica Consultiva, de esta Dependencia, con base en 

los datos que previamente deberán haber proporcionado a la mis­

ma, con la relación al acto reclamado en las demandas de garan­

tías. 

SEGUNDO. - Al responsable de la inobservancia de la orden 

establecida en esta circular, se le sancionará conforme a la 

Ley Federal de Responsabilidades de los servidores públicos. 

CIRCULAR No. 10/83 

Con el propósito de suprimir el anonimato de los servidores 

públicos de esta Institución durante el ejercicio de sus res­

ponsabilidades, con el fin de evitar condicones porpicias para 

la eventual realización de conductas contrarias a derecho, que 

contravengan el adecuado servicio de procuración de justicia 

para los habitantes del Distrito Fedeal, con fundamento en lo 

dispuesto en la fracción III y IV del artículo 18 de la Ley Or­

gánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Fe­

deral, he tenido a bien emitir la siguiente: 
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e IR e u LAR: 

PRIMERO. - Es obligatorio para todo el personal portar su 

credencial de identificaci6n en lugar visible cuando se encuen­

tre en la Instituci6n en el ejercicio de sus funciones. 

SEGUNDO.- Los responsables de la inuuservancia de lo
0

ante­

rior, serán sancionados conforme a la Ley Fedeal de Responsabi­

lidades de los Servidores Públicos. 
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e o Ne L u s I o NE s. 

l.··· La naturaleza jurídica del Ministerio Público y las 

funciones que realiza, son formal y materialmente administrati-

vas. 

2.- El Ministerio Público es el genuino representante de 

la ley y de los intereses de la sociedad. 

3.- A la Institución del Ministerio Público corresponde, 

en forma exclusiva, la acción persecutoria de los delitos. 

4.- El ejercicio de la acción penal, el desistimiento de 

la misma y las conclusiones inacusatoria, Gleben tener un con­

trol constitucional. 

5.- La Ley Orgánica en vigor dota a la Procuraduría Gene­

ral de Justicia del Distrito Federal, de nuevos organismos que 

contribuyen al mejor desarrollo de las funciones del Ministerio 

Público. 

6. - Debe establecerse que los Agentes del Ministerio Pú­

blico sean Licenciados en Derecho y los Secretarios, Pasantes 

de la misma disciplina jurídica. 

7.- Dentro de la Constitución Política de los Estados Uni­

dos Mexicanos, debe hacerse una más clara distinción cuando se 

hable de Detención y de Aprehensión; en virtud de que en algu­

nas ocasiones es usada como sinónimo. 
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8.- Es conveniente derogar la Última parte del artículo 

134 BIS, del C6digo de Procedimientos Penales en vigor para el 

Distrito Federal, relativa al nombramiento de defensor o perso­

na de su confianza del inculpado. 

9.- Considero además que¡ aunque el artículo 270 del c6di­

go de Procedimientos Penales en vigor para el Distrito Fedeal, 

se encuentra más claro y preciso acerca del nombramiento de de­

fensor en la Aver iguaci6n Previa, éste también debería de ser 

derogado, toda vez que dicho nombramiento es innecesario dentro 

de la Averiguaci6n Previa. 
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